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Introducción

Un esfuerzo juicioso por pensar la sociedad colombiana y sus con-
formaciones urbanas, bien sea en clave diacrónica —atendiendo a 
su devenir histórico— o bien en clave sincrónica —centrándose en 
la discusión de su actualidad— debe, en alguna medida, referir la 
existencia de un conflicto social de considerables proporciones que 
tiene en la violencia de la guerra una de sus evidencias más notorias. 
El conflicto y su expresión armada constituyen un elemento estruc-
turante de la realidad nacional y, en este sentido, resulta altamente 
provechoso organizar planteamientos que faciliten la aprehensión de 
un fenómeno, por demás complejo y extenso, tanto en su temporali-
dad como en sus consecuencias y manifestaciones.

Con este propósito, es posible identificar de forma esquemática cómo 
se desenvuelve el conflicto social y cómo se construyen sus actores y 
las acciones que los definen, a partir de la interacción —entre otras 
cosas, con el modelo económico imperante—, de la posibilidad de los 
agentes de contar con distintos tipos y niveles de recursos (humanos, 
económicos, militares, etc.), de cómo sea posible calificar la cultura 
política que se haya forjado en el conglomerado social (cultura políti-
ca democrática o autoritaria) y del nivel de inclusión que permita el 
régimen político existente. En síntesis, es la conjunción de tres facto-
res, uno asociado al modelo económico y a la distribución de recur-
sos, otro que involucra la democracia y, finalmente, uno más que se 
determina por las características del sistema político.

La combinación de estos factores hace posible la materialización del 
conflicto mediante acciones que podrían ubicarse, grosso modo, desde 
la disconformidad, tramitada por medio de mecanismos institucio-
nales diseñados para procesar las disputas (huelgas, demandas), pa-
sando por la desobediencia, acciones que desbordan los mecanismos 
institucionales sin por ello romper la relación social (paros, bloqueos), 
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hasta la acción directa, acciones que rompen con la relación social 
y desconocen los mecanismos de mediación del sistema e incluso la 
legitimidad del sistema mismo, esto es, acciones armadas.

En Colombia, la concentración excesiva de los recursos, tanto socia-
les como simbólicos y materiales, las difíciles condiciones de vida de 
quienes se encuentran en situación de desventaja en el régimen actual 
y quienes por este motivo constituyen el grueso de las resistencias, su-
mado a una cultura política violenta habituada a la aniquilación sim-
bólica y física del contradictor político y a su definición en términos 
de enemigo, sin validez en su discurso ni derechos que lo respalden, 
y a la existencia de un régimen cuya histórica exclusión se plasma en 
formas tan contundentes como el denominado Frente Nacional, han 
conducido a la materialización de las disputas sociales a través de 
acciones directas, esto es, de grupos que desafían la hegemonía del 
régimen a partir de la acción militar armada, de la guerra.

En otras palabras, la disposición de tales factores y el tipo de acciones 
que permiten ha supuesto la imposibilidad de tramitar los desacuer-
dos de maneras no violentas y la prolongación de grupos centrados 
en objetivos bélicos, lo cual, a su vez, ha hecho del conflicto social 
colombiano uno esencialmente militar, cuya urgencia y dramatismo 
han eclipsado discusiones estructurales que como sociedad se han 
pospuesto indefinidamente.

Así, el presente compendio de trabajos académicos se plantea aten-
diendo a la posibilidad de entrar en una etapa de posconflicto  
—entendiendo este como la finalización de su faceta subversiva—, 
así como al inicio de su tramitación por vías fundamentalmente no 
violentas y de la consecuente apertura del espectro de discusión en 
torno a las problemáticas de Colombia y de sus ciudades.

Encarando la conflictividad social y atendiendo a la centralidad de 
su manifestación violenta, pero también observando los nuevos retos 
y oportunidades que surgen y se desbordan al descorrer el velo de la 
guerra, los trabajos presentados a continuación, de maneras particu-
lares y con objetivos diversos, retoman y plantean un entendimiento 
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y la discusión alrededor de los factores definidores del conflicto y de 
las acciones mediante las cuales este se materializa, arrojando luces 
sobre su estado actual y sobre las posibilidades de transformación.

De esta manera, y abriendo la reflexión sobre nuestro país, el texto 
de José Miguel Beriain Razquin, “Modernidad y privatización de la 
violencia en Colombia”, ofrece un bosquejo, somero a la vez que im-
prescindible, de cómo la Modernidad y lo que él denomina modernidades 
múltiples han establecido formas de tramitar el conflicto en las socieda-
des amalgamando características contextuales con constructos asocia-
dos a dicha modernidad. Así, y luego de un recuento histórico de cómo 
esta ha sido apropiada de maneras particulares en contextos concretos, 
se remite al caso colombiano y a tres aspectos fundamentales que han 
determinado la existencia de su modernidad y de la violencia como 
síntoma principal; estos son: la debilidad del Estado y la sociedad civil 
colombiana; la privatización de la violencia, y la existencia de un mo-
delo de diferenciación funcional según el cual la política, la economía, 
el derecho y la ciencia perviven como sistemas sociales aislados.

Estos aspectos, asociados y contenidos en aquellos descritos inicial-
mente (modelo de desarrollo, democracia y sistema político), y el re-
cuento específico que de ellos hace el autor para la realidad colom-
biana caracterizan, con la cuestión sobre la modernidad de fondo, el 
conflicto colombiano y el porqué de su expresión primordialmente 
violenta y armada.

Siguiendo en la línea de entender los factores que delimitan el surgi-
miento de pugnas sociales, y que en el caso colombiano han inducido 
su tramitación bélica, el texto titulado “El despliegue espacial de la 
discriminación: las ciudades como espacio de la desigualdad de trato”, 
de Jesús Rodríguez Zepeda, permite, a partir de un análisis detalla-
do de la no discriminación como prerrogativa jurídica, entender que 
esta engloba, a la vez, la distribución de recursos materiales necesarios 
para la disposición de una vida digna, los bienes simbólicos y el reco-
nocimiento en todos los espacios de vida, entre ellos los que tienen que 
ver con la democracia y el sistema político, pero también los que cir-
cunscriben su funcionamiento, como la ciudad, el trabajo y la escuela.  
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Con ello concluye el carácter determinante de este derecho y de su 
defensa y garantía, en particular para aquellos que sufren estructural-
mente su carencia, los que son perseguidos, estigmatizados, invisibili-
zados; esto con la intención de que el cumplimiento de tal derecho y 
la protección a estas poblaciones excluidas les evite ser sujetos a la vez 
vulnerados por la violencia y productores de la misma, permitiéndoles 
ser reconocidos y tramitar sus requerimientos, particularmente los que 
se suceden en las ciudades, de formas esencialmente no violentas.

Bien vale entender, en primer lugar, qué características poseen las 
denominadas ciudades, cuál ha sido su evolución a lo largo de la his-
toria, su papel como entidades espaciales, su carácter de legitimidad 
y dominación y sus relaciones funcionales con la economía, la política 
y la sociedad, así como el papel que desempeñan en el programa de 
la modernidad.

En esa dirección, el profesor Óscar Almario García, en su artículo 
“Las relaciones contemporáneas entre Estados y ciudades: cuestión 
estratégica y de nuevo conocimiento”, nos presenta las ciudades como 
el fenómeno más representativo de la modernidad, por cuanto en 
ellas se multiplican los lazos de socialización y se enfrentan experien-
cias como la vida nerviosa, el carácter intelectualista del urbanita, 
la indiferencia y el anonimato, que son propios de la modernidad. 
A su vez, introduce un amplio debate, de gran relevancia, respecto 
a si las ciudades seguirán siendo o no funcionales a la sociedad, así 
como las transformaciones que estas deban sufrir en su ordenamiento 
y gobierno para responder a las demandas, tensiones y conflictos que 
generará la alta concentración de la población en sus territorios.

Ahora bien, como se esbozó inicialmente, la expresión bélica del con-
flicto colombiano ha estado presente desde el surgimiento mismo de 
la nación, y estrechamente ligado a la conformación de los hechos 
urbanos, de las ciudades, en la medida en que la heterogeneidad de 
la conformación territorial ha dado lugar a la fragmentación en el 
territorio y a disputas de diversa índole.

Esto lo reseña de manera concisa Fernando Montenegro Lizarralde 
en su texto “Crecimiento y expansión. Ideas sobre la crisis de gobierno  
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en la ciudad contemporánea”. Allí el autor propone tres marcos de 
análisis para el conflicto y la cuestión de la gobernabilidad del terri-
torio: uno, de carácter nacional, que recoge los problemas asociados 
al desarrollo político y económico del país; otro, de talante regional, 
delineado por la conformación de departamentos y la organización 
fisiográfica del territorio; y, finalmente, un nivel municipal, atravesa-
do por la contradicción entre las desigualdades político-administrati-
vas y la ventaja de altos niveles de descentralización.

Ya los trabajos de Rodríguez y de Montenegro anuncian la entrada 
a la cuestión urbana como espacio crítico de la manifestación de las 
contradicciones sociales en Colombia, pero es en los trabajos de Isi-
dro Sepúlveda y de Daniel González Romero en los que se ofrecen 
pautas para entender el conflicto expresado como violencia circuns-
crita específicamente al hecho urbano.

En “Seguridad urbana multidimensional. Los retos en las megalópo-
lis del siglo XXI” Sepúlveda propone una complejización del concepto 
de seguridad en las ciudades, que supere la visión delictiva y estimule 
toda una concepción de la política pública encaminada a asegurar a 
los ciudadanos no solo contra la violencia derivada del hecho crimi-
nal, sino contra todos los factores de la vida urbana que puedan aten-
tar, de manera activa o pasiva, contra su bienestar. Asumiendo un 
entendimiento complejo de la ciudad más allá de la mera idea habi-
tacional, destacándola como un hecho a la vez industrial-comercial, 
administrativo-empresarial, institucional-social y generador de espa-
cio público, el autor argumenta la necesidad de adecuar las respuestas 
a las condiciones de inseguridad de acuerdo con las nuevas interac-
ciones que se dan en la actualidad de las ciudades, en su opinión, la 
paz no debe ser entendida únicamente como antónimo de la guerra.

A continuación, y desde una mirada abiertamente crítica, Daniel 
González Romero, en su capítulo “Ciudad y conflicto: encrucijada 
de América Latina”, se pregunta por las características que en los 
últimos tiempos ha adquirido la vida en torno a la forma ciudad; esto 
es, ¿qué es la ciudad y cuál es su sentido como espacialidad y como 
proceso? Con esta impronta, González entiende las ciudades deter-
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minadas por la globalización, que resulta ser eufemismo de lo que él 
denomina la neocolonialidad, al servicio de intereses concretos disfra-
zados de interés general, y achaca a la precariedad en la distribución 
de recursos la generación de contradicciones y conflictos que, dada su 
tendencia a manifestarse de manera directa, violenta, hacen borrosa 
la perspectiva futura de las ciudades. Es allí, en las condiciones de 
desigualdad y segregación inherentes al capitalismo, que el autor co-
loca el catalizador de la violencia, asegurando que los problemas más 
comúnmente mencionados de la ciudad, tales como el transporte o la 
especulación inmobiliaria, no son los problemas de fondo, ya que el 
primordial se encuentra en el modelo de desarrollo urbano, anclado 
a las características de uno de desarrollo económico.

Siguiendo con la cuestión urbana como lugar de acontecimiento de la 
conformación social, el texto de Fabio Zambrano Pantoja, “El futuro 
de las ciudades en Colombia”, presenta una juiciosa reconstrucción 
histórica de lo que ha sido la estructuración de las ciudades en Co-
lombia. Inicia desde la Colonia, pasando por la Independencia y la 
creación de la República, hacia los procesos de modernización de 
las ciudades —con su copioso crecimiento y su encadenamiento a 
procesos de globalización—, para terminar planteando condiciones 
ineludibles en la ciudad del futuro. El texto proporciona una carac-
terización del proceso urbano nacional, imprescindible a la hora de 
reflexionar sobre la actualidad y prospectiva de las ciudades y su re-
lación con el conflicto, con la violencia y con la seguridad.

Estos textos, centrados ya en la cuestión urbana, abren la puerta a un 
estudio que, desde la especificidad de la ciudad de Medellín, mues-
tra el estado real de las contradicciones sociales en Colombia y sus 
manifestaciones beligerantes; describen las condiciones materiales 
y simbólicas en las que se desenvuelve la vida de sus ciudadanos, y 
cómo, y según lo mencionaba González, la desigualdad rampante en 
la distribución de recursos, pero también una cultura política pro-
hibitiva del disenso y un sistema político excluyente, fungen como 
gestores y conductores de la violencia como expresión primera de las 
problemáticas.
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De manera concomitante, el trabajo dispuesto a continuación, luego 
de avanzar en la distinción de los sistemas urbanos, rurales y urba-
no-rurales, así como de enfatizar sus especificidades de cara al pos-
conflicto, hace una sucinta crítica a la idea que se ha instalado en 
la ciudad de Medellín, según la cual la posibilidad de tramitar el 
conflicto social por vías no beligerantes está dada por la disposición y 
el acceso a dotaciones mobiliarias. Así, el artículo “¿Hacia la redefini-
ción de los sistemas urbano-rurales en Colombia? Una aproximación 
desde la experiencia de Medellín y el Área Metropolitana”, de Luis 
Fernando González, señala las incoherencias halladas en esta postu-
ra y los inconvenientes que ha generado para la ciudad y sus habitan-
tes la adopción acrítica de la ciudad por parte de la administración 
municipal, y la aparición y preeminencia de intereses particulares 
asociados a la tramitación del espacio urbano.

Por último, y atendiendo al hecho de que la desgarradora urgencia 
de la guerra ha pospuesto discusiones vitales para la constitución de 
la sociedad colombiana, tanto en su conjunto como en la especifici-
dad de sus ciudades, el texto de Fernando Viviescas M., “Ciudad, 
ciencia y tecnología: en la superación del conflicto armado”, da una 
muestra contundente de cómo la atención desmedida que provoca la 
expresión armada ha dejado de lado temas tan determinantes como 
el desarrollo del pensamiento crítico, de la ciencia y de la tecnología, 
necesarios para establecer hechos urbanos más eficientes en el mane-
jo de las controversias inherentes a la vida social.

Luego de hacer un recuento de la precariedad en la que se han surti-
do los debates de planeación y prospección de las ciudades, los cuales 
requirieron y requieren con urgencia altos niveles de ciencia y tec-
nología de diverso tipo, el autor anuncia como una de las grandes 
ventajas del posconflicto el permitir poner el foco de atención en re-
querimientos, si bien no tan dramáticos, sí igual de indispensables, 
y cuya carencia es igual de corrosiva y desestabilizadora, como lo 
constituye el componente de ciencia y tecnología en el país, presenta-
do por el autor.
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De esta manera, los esfuerzos descritos plantean insumos, datos, en-
foques y, en general, aspectos para considerar de manera imprescin-
dible, con el fin de reflexionar sobre el conflicto, sus manifestaciones 
violentas y su superación en diversos contextos, particularmente en 
el dispuesto por la ciudad, sin por ello pretender establecer una solu-
ción definitiva a un tema que por su complejidad, dinamismo y largo 
aliento trasciende las posibilidades y los objetivos del ejercicio plan-
teado, pero no así la centralidad de sus aportes.

Todo ello permite, finalmente, resaltar el desgaste que existe de las 
acciones directas, beligerantes, violentas, como formas de manifestar 
el conflicto colombiano. La prolongación indefinida de las controver-
sias sociales a manera de guerra, sin, al parecer, objetivos plausibles 
claros, la borrosidad de las acciones militares, la ausencia de un ma-
nejo mediático que explique su existencia como movimientos bélicos 
y la precariedad de otras formas de confrontación que no recurran 
a las acciones directas, les han restado fuerza y coherencia a las re-
sistencias armadas, casi al punto de deslindarlas de los fines para los 
cuales deberían instituirse, obligándolas a la deformidad de convertir 
su existencia y permanencia en un fin en sí mismo. Se desvanece así 
la capacidad de impulsar transformaciones del régimen y su propia 
adecuación, además de truncar la emergencia de vías de resistencia 
no necesariamente militar con posibilidades de influencia y cambio, 
alejadas del ahora desgastado, tergiversado e incluso deslegitimado 
discurso que defiende la reivindicación social por la vía armada.



Capítulo 1

Modernidad y privatización de la violencia 
en Colombia1

1José Miguel Beriain Razquin2

2Estamos experimentando a escala universal masiva un apiñamiento  
compulsivo de gente en torno a innúmeras clases de agrupamiento 

—tribales, raciales, lingüísticas, nacionales—. Es una gran co-
munión separadora que improvisará —así se cree—, asegurará o 

extenderá cada poder o lugar grupal o lo mantendrá seguro o más 
seguro del poder, amenaza u hostilidad de los otros.

Harold Isaacs, Idols of  the Tribe. Group Identity and Political Change

El punto de partida que nos sirve de comienzo para adentrarnos en el 
análisis de la específica afinidad existente entre modernidad y violen-
cia colectiva en Colombia y México es una refutación preliminar: no 
existe una modernidad canónica, la occidental, que sirve de ejemplo 
unívoco al resto, ni tampoco existe una forma de ser moderno sino múl-
tiples formas de desplegar lo que entendemos por ser moderno. Con-
tra la concepción que considera a la modernidad occidental un concepto  
omniabarcante, que ha sido el original del que se han sacado copias 

1	 El presente capítulo es una adaptación de los textos: Beriain, J. (2002). Modernidades 
múltiples y encuentro de civilizaciones. Revista de Sociología, 68(0), 31-63. Recuperado de 
https://doi.org/10.5565/rev/papers/v68n0.1305, y Beriain, J. (2005). Modernidades en 
disputa. Barcelona: Anthropos Editorial.

2	 Licenciado en Sociología y en Filosofía, máster en Sociología por la New School for 
Social Research de Nueva York y doctor en Sociología por la Universidad de Deusto. 
Actualmente es profesor de Teoría Sociológica en la Universidad Pública de Navarra, 
Departamento de Sociología.
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a lo largo del mundo, propongo el concepto de modernidades múltiples, 
que desarrollan el programa cultural y político de la modernidad en 
muchas civilizaciones, en sus propios términos. Los desarrollos actuales 
en las sociedades en proceso de modernización, sobre todo a partir de 
la segunda guerra mundial, han refutado los presupuestos homogenei-
zadores y hegemónicos de este programa de la modernidad occidental.

La idea de modernidades múltiples presupone una nueva forma de 
entender el mundo contemporáneo —de explicar la historia de la mo-
dernidad—, viéndolo como una historia de continuas constituciones y 
reconstituciones de una multiplicidad de programas culturales3. Estas 
reconstrucciones en curso de los múltiples modelos institucionales e 
ideológicos son vehiculizadas por actores sociales específicos en estre-
cha conexión con activistas sociales, políticos e intelectuales, y tam-
bién por movimientos sociales que buscan la realización de diferentes 
programas de modernidad, manteniendo perspectivas muy distintas 
sobre aquello que hace a las sociedades modernas. Distintos modelos 
de modernidad múltiple se han desarrollado dentro de diversos Estados 
nacionales y agrupamientos étnicos y culturales, entre movimientos 
comunistas, fascistas y fundamentalistas, diferentes entre ellos, pero, 
sin embargo, todos ellos con una deriva que va más allá del Estado 
nacional, aunque lo tomen como base operativa. Ya no podemos sos-
tener, como ingenuamente se ha hecho, que los patrones occidentales 
de modernidad representan las únicas y “auténticas” modernidades.

En el discurso contemporáneo ha surgido la posibilidad de que el 
proyecto moderno, al menos en los términos de la formulación clásica 
mantenida a lo largo de los dos últimos siglos, puede estar agotado. Una 
perspectiva contemporánea admite que tal agotamiento se manifiesta 
en el “fin de la historia”, posición mantenida por Francis Fukuyama 
en 1989 (Fukuyama, 1992), que viene a resucitar algo que Daniel Bell 
y Seymour M. Lipset ya anunciaron hace más de treinta años: el “fin 
de las ideologías” que movilizaron el mundo durante la segunda mitad 

3	 Richard Rorty ha puesto de manifiesto la emergencia de la definición de la situación 
a resultas de la lucha democrática de interpretaciones diferenciadas en la moderni-
dad; véase esta posición en Rorty (1999).
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del siglo XIX y la primera mitad del XX, fin que aparece escenificado en 
la caída del muro de Berlín. La otra perspectiva está representada por 
el choque de civilizaciones, término acuñado por Samuel P. Huntington 
en 1993 —y que da título a una obra con el mismo nombre (2002)—, 
según el cual la civilización occidental, habiendo superado el conflicto 
ideológico que se expresaba en el “telón de acero” de la posguerra, se 
confronta ahora con un mundo en el que civilizaciones tradicionales, 
fundamentalistas, antimodernas y antioccidentales son predominantes.

El “telón de terciopelo”, es decir, las borrosas líneas divisorias que 
trazan las civilizaciones, con una geometría enormemente variable, 
se ha erigido en los ejes de conflicto fundamentales de hoy en la forma 
de “Occidente frente al islam” u “Occidente frente al resto”, según 
Huntington. A mi juicio, sin embargo, todos estos desarrollos y ten-
dencias constituyen aspectos de una reinterpretación continua y de 
una reconstrucción del programa cultural de la modernidad; de la 
construcción de modernidades múltiples (Eisenstadt, 2007); de los intentos 
de varios grupos y movimientos para reapropiarse la modernidad y 
redefinir el discurso de la modernidad en sus propios términos. Más 
que un choque de civilizaciones, a lo que asistimos es a encuentros4, a 
contactos, a difusiones culturales entre civilizaciones. No hay ningún 
tipo de determinismo que sitúe la lucha como forma predominante de 
interacción entre complejos civilizacionales.

Existen varias constelaciones de modernidad: la europea, la norteame-
ricana, la japonesa, la latinoamericana. Veamos brevemente algunas 
de sus características. Existe una serie de elementos distintivos que 
caracterizan a la “modernidad europeo occidental” y que los podemos 
resumir en la despolitización de la religión institucional, indispensable 
para la creación del Estado moderno aconfesional; la primera revolu-
ción en las convicciones, estrictamente moderna, que representa el “li-
bre examen” que emerge de la reforma protestante; la radicalización de  

4	 Esta idea de los encuentros entre culturas y civilizaciones ha sido ampliamente estu-
diada, primero por la escuela antropológica difusionista vienesa, cuyo representante 
más conocido es Gräbner, y encuentra su desarrollo en los estudios comparativos de 
difusión y contacto cultural de mitologías indias en la costa noroccidental canadiense 
que realiza Franz Boas (1982 [1940]) a comienzos del siglo XX.
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este presupuesto por parte de la Ilustración; los cambios en las ideas 
de soberanía, ciudadanía y representación que configuran la “esfera 
pública”, y la novísima “santísima trinidad moderna” representada 
por el Estado nacional, el capitalismo y el poder militar.

Estados Unidos es la primera civilización completamente desarrollada 
que surge de la herencia revolucionaria. La nación fue conformada 
según las ideologías y los modelos institucionales que proceden de la 
Revolución norteamericana, y que se apoyan en una legitimidad de la 
protesta. Esta no fue una protesta radical, a diferencia de la Revolución 
francesa. Algo que llama la atención en el caso de Estados Unidos es 
que ya en el siglo XIX y en el XX no se observan movimientos socialistas 
ni partidos de clase5.

Los movimientos que están a la base de la formación de esa nación, a di-
ferencia del caso europeo y de forma semejante al modelo japonés, nunca 
cuestionaron las premisas centrales del orden social estadounidense ni 
su identidad colectiva (a excepción de unos pequeños grupos de intelec-
tuales y activistas), sino que buscaron la limpieza de ciertas impurezas. 
Sin embargo, a diferencia del caso japonés, y más en consonancia con el 
modelo europeo, son dirigidos por orientaciones trascendentes y utópicas.

Estos movimientos afirman las premisas del programa estadounidense: 
el mesianismo, la inserción en actividades mundanas, la participación 
en la sociedad y el compromiso en sus órdenes intramundanos, al 
igual que la orientación social hacia el futuro. Ellos se dirigen contra 
aquellos elementos que envenenan la pureza de la vida norteameri-
cana, contra la polución de la América utópica a través de poderes 
maléficos. Representan la “promesa de discordia”; en los términos de 
Huntington, “la posibilidad de que la realidad detrás de la visión siga 
ahí” (Huntington, 1981, p. xx).

No obstante, son más las diferencias que las semejanzas con Europa: 
la inexistencia de una aristocracia feudal (con la excepción del sur de 
Estados Unidos); la movilidad social, no como mera expectativa sino 

5	 Es lo que le hace preguntarse a Werner Sombart (1906) por este excepcionalismo: 
Warum gibt es in den Vereignigten Staaten keinen Sozialismus?
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como realidad, posibilitada por las open frontiers, que configura uno 
de los incentivos que catalizan estos movimientos y las esperanzas de 
los estadounidenses; otro factor importante es la inmigración y los 
correspondientes procesos de integración y de asimilación6. Estados 
Unidos es un país de inmigración en el que los únicos nativos son los 
aborígenes de las tribus indias.

El enigma de Japón, visto con ojos occidentales, puede reflejarse en 
las siguientes preguntas: ¿Cómo puede una nación tener tal éxito en 
los ámbitos de la industrialización y la administración de los negocios, 
al tiempo que exhorta a su población a sobrevalorar el pensamiento 
colectivista y el statu quo, incorporando un tipo de individualismo ho-
norífico inexistente en otros lugares del planeta? ¿Representan las his-
torias de la economía capitalista japonesa y las naciones desarrolladas 
de Occidente resultados funcionales similares derivados de diferencias 
estructurales profundas?

El proceso de crecimiento económico, la transformación tecnológica 
y el desarrollo social logrados por Japón durante la segunda mitad del 
siglo pasado, emergiendo de las cenizas de sus ambiciones imperialis-
tas truncadas, son hechos sociales irrefutables que han cambiado el 
mundo y nuestra percepción del desarrollo mundial, en la medida en 
que Japón ha combinado crecimiento con redistribución e incremento 
sustancial de los salarios reales junto a una reducción de la desigual-
dad a niveles de los más bajos en el mundo. Mientras que los paisajes 
sociales y ecológicos japoneses se han transformado profundamente, 
se ha preservado su identidad cultural en un despliegue poderoso de 
modernización sin occidentalización.

En el caso de Japón hacemos frente al otro “extremo” de esa diversi-
dad de modernidades que postulamos. Comparece como una cultura 
moderna no occidental y no axial, que por cierto Max Weber sitúa 

6	 Marcus Hansen, en 1938, al estudiar los procesos de integración de diferentes grupos 
de inmigrantes en Estados Unidos, ya había detectado el despertar de la conciencia 
de identidad en la tercera generación de inmigrantes. Lo que el hijo del primer inmi-
grado quería olvidar (el Heimat de procedencia), preocupado por su inclusión social, 
por ser un norteamericano más, el nieto desea recordarlo como forma de recuperar la 
identidad “perdida”.
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fuera de las religiones universales. La búsqueda de la autodefinición 
de Japón, comparada con aquellas otras de civilizaciones modernas 
no occidentales, fue influenciada poderosamente por dos factores (Ei-
senstadt, 1996, p. 430): el primero de ellos es que, a diferencia de otras 
civilizaciones asiáticas, no fue colonizado y rápidamente se modernizó 
e industrializó bajo los auspicios del Estado Meiji a partir de 1868. 
Hizo frente al desafío cultural de la modernidad no solo desde afuera, 
sino también desde su propio nuevo centro: a partir de las consecuen-
cias sociales y culturales de la modernización e industrialización aus-
piciadas por el Estado Meiji, apoyándose en nuevos tipos modernos 
de conocimiento, así como sobre la propia teología e ideología cívicas 
distintivas del Estado, que apropiaron las dimensiones instrumental-ra-
cionales de la modernidad y la construcción de la autenticidad japonesa 
en términos restaurativos e inmanentistas, alejados de toda influencia 
universal-trascendentalista inscrita en las religiones axiales. Nación y 
progreso son las ideas-fuerza que galvanizan el proyecto modernizador 
japonés en la Era Meiji.

El segundo factor hace referencia a que el programa cultural distin-
tivo de la modernidad japonesa estuvo enraizado en la Meiji Ishin, 
en la Restauración7 Meiji. Este programa fue proclamado como una 
renovación de un sistema arcaico que, de hecho, nunca existió, y no 
como una revolución que busca el cambio del orden social y político; 
pretendió más bien reconstruir el Estado y la sociedad según principios 
que los trascienden.

Las orientaciones utópicas enraizadas en las visiones universalis-
tas-trascendentales, en contraste con las grandes revoluciones europea 
y norteamericana, nunca existieron en Japón, a pesar de que temas 
restaurativos milenarios estuvieron presentes en diferentes sectores 
de los levantamientos antes y durante la Restauración. La Meiji Ishin 
fue internamente orientada; se dirigió a la revitalización de la nación 

7	 Aunque el término restauración haya pasado a la historia, en realidad la semántica 
del cambio social y político se identifica con una “renovación” o con “una nueva 
dirección”. También se lo ha definido como “restauración revolucionaria” y como 
“renovación revolucionaria”.
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japonesa, a capacitarla para tomar su lugar en el mundo moderno. 
Japón debe “ir con los tiempos”, pero sin ninguna pretensión de salvar 
a la humanidad como un todo.

Eisenstadt señala que el programa cultural de la modernidad supone 
un modo muy particular de definición de los límites colectivos y de las 
identidades colectivas en el que la autopercepción de la sociedad como 
“moderna” (esto es, abanderada de un cierto programa cultural y político) 
es un componente fundamental de la construcción de nuevas identidades 
colectivas (Eisenstadt, 2007, pp. 265-266). En cierto modo, esta situación 
también se presentó con algunas particularidades en Latinoamérica, a 
propósito de los procesos de independencia de comienzos del siglo XIX.

Al respecto, Eliana Alemán (2012), apoyándose en investigaciones de 
María Teresa Uribe, hace notar que gracias a las guerras de inde-
pendencia fue posible la irrupción de las figuras de la modernidad (la 
nación, la República, el ciudadano) en sociedades tradicionales o de 
antiguo régimen como las de la América hispánica, puesto que aque-
llas fueron las que posibilitaron la constitución de Estados propios y 
distintos, de repúblicas regidas por leyes abstractas y generales, y de 
una nación formada por individuos libres e iguales destinados a la 
acción pública.

Luis Ricardo Dávila (2002) muestra los vínculos entre la construcción 
de una “identidad colectiva americana” con el “lenguaje típico de la 
modernidad americana independentista” y su reclamo emancipador. 
Según él, a partir de los discursos y proclamas de los “próceres” se 
pretendía construir una conciencia de destino común de los americanos 
entre pardos, negros y mestizos, a los que en el discurso les igualaba 
la condición de “ciudadanos”. Pero, dado que se mantenía un sistema 
colonial basado en la discriminación, cabe preguntarse por la paradoja 
que suponía la pretensión de construir identidades colectivas8 dentro 
del programa cultural moderno, a la vez que se mantenían las institu-
ciones coloniales.

8	 Sobre el problema de la “doble conciencia”, que aglutina “lo propio” y “lo importado 
de Europa” en la formación de las identidades latinoamericanas, véase el excelente 
trabajo de Enrique Dussel, citado en Lander (2005). 
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No obstante, existe una agenda oculta en todo este proceso de forma-
ción de las distintas variedades de modernidad. La violencia colectiva 
es ese extraño familiar que acompaña a todo movimiento social y 
político moderno. Ha sido un común denominador atribuible a todas 
las teorías sociológicas de fines del siglo XIX y de comienzos del siglo 
XX —entre las que destacan la racionalización sociocultural de Max 
Weber y Norbert Elias y la diferenciación funcional de Émile Dur-
kheim y sus epígonos, Talcott Parsons y Niklas Luhmann— el que pro-
yectaran una cierta visión de la “modernidad sin violencia”, es decir, 
de un estadio de la evolución social que habría logrado mecanismos 
de integración social de los que se habría erradicado la violencia9 y su 
expresión colectiva más radical, la guerra.

Pero la realidad es obstinada, y en todas esas observaciones socioló-
gicas comparece una dimensión oculta: la violencia de la guerra en 
forma de guerras civiles, interestatales y conflagraciones mundiales, 
a resultas de las cuales se proyecta en el horizonte de expectativas “el 
sueño de una modernidad sin violencia”, más que una “modernidad 
sin violencia realmente existente”. Esto se pone de manifiesto en las 
limitaciones del discurso liberal, que utiliza el mercado como instru-
mento de pacificación (Adam Smith y A. O. Hirschman), como dispo-
sitivo racional que atempera las pasiones convirtiéndolas en intereses 
racionales por el recurso a la concurrencia pacífica dentro del espacio 
social del mercado, evolución del doux commerce.

Sin embargo, en sus diversas versiones de free trade imperialism o de 
imperialism of good intentions, la estrategia liberal, una vez planetarizada 
a través de la gran globalización del capitalismo (véanse por ejemplo 
los trabajos de Inmanuel Wallerstein), transforma la concurrencia de 
intereses en conflicto de intereses. La economía y la política, como ya 
viera Weber, siguen patrones antagónicos. Tampoco el marxismo y su 
escatología, que salvifica de un final feliz gestionado por una asociación 
de productores libres, ha logrado exorcizar al monstruo de la violencia 
colectiva; es más, el socialismo realmente existente se ha basado en una 

9	 Véase el gran trabajo monográfico de Trutz von Trotha (1997), así como el de Wieviorka  
(2004).
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hiperutilización del monopolio de la violencia legítima gestionada por 
el Estado y su agencia dinámica, la nomenclatura. Nos preguntamos: 
¿Cómo se llega al trauma de un final infeliz? Eso es lo que nos propo-
nemos investigar en este apartado. Tres son las concausas, a nuestro 
juicio, que determinan cómo hemos llegado a esta situación:

a.	 La conciencia colectiva internacional, a finales del siglo XIX, 
se sacude la autoconfianza precaria que existió en torno al 
realismo del poder político expresado en términos hobbesia-
nos, pasando de la doma de la guerra interna (intraestatal) a 
la guerra entre los Estados.

b.	 Se sacuden, asimismo, las concepciones pacifistas que habían 
sido generadas por el liberalismo y el marxismo.

c.	 Y, finalmente, se procede a una remitologización de la violen-
cia, sobre todo en Europa (Sombart, Scheller, Sorel, Simmel 
y en especial Carl Schmitt), aunque también en Estados Uni-
dos (J. Royce y T. Veblen).

En el caso de Colombia concurren, como no podía ser de otra manera, 
una serie de aspectos específicos. El primero de ellos es la debilidad tanto 
del Estado como de la sociedad civil. Todo Estado se ha caracterizado por el 
usufructo del monopolio del ejercicio de la violencia con éxito dentro 
de un determinado territorio, tal como lo han señalado Max Weber 
y Anthony Giddens. Todos los Estados siguen diferentes patrones de 
nacionalización o de formación del Estado nacional (Eugen Weber, 
Charles Tilly), es decir, de inclusión de su población en la categoría 
de ciudadano.

Por ejemplo, Francia lo hace exitosamente convirtiendo a los campe-
sinos en ciudadanos franceses justo después de la Revolución francesa 
(1789). Estados Unidos lo hace a través de distintas oleadas-awakenings a 
partir de 1776, fecha de proclamación de la primera Constitución mo-
derna. España ha hecho lo propio a través de sucesivas etapas forjadas 
sobre todo a partir de la Guerra de la Independencia contra Francia, 
a comienzos del XIX, y posteriormente en la Guerra (in)civil de 1936-
1939, creando un dispositivo de nacionalización débil en comparación 
con los otros dos casos mencionados de Francia y Estados Unidos, 
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debido a que dentro del territorio nacional coexistirán proyectos de 
nacionalización central (español) con otros de carácter periférico (vasco 
y catalán) que harán más difícil, aunque no imposible, un proyecto 
nacional unificador.

También en el caso de Colombia, a pesar de que experimenta vaivenes 
en el proceso de formación estato-nacional, como el resto de países 
mencionados, así las Provincias Unidas, la Gran Colombia, Nueva 
Granada, los Estados Unidos de Colombia y finalmente la República 
de Colombia. Sin embargo, hasta fechas recientes, el poder político y 
su ejercicio en un territorio han estado enormemente fragmentados 
debido a la competencia ejercida por actores colectivos como el nar-
cotráfico y los paramilitares, que han cuestionado el poder del Estado 
y han permeado la sociedad civil mediante el ejercicio privatizado de 
la violencia.

Con este factor abordamos el segundo elemento característico del excep- 
cionalismo colombiano: la privatización de la violencia. Como apunta 
Herfried Münkler (2007), prácticamente todas las previsiones de paz, 
tanto en las ciencias sociales como en la filosofía, están, al menos 
implícitamente, basadas en la interacción mutua entre la prosperidad 
capitalista y la estabilidad del Estado. No obstante, esta presuposición 
ha sufrido un desgaste considerable. Incluso los países de la OECD, en 
los que los lazos entre la categoría de Estado y el capitalismo han sido 
más fuertes, ya no están seguros.

Cada vez más, los empresarios de la violencia han desplazado a los 
Estados como partes beligerantes; desde los señores de la guerra, que 
sangran a las poblaciones locales mediante el uso de la fuerza militar, 
a los capos de las redes terroristas interconectadas; desde los gru-
pos guerrilleros, para quienes el tráfico de drogas y las promesas de 
emancipación política se han convertido en una sucia amalgama, a 
la expansión internacional del crimen organizado que prefiere ubicar 
sus lugares de retiro y de abastecimiento allí donde el orden estatal 
ha dejado de existir.

Posiblemente, el escenario de conflicto que resulta más amenazador en 
el siglo XXI es una desnacionalización progresiva de la guerra, que aca-
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be en una privatización a gran escala de la capacidad de guerrear. Esta 
nueva privatización de la guerra se basa en una economía en que, de 
nuevo, las fronteras entre el uso de la fuerza y la actividad económica  
se han fusionado, lo que implica que quienes están involucrados en 
una guerra no tienen ningún interés racional en su conclusión ( Jean 
y Rufin, 1996, y Berdal y Malone, 2000).

En tercer lugar, a mi juicio, en la realidad colombiana, y coexten-
sivamente en buena parte de la geografía política latinoamericana, 
convive el modelo de diferenciación funcional10 de esferas sociales, en 
el que la política, la economía, el derecho y la ciencia, como sistemas 
sociales diferenciados, siguen su propia lógica y evitan la constricción 
de influencias externas a sí mismos. Así, en el ámbito de la política se 
habría institucionalizado la distinción directriz operativa de goberna-
bilidad/ingobernabilidad que permite redistribuir el poder político en 
la comunidad con arreglo a procesos plebiscitarios democráticos, con 
un código operativo anterior, patrón/cliente (Luhmann, 2009), según 
el cual la sociedad civil se moviliza a través de relaciones de fidelidad 
y obediencia que responden a modelos de dominación tradicional 
patrimonial, en términos de Weber, que da lugar a versiones evolu-
cionadas donde conviven el ejercicio del poder político con el terror 
mafioso (Patiño, 2015).

Por último, en cuarto lugar, igualmente importante resulta la creación 
de narrativas. La primera de ellas sería la de una sacralización de la 
persona, recogida en las sucesivas declaraciones de derechos humanos, 
desde la Revolución norteamericana (1776), pasando por la Revolu-
ción francesa (1789), así como la rotunda declaración de los derechos 
humanos realizada en 1948, después de la espantosa Shoah. Primero 
sacralizamos la naturaleza, luego a los dioses, luego le llegó el turno 
a la nación, y finalmente, hemos sacralizado a la persona humana.

Es relevante que esta narrativa eche raíces en el seno de la sociedad 
colombiana. La segunda que, a mi juicio, habría que desarrollar, es 
la del trauma cultural. No basta con contar el sufrimiento de la colecti-

10	 Niklas Luhmann (1997) es quien ha explorado más y mejor esta idea. 
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vidad: es preciso hacer que lo cuente transfiriendo el trauma cultural a 
los valores y a las normas sociales, ya que este representa la experien-
cia de los miembros de una colectividad que siente que su existencia 
ha sido amenazada en un acontecimiento horrendo que deja huellas 
imborrables en su conciencia de grupo y marca su memoria colectiva 
para siempre, cambiando su identidad futura de forma irrevocable.
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Jesús Rodríguez Zepeda1

Este artículo tiene como propósito formular un modelo normativo, en el 
horizonte de la filosofía política, capaz de acreditar el enfoque del dere-
cho humano a la no discriminación en el tratamiento de las relaciones 
intergrupales en los marcos territorial y urbano. A partir de la consta-
tación de que la filosofía política, tanto como el derecho, han formulado 
una concepción de la agenda de la no discriminación —a la que aquí 
se entiende como igualdad de trato—, en general abstracta y desatenta 
a un despliegue territorial que en sí mismo es expresión material de 
prácticas discriminatorias, en el texto se reivindica la necesidad de una 
consideración de los efectos materiales de los procesos discriminatorios 
en la distribución territorial de los grupos poblacionales y, de manera 
concomitante, en la hipotética garantía de derechos hacia estos grupos, 
determinada por su posición en el despliegue territorial-urbano.

Ello obliga a una clara distinción entre dos formas de la desventaja 
social: una, relativa a las condiciones socioeconómicas y estrechamente 
ligadas con la distribución económica y la participación de los grupos 
e individuos en la renta nacional, y otra, relativa al peso e influencia 
de la estigmatización histórica de grupos específicos, que da lugar a 
la anulación o radical atenuación del acceso a sus derechos relativos 
a la experiencia urbana.

1	 Profesor investigador del Departamento de Filosofía y coordinador general del Pos-
grado en Humanidades de la Universidad Autónoma Metropolitana (México).

Capítulo 2

El despliegue espacial de la discriminación: 
las ciudades como espacio de la 

desigualdad de trato



34

Ciudades, territorio y posconflicto

En este registro, se sostiene que la discriminación no es un fenómeno 
derivado de alguna estructura socioeconómica determinante, y que, 
sin negar el peso de los factores económicos, debe ponerse atención a 
su eficacia material en la configuración de los procesos urbanos. Ello 
permite resaltar los siguientes rasgos o atributos de la discriminación 
que dan lugar a esta eficacia:

a.	 Que se trata siempre de un plexo de relaciones sociales, aun 
cuando se actualice como experiencia subjetiva en los indivi-
duos que la perpetran o padecen.

b.	 Que es un fenómeno histórico y de transmisión intergenera-
cional.

c.	 Que constituye un sistema de relaciones o estructura social 
cuyo rasgo central es la asimetría o desigualdad que genera.

Finalmente, el texto ejemplifica algunas áreas de problemas urbanos 
que no solo admiten sino que exigen un enfoque de igualdad de trato 
para poder ser procesados de manera adecuada en el marco de una 
sociedad democrática.

Nota sobre el lenguaje de los derechos

En el amplio campo de la filosofía política contemporánea se ha afir-
mado, tras un largo desarrollo, el lenguaje de los derechos como el 
dispositivo conceptual o narrativo privilegiado para articular las exi-
gencias y demandas de la acción política. También lo ha hecho para 
articular modelos normativos capaces de orientar el diseño o la reforma 
de las instituciones públicas existentes. Conforme han ido perdiendo 
fuerza y capacidad persuasiva otros lenguajes de la política —por ejem-
plo, el de la historia o el de la revolución—, como marco paradigmático 
para pensar la política (aunque sus reductos universitarios todavía los 
cultiven), el lenguaje de los derechos ha empezado a fungir de forma 
creciente como el dispositivo conceptual o el esquema narrativo más 
propicio para formular los dilemas de la vida pública y delinear sus 
soluciones. Como sostiene Cruz Parcero al hablar de la proliferación 
del lenguaje de los derechos:
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[se trata de] un fenómeno social complejo que ha transformado el 
lenguaje político, ético y jurídico. No solo se afirma la existencia de 
nuevos derechos humanos, sino que se ha incrementado la existencia 
de derechos jurídicos a través de la legislación y de las decisiones ju-
diciales. (Cruz Parcero, 2001, p. 41)

En las obras de mayor calibre de fin de siglo en la filosofía política, 
este lenguaje de los derechos cumple ya un papel central en la argu-
mentación. Por ejemplo, las respectivas grandes obras de John Rawls 
y Jürgen Habermas, El liberalismo político y Facticidad y validez (Rawls, 
1993; Habermas, 1996), muestran el acercamiento de la filosofía al 
lenguaje de las constituciones y a la identificación de los principios 
de la justicia con ciertas normas fundamentales del derecho y con el 
lenguaje de los derechos humanos o fundamentales en general.

En este nuevo marco discursivo, los problemas de justicia han sido refor-
mulados o renovados, y se ha permitido la inclusión de temas que antaño 
se contemplaban como ajenos a los discursos relevantes de la filosofía 
política. Tal es el caso del derecho humano a la no discriminación —que 
nosotros preferimos definir mediante su formulación afirmativa: derecho 
a la igualdad de trato—, que se ha convertido en un objeto legítimo de 
la filosofía política y de los estudios sociales de nuestros días2.

Durante las tres últimas décadas del siglo XX y la primera del XXI, el 
lenguaje jurídico y político de la igualdad de trato se afirmó no solo en 
el horizonte del derecho internacional (y, en específico, en el del derecho  

2	 He argumentado ampliamente sobre la identidad de los enunciados normativos “no 
discriminación” e “igualdad de trato” en mis trabajos (Rodríguez Zepeda, 2006 y 
2014), por lo que en este texto, de propósito menos analítico, basta con reiterar la 
estipulación de esta concordancia. Respecto de la normalización de la agenda anti-
discriminatoria como parte de la filosofía política y de otras disciplinas académicas 
(más allá del ámbito norteamericano donde está presente desde los años sesenta del 
siglo pasado), basten como ejemplos los textos recogidos en la compilación Hacia una 
razón antidiscriminatoria (Rodríguez Zepeda y González Luna, 2014) y la fundación 
de la Red de Investigación sobre Discriminación (2012). Ver http://www.rindis.
mx/, además de la amplia bibliografía novedosa que se puede hallar en la página 
web del Centro de Documentación (Cedoc) del Consejo Nacional para Prevenir la 
Discriminación (Conapred) (México), http://www.conapred.org.mx/index.php?con-
tenido=pagina&id=9&id_opcion=146&op=146 
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internacional de los derechos humanos), sino que ingresó en las consti-
tuciones nacionales y en la legislación secundaria de numerosos sistemas 
democráticos3. Este proceso, en el que el circuito internacional del de-
recho se compagina con los procesos internos de legislación, dio lugar 
a lo que Ariel Kaufman denominó la “pandemia antidiscriminatoria”, 
es decir, la creciente y poderosa tendencia de afirmar legalmente el 
derecho a la no discriminación y desarrollar instituciones y políticas 
públicas a partir de este (Kaufman, 2010, p. 6).

Empero, en la propia filosofía política, pero también de manera signi-
ficativa en el derecho, las vertientes analíticas principales del discurso 
antidiscriminatorio se han desarrollado al margen de la constatación 
del despliegue espacial de los fenómenos de discriminación, obvian-
do con ello que uno de los principales obstáculos para la afirmación 
práctica de la agenda de la igualdad de trato es la fragmentación de 
las prácticas sociales según los contextos espaciales en que se efectúan.

La filosofía política, en especial, ha recuperado el argumento de la 
no discriminación bajo una modalidad particularmente intangible 
o etérea, como si el objeto de su crítica normativa no tuviera una 
consistencia material de carácter territorial que debiera disponer de 
contrafiguras teóricas en el análisis. La no inclusión de la dimensión 
territorial o espacial en el análisis de los derechos lastra al argumento 
de la igualdad de trato con una debilidad analítica que le impide cons-
truir principios regulativos no solo persuasivos sino también realizables 
a través de la acción institucional y las políticas públicas4.

3	 Solo como referencia, cabe constatar que el derecho humano a la igualdad de trato 
ingresó a la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos en 2001 bajo 
la figura de una “cláusula antidiscriminatoria” en el artículo primero. En 2003 se 
promulgó la Ley Federal para Prevenir y Eliminar la Discriminación.

4	 Una fructífera vía de análisis de lo espacial, lo territorial y lo urbano en el campo 
de la filosofía política ha sido propuesta por Francisco Colom en su proyecto Philos-
ophy and the Political Space. A Topological Approach to Politics and Democracy from Polis to 
Cosmopolis, en el que se reivindican las esferas territorial y urbana como claves de la 
teoría política y el conocimiento histórico (Colomb, 2013 y 2014). Véase http://www.
proyectos.cchs.csic.es/polis/en
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A partir de la constatación de esta debilidad analítica, ahora hacemos 
el intento de acercar las definiciones centrales del lenguaje político de 
la igualdad de trato a un enfoque territorial y, en específico, urbano, 
a efecto de hacer visibles los desafíos que la experiencia misma de la 
ciudad moderna impone a la agenda de la igualdad de trato. De este 
modo, desplegamos en primera instancia una serie de definiciones 
necesarias sobre el concepto de discriminación y su dimensión terri-
torial para, posteriormente, a modo de ejemplo, revisar algunas ideas 
relativas a la denominada segregación o discriminación residencial y a la 
relación entre trazados urbanos, discriminación y seguridad.

Las definiciones básicas

La discriminación debe entenderse siempre como una restricción o anu-
lación de derechos fundamentales o libertades básicas de las personas 
y grupos que la sufren. Tal significado, no obstante, ha aparecido 
primero en el derecho, y muy posteriormente en las teorías de la fi-
losofía política y las ciencias sociales. Es en este terreno en donde 
el viraje territorial o espacial del análisis social puede ejercerse con 
mayor relevancia, pues si bien en el terreno de la norma jurídica la no 
discriminación puede incorporar criterios topológicos, es en el terreno 
del diseño y análisis de las instituciones y las políticas que estos crite-
rios alcanzan una dimensión superlativa. Son, en efecto, los saberes 
filosófico-normativos y científico-sociales los que han de realizar las 
tareas de sistematizar la percepción de la discriminación, de darle 
coherencia argumental y de determinar sus alcances en relación con 
los proyectos democráticos.

Los reclamos actuales de igualdad de trato son ininteligibles, al menos 
en el horizonte de las sociedades abiertas o democráticas, al margen 
de la tendencia a establecer los derechos como meta y justificación de 
la acción social, y de los intentos de transformación política. Si, como 
hemos sugerido arriba, otrora el debate del cambio social y de los re-
clamos de justicia (distributiva, de oportunidades, de reconocimiento, 
etc.) podían vehicularse a través del lenguaje político de la revolución, 
del sujeto de la historia, de la historia sin sujeto y hasta del pueblo como 
sujeto, ahora, en el contexto de las sociedades democráticas, el lenguaje 
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vehicular del cambio social y de la justicia es el de los derechos y, en 
particular, el de los derechos humanos o fundamentales. El lenguaje 
de los derechos, siendo desde luego jurídico, es también la articulación 
discursiva de las prioridades de la política.

Este todavía novedoso vocabulario de la política es el que ampara la 
definición técnica de la igualdad de trato que debe servir de punto de 
partida para la crítica de la discriminación existente. Este uso discur-
sivo se funda en el famoso enunciado del artículo 7.º de la Declaración 
Universal de Derechos Humanos, donde encontramos la siguiente aseve-
ración sobre la no discriminación: “Todos [los seres humanos] son 
iguales ante la ley y tienen, sin distinción, derecho a igual protección 
de la ley. Todos tienen derecho a igual protección contra toda discri-
minación que infrinja esta Declaración y contra toda provocación a 
tal discriminación” (ONU, 1948).

El artículo contiene el uso técnico de la idea de discriminación, que 
permite distinguirlo de sus usos llanos o cotidianos, mismos que no 
se inscriben en el propio lenguaje de los derechos5. Esta definición 
técnica establece que toda persona debe estar protegida por cada Es-
tado-parte contra cualquier forma de discriminación “que infrinja” 
la Declaración; lo que quiere decir que la no discriminación es una 
prerrogativa de la persona equivalente al acceso —en el sentido de 
no encontrar obstáculos— a todos los derechos y libertades (civiles, 
políticos y sociales) establecidos por la propia Declaración.

Dicho de otro modo: el artículo 7.º de la Declaración agrega a los 
derechos humanos desplegados en ella una condición material para 
su cumplimiento: la prohibición de la discriminación. En el lenguaje 
constitucionalista, C. S. Nino lo ha formulado con precisión: “las rela-
ciones básicas de los habitantes entre sí y de estos con el Estado están 
definidas por normas generales, o sea, que no discriminan de acuerdo 

5	 Cabe señalar que el discurso democrático de la no discriminación solo adquiere sen-
tido cuando se le sitúa en el propio lenguaje de los derechos, y en modo alguno lo 
tiene cuando se generaliza su uso no técnico o cotidiano. He hecho las distinciones 
conceptuales pertinentes en Rodríguez Zepeda (2006, pp. 17-30) y Rodríguez Zepe-
da (2011, pp. 49-65).



39

El despliegue espacial de la discriminación: las ciudades como espacio de la desigualdad de trato

con situaciones identificadas por nombres propios o por descripciones 
definidas” (Nino, 2002, p. 3). Por ello, la estructura del Estado de 
derecho es por definición no discriminatoria, pues no puede admitir 
la arbitrariedad o las distinciones injustificadas en la cobertura y apli-
caciones de las normas generales que vehiculan los derechos humanos, 
fundamentales o constitucionales.

El artículo 2.º de la Declaración también expresa, así sea de manera 
implícita, el mandato de igualdad de trato universal: “Toda persona 
tiene todos los derechos y libertades proclamadas en esta Declaración 
sin distinción alguna de raza, color, sexo, idioma, religión, opinión 
política o de cualquier otra índole, origen nacional o social, posición 
económica, nacimiento o cualquier otra condición”6.

Conforme a esta norma, prohibir la desventaja o carencia de las perso-
nas respecto de sus propios derechos con base en razones injustificadas 
aunque históricamente identificadas (raza, color, sexo, idioma, religión, 
etc.), es decir, conforme a las denominadas “categorías sospechosas” 
o “categorías protegidas” de discriminación, construye el contenido 
jurídico del derecho humano a la no discriminación7. Este rasgo nor-
mativo posee una singular importancia, porque el derecho humano a 
no ser discriminado se formula, de manera concurrente y simultánea, 
como una titularidad de toda persona humana y como una protección 
especial para grupos determinados que a lo largo de la historia han 
sufrido la desigualdad de trato.

Dicho de otro modo, por su referencia a la situación material de grupos 
humanos determinados que, en un registro histórico y hasta secular, 
han sido objeto de las prácticas discriminatorias, el derecho a la igual-
dad de trato, si bien es titularidad jurídica de toda persona humana, 
solo adquiere sentido material y social a partir de la identificación de 
las categorías protegidas por el mismo, es decir, de los grupos que la 

6	 Sobre el mismo tema, Miguel Carbonell, en su estudio sobre derecho constitucional, 
ha llamado la atención sobre el claro fundamento antidiscriminatorio de este artículo 
de la Declaración (Carbonell, 2005, p. 179).

7	 Para los conceptos de “categoría protegida” y “categoría sospechosa”, ver Caballero 
Ochoa y Aguilar Contreras (2014, pp. 174-176).
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historia y la sociología describen como discriminados. Por ello, Kau-
fman sostiene que toda discriminación es discriminación propia o 
de grupo, y que toda norma de no discriminación debe, para poseer 
sentido jurídico y aplicabilidad, ser una norma propia de protección 
ante categorías sospechosas (Kaufman, 2010, pp. 31-36).

Los citados artículos de la Declaración expresan el carácter dual del 
derecho a la no discriminación: conforme a su primer contenido, la 
no discriminación se identifica con un tratamiento parificador contrario 
a privilegios y exclusiones; conforme al segundo, lo hace con la posi-
bilidad material de ejercer otros derechos como las libertades civiles 
y políticas o el bienestar material. En este segundo registro es que la 
discriminación exhibe una dimensión espacial o topológica frecuen-
temente desatendida, pues derechos como el de una vivienda digna, 
el acceso al agua o el derecho a vivir en un medio ambiente libre de 
polución, así como los derechos a la seguridad y al libre tránsito se ven 
con frecuencia sistemática coartados por la distribución espacial de los 
grupos humanos y la carencia o privación derivadas de tal distribución.

Conforme a esta perspectiva, la discriminación debe entenderse como 
una interrupción injustificada entre el sujeto de derecho y los derechos 
humanos o constitucionales, que tendría a su disposición de manera 
regular de no existir procesos discriminatorios que operan en su contra 
y que tienden a hacer nugatorias estas prerrogativas fundamentales. 
Como aquí se muestra, las condiciones de territorialidad (diseños ur-
banos, distribuciones étnicas confinadas a zonas residenciales, guetos, 
inaccesibilidad en términos de capacidad y discapacidad de espacios 
públicos y privados, carencia absoluta o relativa de servicios públi-
cos, etc.) actúan como elementos nugatorios del ejercicio de derechos 
humanos en general, y del de no discriminación en particular. Por 
ejemplo, la Constitución mexicana, en su artículo 4.º, establece de 
manera consecutiva los derechos humanos a un medio ambiente sano, 
al agua y a la vivienda; lo que implica que su carencia a partir de la 
distribución geográfica de las personas constituye, a la vez, la viola-
ción de esa previsión constitucional y de su derecho humano a la no 
discriminación. En dicho artículo se establece que:
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Toda persona tiene derecho a un medio ambiente sano para su desa-
rrollo y bienestar. El Estado garantizará el respeto a este derecho […] 
Toda persona tiene derecho al acceso, disposición y saneamiento de 
agua para consumo personal y doméstico en forma suficiente, salu-
bre, aceptable y asequible. El Estado garantizará este derecho […] 
Toda familia tiene derecho a disfrutar de vivienda digna y decorosa. 
La Ley establecerá los instrumentos y apoyos necesarios a fin de al-
canzar tal objetivo. (CPEUM, art. 4.º, párrafos 3.º al 5.º)

A diferencia de otras prácticas antijurídicas y de otras formas de in-
justicia, la discriminación se ejerce como una limitación arbitraria o 
injustificada, sobre la base de prejuicios y estereotipos, de las libertades 
y protecciones fundamentales de las personas, de su derecho a la par-
ticipación política y de su acceso a un sistema de bienestar adecuado 
a sus necesidades. Conforme al derecho internacional de los derechos 
humanos, y de la réplica de este en constituciones nacionales, el dere-
cho a la igualdad de trato es la condición material de acceso para todas 
las personas, en condiciones equitativas, a sus derechos formalmente 
reconocidos. El derecho a la no discriminación opera así como una 
suerte de prerrogativa llave para otras titularidades jurídicas, como 
las del bienestar material o la distribución adecuada de las personas 
y grupos en el territorio.

El derecho establecido en la Declaración fue desarrollado en los ins-
trumentos de derecho internacional antidiscriminatorio, como las con-
venciones y pactos del Sistema de la ONU o del Sistema Interamericano 
de Derechos Humanos, lo que propició la formulación de este derecho 
en niveles más específicos, y la prescripción de protecciones y prohibi-
ciones propias o particulares de discriminación. No es accidental, por 
ello, que en la Constitución mexicana la igualdad de trato se formule en 
relación directa con la exigencia de igualdad de derechos y libertades:

Queda prohibida toda discriminación motivada por origen étnico o 
nacional, el género, la edad, las discapacidades, la condición social, 
las condiciones de salud, la religión, las opiniones, las preferencias 
sexuales, el estado civil o cualquier otra que atente contra la dignidad 
humana y tenga por objeto anular o menoscabar los derechos y liber-
tades de las personas. (CPEUM, artículo 1.º, párrafo 5.º)
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Tampoco lo es que la Constitución Política de Colombia establezca 
(aunque lo haga en un párrafo entremezclado con otro valor jurídico), 
que: “El Estado reconoce, sin discriminación alguna, la primacía de 
los derechos inalienables de la persona y ampara a la familia como 
institución básica de la sociedad” (CPC, 1971, art. 5.º).

Una teoría política de la igualdad de trato toma como emplazamiento 
normativo el lenguaje de los derechos humanos, y entiende a partir de 
este que las prácticas y los procesos discriminatorios deben ser leídos 
como violaciones de un derecho humano o fundamental. Esta orien-
tación pretende ofrecer un mirador analítico para considerar que los 
hechos discriminatorios no constituyen únicamente actos antijurídicos, 
sino también, y sobre todo, formas de desigualdad humana que son 
incompatibles con el ideal político y democrático de una sociedad de 
personas iguales y dotadas por igual de derechos.

Es en este contexto que la dimensión territorial de la discriminación 
muestra su destacada relevancia, pues permite exhibir la forma en que 
las distribuciones humanas en el territorio son de manera inmediata 
mecanismos de distribución de derechos y protecciones, por lo que la 
heterogeneidad, asimetría y desigualdad en el acceso a los derechos 
están directamente relacionadas con los desequilibrios territoriales. 
La conformación de las ciudades es un claro ejemplo de esto: con 
frecuencia, en vez de ser espacios posibilitadores del ejercicio de dere-
chos, se convierten en estructuras que hacen nugatorios los derechos 
constitucionales establecidos.

El logro de equilibrios en el desarrollo urbano, la buena administra-
ción del territorio, la accesibilidad física y funcional de edificaciones 
y espacios públicos, la aplicación de políticas medioambientales, las 
normativas de construcción de vivienda, las políticas de vialidad y movi-
lidad urbanas, la infraestructura urbana, los servicios de agua, drenaje, 
pavimentación y alumbrado público, etc., se convierten en garantías de 
derechos constitucionales y, en este sentido, en formas prácticas de no 
discriminación que cumplen las promesas constitucionales de igualdad 
de trato. Por el contrario, la no consecución de estas metas prácticas, 
que son asuntos institucionales y de políticas públicas, conduce a la 
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reproducción estructural de las condiciones de estigmatización de los 
grupos discriminados y a la perpetuación de la desventaja social que 
agrega pobreza, desigualdad económica y discriminación.

Aunque es sencillo incurrir en un lenguaje hiperbólico que produce 
enunciados como el de que “las ciudades discriminan”, no debe olvi-
darse que estas unidades urbanas son artefactos socialmente construi-
dos, y que su diseño y estructura, por muy anárquicos y espontáneos 
que parezcan, son el resultado de relaciones sociales de dominio y 
subordinación. Estas se expresan en la materialidad territorial y arqui-
tectónica que las personas pueden vivir como un hecho dado y hasta 
inevitable, sin que dejen de ser manifestaciones de relaciones humanas 
revisables y reversibles.

Desigualdad de trato y desventaja compleja

La discriminación posee una constitución simbólica, intangible y cul-
tural. Se trata de un sistema de relaciones e interacción entre grupos 
que da lugar a una forma determinada de desigualdad. Este tipo de 
desigualdad, que genera efectos concretos sobre los derechos y la ca-
lidad de vida de las personas, no tiene como condicionante directo la 
distribución económica, los niveles de ingreso o las porciones distribu-
tivas respecto de la renta nacional. No se trata, empero, de un sistema 
aislado de relaciones, pues en la experiencia práctica, la desigualdad 
de trato se hilvana con los componentes socioeconómicos y genera una 
desventaja social compleja, es decir, una mezcla de carencia socioeco-
nómica y discriminación.

Para el enfoque teórico no resulta relevante que ambas formas de 
privación puedan ser vividas como un único proceso indiferenciado, 
pero su distinción analítica es una necesidad heurística. En efecto, la 
distinción entre discriminación y privación económica es requerida 
no solo por el valor cognoscitivo que posee, sino también porque la 
explicación agregada de la desventaja social le permite al Estado demo-
crático la construcción de legislación y políticas públicas diferenciadas 
y a la vez complementarias para reducir, sin unilateralidad, ambos 
tipos de desigualdad.
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Esta diferencia entre experiencia vivida del sujeto y distinción analítica 
de la desventaja social permitirá explicar que, aunque los individuos 
pudieran experimentar su despliegue territorial en la vida urbana y 
la calidad de vida que su posición relativa en esta les genera como 
resultados directos de una forma u otra de carencia (económica o 
discriminatoria), toca al análisis político y a las acciones públicas man-
tener la separación entre estas con el propósito de arribar a políticas 
de desarrollo urbano agregadas y consistentes, capaces de enfrentar 
a la vez la desventaja económica (por ejemplo, mediante políticas re-
distributivas) y la discriminación (verbigracia, mediante estrategias de 
cohesión social, de educación y de medidas compensatorias territorial-
mente orientadas). En los espacios urbanos, la atención a los grupos 
poblaciones desaventajados implica no solo un proceso de dotación 
de recursos económicos o el desarrollo de capacidades productivas 
de los individuos o de las unidades familiares, sino también la aten-
ción a sus condiciones espaciales de existencia (calles, sanidad pública, 
rehabilitación de edificios y viviendas, señalizaciones, accesibilidad 
universal, etc.).

Aunque la discriminación consiste en una desigualdad de raíces cul-
turales que se expresa en el trato asimétrico que se dispensan unos a 
otros los grupos sociales, tiene el efecto de agravar la privación que de 
suyo producen la desigualdad económica y la pobreza. Por ello, debe 
entenderse que las relaciones discriminatorias tampoco consisten en 
un fenómeno secundario o derivado —un epifenómeno— de las rela-
ciones económicas, sino en procesos de eficacia material que dan lugar 
a la construcción de la subjetividad y de la interacción social. Por ello, 
la discriminación produce de forma propia y diferenciada resultados 
tangibles como la limitación del acceso a derechos y oportunidades. 

Como sucede con otras estructuras culturales complejas (las ideologías, 
la mitología, las religiones, las narrativas históricas, etc.), la discrimi-
nación es una fuerza material porque conforma conductas colectivas, 
actos individuales, marcos simbólicos de interacción, normas éticas, 
normas legales, arreglos institucionales y criterios de política pública, 
entre otros.
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En este proceso material de producción simbólica, los prejuicios discri-
minatorios son una fuerza eficaz para determinar los trazados urbanos, 
diseñar vialidades, habilitar el equipamiento urbano y visibilizar o 
invisibilizar en los espacios públicos (en el sentido más literal de estos, 
es decir, como entidades topológicas que son pobladas por las personas) 
a los grupos discriminados8.

Entre los efectos tangibles de la discriminación se cuenta el diferencial 
de ingreso, empleo y oportunidades económicas entre los grupos que 
son discriminados y los que no lo son, así como la distribución regional 
y urbana de los mismos. Sin perder de vista que el rasgo distintivo del 
fenómeno en cuestión es que se vincula siempre a comportamientos 
que son la base de la actitud discriminatoria, pueden identificarse evi-
dencias de daños subjetivos como resultado de las acciones guiadas por 
estos comportamientos. En el terreno específico de las relaciones en el 
espacio urbano, la discriminación implica una severa desventaja para 
los grupos estigmatizados. Como las relaciones en el espacio urbano 
se actualizan mediante la acción de sujetos que, además de su interés 
pecuniario o material, son portadores de representaciones sociales 
—y, con ellas, de prejuicios—, es lógico que la desigualdad de trato 
refuerce y potencie la formación de guetos, la segregación residencial, 
la inaccesibilidad física, la peligrosidad urbana, la segmentación del 
territorio urbano y la asimetría de calidad y disponibilidad de servicios 
según la zona urbana de adscripción de las poblaciones9.

8	 Un ejemplo claro de esta eficacia material del prejuicio puede hallarse en el traza-
do urbano del barrio de Santa Fe de Ciudad de México. Se trata de una zona ur-
bana diseñada a partir de una concepción elitista y excluyente (no desde el azar o 
la anarquía, aunque así lo parezca) que, por ejemplo, no solo olvidó a los peatones 
(carece de banquetas o bordillos para el tránsito peatonal), sino a las personas con 
discapacidad motriz que deberían moverse en esa zona, pues es totalmente inaccesi-
ble en su trazo urbano. Como reflejo, el ambiente simbólico de los espacios habita-
cionales y comerciales excluye o subordina a las personas con fenotipos indígenas y 
a quienes en su apariencia corporal y en el vestuario representan una cultura de la 
pobreza. Véanse, al respecto, Parnreiter (2005), Valenzuela (2007), García Canclini 
(1998) y Giménez (2000).

9	 En su potente obra, Mirreynato: la otra desigualdad, Ricardo Raphael desglosa narrati-
vamente ese compuesto ideológico de racismo y clasismo al que denomina, precisa-
mente, “mirreynato”. Conforme a este esquema simbólico, los “mirreyes” habitan 
en el poniente de Ciudad de México, consumen en centros comerciales de Estados 
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La marginación económica deja de ser, de este modo, la explicación 
decisiva para la segmentación y asimetría de la vida urbana, y se con-
vierte en un elemento analítico más de esa explicación. Los motores 
simbólicos de la discriminación juegan la función material de moldear 
esta segmentación, construir su discursividad, alentar sus olvidos y 
omisiones e incluso de construir las narrativas que racionalizan las 
prácticas discriminatorias en el espacio urbano.

El argumento de que la discriminación y la desventaja económica, siendo 
diferentes, están entrelazadas, ya es de vieja data. Desde 1969, Lester 
C. Thurow había insistido en el vínculo estrecho entre pobreza y discri-
minación. Thurow sostenía que la pobreza y la discriminación deben 
ser entendidas como hermanas gemelas, atadas una a la otra, ambas 
con un sentido y un efecto económicos, con poderosas correlaciones en 
la construcción de la desventaja social y merecedoras de políticas dife-
renciadas: “La discriminación y la pobreza están tan interrelacionadas 
como lo están dos gemelos siameses: necesitan dos políticas, una para 
combatir las causas de la pobreza y otra para reducir la discriminación” 
(Thurow, 1969, p. 1). No resulta gratuito que los trabajos analíticos rea-
lizados en Estados Unidos sobre discriminación residencial expliquen en 
gran medida la segregación urbana como resultado de factores raciales 
o étnicos, es decir, sobre la base de prejuicios y procesos de estigmatiza-
ción, compatibles a la vez con la pobreza y la discriminación (Zubrinsky, 
2003; Massey y Denton, 1993; Yinger, 1998).

En todo caso, los estudios de la discriminación pueden conducir incluso a 
invertir la pretendida relación expresiva o de dependencia de la discrimi-
nación respecto de la desventaja económica. Es decir, pueden constituirse 
en razones explicativas de la desventaja económica para la localización 
espacial y desventajas en la vida urbana de ciertos grupos humanos.

En la vida urbana, ambos tipos de desigualdad son casi del todo coexten-
sos. No obstante, para la teoría y el análisis antidiscriminatorio es crucial 
distinguirlas, pues es la única forma intelectualmente persuasiva no solo 

Unidos y solo se mezclan para efectos de recibir servicios y otras ventajas con los 
grupos racial y económicamente subalternos. Su espacio representativo puede ser, en 
efecto, el de Santa Fe o Las Lomas de Chapultepec (Raphael, 2014). 
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de dar cuenta de la complejidad de la desventaja social, sino también 
de incluir en el análisis a las poblaciones discriminadas cuya desventaja 
central no es socioeconómica (diversidad sexual, mujeres educadas que 
sufren violencia urbana, minorías religiosas, etc.). Las formas de vida de 
estos grupos están intrínsecamente vinculadas, en tanto que grupos, con 
la territorialidad urbana, lo que aconseja no disolver analíticamente su 
desventaja bajo consideraciones economicistas. Precisamente, una de las 
diferencias conceptuales entre la desigualdad de trato y la socioeconómica 
consiste en que la primera, al operar conforme a los prejuicios y procesos 
de estigmatización, no se expresa solo en el terreno de la distribución de 
la riqueza o de las oportunidades relativas al bienestar material y, por lo 
tanto, a la conformación urbana de “zonas pobres” o marginales, sino 
que abarca otros espacios y atmósferas de interacción social y simbólica, 
como las relativas a la peligrosidad urbana que sufren las mujeres (como 
violencia de género o exposición a los discursos de odio), la desatención 
al derecho al libre tránsito de las personas con discapacidad de todas las 
clases sociales o los riesgos que fuera de determinados circuitos urbanos 
padecen los integrantes de grupos de la diversidad sexual10.

La discriminación en los espacios urbanos puede ser entendida como 
un resultado de los procesos sociales de autoidentificación de los gru-
pos, de su afirmación identitaria y de la consecuente exclusión de los 
grupos subalternos en el plano territorial. No se trata de una autoiden-
tificación en condiciones de simetría con otros grupos sino, precisa-
mente, de un contraste asimétrico entre ellos, que afirma una relación 
de dominio entre quienes concurren a la relación discriminatoria. Así 
que, tras la segmentación urbana y la formación de guetos, se hallan 
relaciones de dominio reproducidas intergeneracionalmente por el 
prejuicio discriminatorio contra colectivos humanos completos.

El origen social de la discriminación puede hallarse en el terreno de 
las representaciones simbólicas del orden social —es decir, en las cons-
trucciones imaginarias humanas—, que son resultado de los procesos  

10	 Únicamente a guisa de ilustración de esta necesaria perspectiva no reducida a lo 
económico, pueden verse, para el caso de la violencia urbana contra las mujeres, Falú 
(2009), y para el del discurso de odio en los espacios públicos, Nielsen (2004).
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colectivos de representación simbólica y del ejercicio del, para usar 
las palabras de Claude Lévi Strauss, intelecto clasificatorio huma-
no. Como dice Thompson, “el estudio de las formas simbólicas se 
ha conducido generalmente bajo la rúbrica del concepto de cultura” 
(Thompson, 2002, p. 183), por lo que cuando se adscriben los procesos 
discriminatorios que impactan al orden urbano y sus desigualdades al 
marco simbólico o al universo cultural, no les escatimamos ni eficacia 
material ni condición estructural. Todo lo contrario, se reivindica la 
eficacia de este mundo simbólico para explicar las experiencias tan-
gibles de la ordenación y desigualdad urbanas.

Las fuentes culturales de la discriminación pueden ser identificadas me-
diante los conceptos de estigma y prejuicio. Solo es posible entender el 
fenómeno de la discriminación en su variada fenomenología si se estu-
dian los estigmas y los prejuicios sociales negativos que circulan acerca 
de ellos en el marco de relaciones sociales de dominio y subordinación 
entre grupos. Esto significa, a la vez, entender la discriminación como 
un proceso histórico, pues la construcción del prejuicio y el estigma es 
intergeneracional y se expresa como una práctica cultural alimentada 
por la tradición. El estigma no es un objeto, cosa o rasgo material, 
aunque se construya en relación con estos, sino un atributo definido 
por una red de sentido social que jerarquiza y distingue entre personas 
y entre grupos, y les asigna espacios (incluso físicos) en el orden social. 

El estigma, como ejercicio del intelecto clasificador, es una sintaxis 
cultural de ordenación asimétrica de dominio y exclusión. Asigna po-
siciones de superioridad e inferioridad humana conforme a marcado-
res culturales que pueden tener o no una evidencia tangible o visible 
(Goffman, 1963, pp. 3-4). El estigma, en la medida en que incorpora 
al grupo que lo sufre a una relación de subordinación y dominio, 
produce el efecto cultural de que sus características aparezcan como 
elementos reprochables o incitadores de temor y persecución, aunque 
nada en la materialidad de estas los contenga.

El atributo que define y separa a los grupos discriminados del resto 
de la sociedad es el que se considera desventajoso por haber sido es-
tigmatizado, a saber: los fenotipos, el sexo o género, la orientación o 
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preferencia sexual, la creencia religiosa, el origen nacional o étnico, la 
discapacidad, etc. En la posesión de estos rasgos o atributos reside “la 
falla”, “la deficiencia”, “la desventaja” o “la mancha” de quienes los 
integran. Los atributos estigmatizados generan una distancia simbólica 
que, bajo condiciones institucionales propicias, se convierte en distan-
cia territorial real: en segregación física, en gueto y en segmentación 
urbana y residencial contra quienes los poseen.

Se encuentra muy extendida —y en buena medida incluso intelectual-
mente acreditada— la idea de que la discriminación es un resultado 
natural y espontáneo de la interacción de los grupos humanos, por lo 
que cualquier intento de reducirla mediante la acción política resulta 
siempre impotente y estéril. Un ejemplo de la justificación de la dis-
criminación de “los extraños” sobre la base de la exigencia de autoi-
dentificación grupal y, por ende, de la justificación de su separación 
física, puede hallarse en las ideas de Hannah Arendt.

En efecto, la filósofa neorrepublicana sostuvo que la supresión de las 
leyes que respaldaban la discriminación hacia los negros en Estados 
Unidos no anularía el fenómeno estrictamente social de la discrimi-
nación porque, en su opinión, la discriminación es un fenómeno per-
manente en la esfera de lo social. Según Arendt, en esta esfera las 
personas se integran como miembros de una comunidad más o menos 
homogénea de creencias y prácticas comunes, que en buena medida se 
basan en el hecho de definirse como iguales frente a grupos diferentes, 
lo que haría lógico, e incluso conducente, que cada grupo sostuviera el 
interés legítimo de ocupar espacios, como el educativo, sin invasiones 
de extraños.

Para ella, de manera complementaria, la igualdad entendida como no 
discriminación sería, en este sentido, un fenómeno estrictamente polí-
tico que permite que en el espacio público se pueda hacer abstracción 
de las diferencias particulares —el color de la piel, por ejemplo— que 
no son relevantes para la definición de las personas como seres políticos 
que pueden dialogar y establecer acuerdos acerca de la mejor forma 
de organizar la convivencia. “Porque no es solo que la igualdad nazca 
en la colectividad política; es que su validez también se circunscribe al 
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terreno político” (Arendt, 2002, p. 99). Esta perspectiva la llevaría a 
sostener una de sus opiniones más criticadas: la de que era inadecuado 
el intento de eliminar mediante la fuerza pública la segregación racial 
en las escuelas del sur de Estados Unidos.

Al naturalizar la discriminación social, no obstante que rechaza la 
discriminación en el ámbito de la vida pública, Arendt sostiene, sin una 
justificación adecuada, una idea fuerte acerca de la condición humana, 
según la cual es inevitable, natural e incluso conducente que los grupos 
se discriminen entre sí, y por ello exijan espacios propios y separados. 
El argumento de la ilustre pensadora deja fuera de su consideración que 
las relaciones de dominio características de tal discriminación generan 
injusticias que deben ser reparadas por la acción política, y no dejadas 
a su libre y espontánea permanencia, precisamente porque se trata de 
inaceptables relaciones de dominio. Aunque la segregación escolar era 
la extensión de la residencial y del racismo en una de sus más agudas 
expresiones, Arendt prefirió declarar la impotencia de la acción pública 
para luchar contra tales segregaciones y justificar, con su defensa de la 
discriminación social a la que no veía como inapropiada, a las socieda-
des fragmentadas institucional y territorialmente por la discriminación.

Discriminación: cultura, historia, estructura y dominio

La referida noción de desventaja social cumple una función heurística 
en la construcción de la distinción analítica entre pobreza y discrimi-
nación porque, sin negar el papel articulador de la privación econó-
mica, permite considerar situaciones de debilidad y vulnerabilidad 
en otros campos del acceso a los derechos o bienes sociales; todo esto 
sin abandonar un reclamo fuerte de justicia conforme al lenguaje de 
los derechos. En efecto, lo más destacable de la noción de desventaja de 
la que partimos reside en que, aunque es un enunciado que tiene la 
capacidad de identificar al segmento social peor situado en la distribu-
ción de bienes básicos, también es una categoría política que registra 
la asimetría sufrida, con base en la estigmatización, por los sujetos 
a los que les son negados bienes primarios como las libertades, las 
oportunidades y el bienestar. En este contexto, entender la pobreza y 
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la discriminación como formas de la desventaja social, es decir, como 
plasmación de privaciones que pueden ser identificadas como injus-
ticias, hace posible complejizar el análisis de la diferenciación social 
urbana, que no responde a la lógica unilateral del ingreso.

La discriminación es un plexo de relaciones sociales en el que se pueden 
identificar tres rasgos centrales; primero, la discriminación se expresa 
y despliega como una serie de experiencias de carencia y dominio cuyo 
fundamento es simbólico y cultural. A diferencia de la pobreza —que 
aun cuando, como en los casos de los enfoques multidimensional o de 
derechos humanos, no se entienda como equivalente solo a un déficit 
o privación en el ingreso o porción distributiva de la renta, depende 
de manera decisiva de este indicador cuantitativo—, los procesos y 
prácticas discriminatorios se fraguan en la interacción simbólica de 
los sujetos, y se expresan mediante conductas de exclusión, rechazo, 
desprecio, negación u odio contra colectivos humanos completos.

Segundo, las prácticas discriminatorias derivan de una injusticia en el 
reconocimiento de la dignidad de las personas que se hallan integra-
das en grupos culturalmente estigmatizados. Por dignidad humana, 
no obstante, debe entenderse no un postulado antropológico o ético 
difuso (incluso de resonancias teológicas) ni categorías como la identi-
dad o la adscripción grupal, sino una postulación clara de la cualidad 
inviolable de toda persona identificada por el lenguaje contemporáneo 
de los derechos humanos.

En efecto, el valor de la dignidad humana está sostenido hoy en día por 
el derecho internacional de los derechos humanos y por los diversos, 
aunque coincidentes, lenguajes constitucionales. En el primer párrafo 
de la Declaración Universal de los Derechos Humanos (ONU, 1948, preámbulo), 
se hace la asociación explícita entre dignidad y derechos, lo que hace 
comprensibles enunciados como el de la cláusula antidiscriminatoria 
de la Constitución mexicana, que asocia la discriminación con un 
daño a la dignidad de las personas. Esto perfila un rasgo definitorio 
de la discriminación: la privación de derechos que es su consecuencia 
sistemática. Ello explica también que hoy en día la exigencia jurídica y 
política de no discriminación (la contrafigura normativa de la injusticia  
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discriminatoria) se exprese regularmente en el lenguaje de los dere-
chos humanos y cada vez menos en el de la filantropía, la caridad o la 
asistencia social (Rodríguez Zepeda, 2014, pp. 33-37).

Tercero: la discriminación expresa una forma de desventaja propia o 
específica (construye posiciones sociales desaventajadas) en el acceso 
a los derechos (una privación incluso absoluta de derechos) y, a la vez, 
crea una relación binaria entre grupos en un esquema inequitativo. 
Dicho de otro modo, la discriminación es a la vez privación de derechos 
y desigualdad injustificada. La discriminación, en tanto que forma 
específica de privación, tiene efectos concretos sobre los derechos y la 
calidad de vida de las personas que la padecen; efectos de privación 
que exigen un análisis detallado.

En tanto que forma de desigualdad —“desigualdad de trato” la hemos 
denominado—, consiste en una relación de dominio que proporciona 
privilegios y ventajas injustificados a los grupos discriminadores, y 
refuerza y escala la desventaja de los grupos discriminados. Esta con-
dición dual tiene consecuencias directas para el diseño de las políticas 
públicas de la ciudad moderna: impone la obligación democrática de 
no solo desplegar mecanismos de reparación y desarrollo de capa-
cidades para reducir la vulnerabilidad y desventaja que surge de la 
segmentación del espacio urbano padecido por colectivos humanos 
completos, sino también enderezar o vehicular cambios jurídicos y 
políticos que disminuyan los privilegios de los grupos discriminadores 
y refuercen la capacidad de agencia (agencia política, en especial) de 
los integrantes de los grupos discriminados. La única manera, en este 
sentido, de evitar que las políticas de desarrollo urbano no se definan 
por enfoques asistencialistas es que partan de la agencia, deliberación 
y decisión de los actores ciudadanos que son afectados por ellas.

A partir del primer rasgo destacado, es decir, que la carencia y el do-
minio discriminatorios poseen un componente constitutivo de carácter 
simbólico y cultural, pueden establecerse dos distinciones pertinentes 
para delinear la compleja relación de la discriminación con la conse-
cuente definición de políticas públicas que afectan el espacio urbano. 
La primera distinción establece que, dadas sus fuentes culturales y 
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simbólicas, la discriminación es irreductible a la medición de las por-
ciones distributivas de la renta o los niveles de ingreso de los grupos y 
las personas, no obstante que en buena parte de sus manifestaciones 
es concomitante a situaciones de desventaja propiamente económica.

Cabe destacar que la relación entre ambas formas de privación no es 
equivalente a la que el marxismo y buena parte de la economía del 
bienestar estableció entre los procesos materiales de la economía y los 
procesos intangibles y subjetivos como la ideología o la percepción 
subjetiva sobre el bienestar. Como se expresó, la discriminación po-
see una eficacia material específica, genera consecuencias prácticas 
y tangibles —y, por hipótesis, mensurables— en la calidad y en las 
expectativas de vida de las personas, y da contenido a instituciones 
sociales formales e informales.

La segunda diferencia específica establece que, conforme a su con-
dición de resultado material de prácticas culturales y discursivas, la 
discriminación supone siempre la presencia de las figuras socio-sim-
bólicas del estigma y el prejuicio. Como se mencionó, el estigma no es 
un rasgo empírico —aunque desde la mirada del sujeto estigmatizador 
su “identificación” sea un mero reflejo de “lo que existe”—, sino una 
red simbólica de jerarquía entre personas y entre grupos. El estigma 
y el prejuicio, en tanto que motores culturales de la discriminación, 
son tanto motivos simbólico-discursivos que explican la privación de 
derechos y oportunidades que es característica del circuito discrimi-
natorio, como también matrices culturales para la interacción política 
asimétrica entre los grupos y, en este sentido, fuentes de desigualdad.

Este último argumento resulta crucial para determinar los elementos 
que han de afectar el diseño de la política urbana mediante el criterio 
de que las políticas públicas contengan medidas de igualdad de trato 
y sean coherentes con un problema estructural de desventaja social 
compleja. En efecto, trasladada al problema del diseño de políticas 
públicas, la identificación de las fuentes culturales de la discriminación 
se convierte en una exigencia teórica y política de incluir en el “núcleo 
duro” de tales políticas los compromisos antidiscriminatorios de un 
Estado constitucional. Por ejemplo, en el derecho a la vivienda de la 
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Constitución mexicana deberían introducirse condiciones de accesibi-
lidad física en los hogares o el equipamiento de los entornos urbanos 
de los domicilios para reducir el riesgo urbano para mujeres y otras 
poblaciones en riesgo. Estos serían marcadores antidiscriminatorios 
equivalentes a los calificativos de “digna y decorosa” que da el texto 
constitucional a la vivienda como derecho humano.

La postulación de la condición fundamentalmente cultural de este tipo 
de desventaja puede ser sostenida siempre y cuando se entienda que 
el contenido cultural de un proceso social no es una entelequia o un 
atributo impreciso y difuso, sino que se refiere a una experiencia so-
cio-simbólica, colectiva, estructural y, por su permanencia en el tiempo, 
histórica. Una estructura cultural no es equivalente a las representa-
ciones conscientes, intencionales o emocionales de los agentes sociales, 
aunque tiende a incluirlas; se trata más bien de un sistema, o al menos 
un conjunto, de valores, representaciones, enunciados y otras piezas de 
discurso que se organizan con una suerte de autonomía propia.

Desde luego, muchas veces los contenidos culturales de la discrimi-
nación son conscientes, abiertos y susceptibles de argumentación por 
parte de los sujetos, pero otras veces son inconscientes, difusos e in-
cluso desfigurados por los procesos de racionalización que se llegan a 
construir a su propósito. Buena parte de los tomadores de decisiones 
respecto de los esquemas urbanos, por ejemplo, ejercen sistemáticas 
prácticas de discriminación indirecta o estructural hacia grupos subal- 
ternos sin siquiera percatarse de ello.

En este contexto, cuando se afirma que la discriminación es una des-
igualdad de trato, debe precisarse que el trato referido no debe entenderse 
como actos o conductas discretas y autónomas, sino como un sistema 
de relaciones intersubjetivas, culturalmente moldeadas y que atañen a 
ámbitos constitutivos del orden social. Como el trato es una práctica que 
se expresa en las acciones de los sujetos, la identificación de su dimensión 
cultural equivale a elevarlo a la figura de una determinación colectiva.

Al trato discriminatorio le caracterizan tres rasgos definitorios: (i) es 
un fenómeno social; (ii) es un fenómeno histórico, y (iii) posee una 
condición estructural. En efecto, en primera instancia, el trato posee 
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una dimensión social porque expresa relaciones entre grupos y no entre 
individuos. No obstante que las relaciones de trato son actualizadas por 
individuos e incluso vividas por ellos como dimensión propia y hasta 
exclusiva de su subjetividad, lo que constituye un proceso o práctica 
discriminatoria es la plasmación de contenidos culturales que se han 
moldeado en la experiencia social.

En segundo lugar, el trato es histórico porque se reproduce de forma 
intergeneracional, prolongándose mediante la tradición y la costumbre. 
El trato discriminatorio, y aun muchas de sus rutinas de ejecución, son 
parte de un dispositivo que los sujetos encuentran a su disposición como 
una herencia cultural producto de la tradición y la costumbre. Ello 
explica, por ejemplo, que buena parte de los procesos discriminatorios 
se “normalicen” —es decir, que aparezcan a los ojos de los sujetos, 
incluidos los discriminados, como formas lógicas y hasta convenientes 
de comportamiento social— porque adquieren la consistencia histórica 
que les da la repetición intergeneracional.

En tercer lugar, la discriminación tiene un alcance estructural en virtud 
de que despliega un horizonte simbólico que condiciona o predefine las 
conductas particulares y los actos discretos o individuales. Como hemos 
argumentado en otra parte, la discriminación es un sistema que pone 
en conexión, conforme a reglas precisas de transformación, grupos, 
acciones o subsistemas aparentemente independientes, pero que al caer 
todos bajo la denominación de violaciones a derechos fundamentales, 
aparecen como elementos de una misma serie. “En este sentido, la 
discriminación es una sintaxis de variaciones que permite explicar las 
homologías profundas entre grupos discriminados que al sentido común 
le pueden parecer desconectados” (Rodríguez Zepeda, 2006, p. 128).

Pocas relaciones pueden cumplir un papel más estructural que aquellas 
que determinan el dominio y la asimetría distributiva en los ámbitos 
del género, las etnias, las capacidades, la sexualidad, la religiosidad 
o la edad; todas ellas situadas en un espacio territorial. De ahí que el 
adjetivo “estructural” convenga no solo a la descripción del proceso 
discriminatorio, sino también al modelo de acción pública que se debe 
construir para eliminarlo.
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En efecto, la identificación de estos tres rasgos habilita al análisis an-
tidiscriminatorio no solamente para explicar la extensión social y per-
manencia histórica de los procesos discriminatorios, sino también para 
delinear una orientación política y un derecho antidiscriminatorios de 
dimensión estructural, con efectos en las relaciones sociales, y capaces 
de detener y revertir la reproducción histórica e intergeneracional de 
la discriminación.

El tejido de relaciones de discriminación debe ser visto como una insti-
tución o, incluso, como un conjunto de instituciones sociales. Si, como 
sostiene John Rawls, la estructura básica de la sociedad es el arreglo de 
las principales instituciones sociales (Rawls, 1973, p. 54), las relaciones 
discriminatorias son un componente decisivo de esa estructura. La 
construcción de la discriminación en un tiempo histórico, su sintaxis 
estructural y su determinación por fuentes culturales colectivas son los 
elementos que sustancian la institucionalización de la discriminación.

Como afirman Berger y Luckmann: “La institucionalización ocurre 
cuando existe una tipificación recíproca de acciones convertidas en 
habituales por clases de actores. Dicho de otra manera, toda tipifica-
ción de ese tipo es una institución” (Berger y Luckmann, 1967, p. 54). 
Las instituciones remiten a prácticas intersubjetivas asentadas y sujetas 
a codificación formal e informal (tipificación), que no son reductibles 
a conductas de individuos separados o discretos, pero que explican a 
estas, y que se nos presentan como la consecuencia de la acción con-
sistente en el tiempo de grupos o colectivos (clases de actores).

Las relaciones discriminatorias suponen, en vez de agentes individuales, 
“clases de actores”, grupos o tipos de personas definidos culturalmente 
por elementos lingüísticos y simbólicos que existen antes de que las 
personas se relacionen, y que tienden a permanecer aun cuando los 
propios individuos ya no están en interacción o han desaparecido. Otra 
vez retomamos a Berger y Luckmann: “Es teóricamente importante en-
fatizar que el proceso de institucionalización de la tipificación recíproca 
ocurriría incluso si dos individuos empezaran a interactuar de novo” 
(Berger y Luckmann, 1967, p. 55). Debido a su carácter institucional, las 
relaciones discriminatorias preexisten a los sujetos que las actualizan, 
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aunque estos las puedan vivir como una relación inédita y novedosa (de 
novo). De lo anterior se deriva que las prácticas discriminatorias también 
subsisten a la desaparición de los sujetos que las actualizan.

El argumento estructural niega un peso decisivo al carácter subjetivo, 
la voluntad, la consciencia o la espontaneidad en la explicación de la 
discriminación y, al hacerlo, obliga a que su contraparte normativa 
plantee la exigencia de un derecho y una política estructural de no 
discriminación —un derecho constitucional y una política de Estado, 
para decirlo con el lenguaje de la política democrática—. Aunque la 
discriminación consiste en relaciones construidas en la historia, y por 
ende sujetas a la mutabilidad, no es un conjunto de prácticas acciden-
tales, azarosas o desestructuradas.

Las prácticas discriminatorias son, desde luego, modificables y rever-
sibles, pero a la vez constituyen una institución relativamente estable, 
con tendencia a la permanencia y capaz de dotarse de una narrativa 
autojustificatoria que con frecuencia la hace aparecer como normal, 
natural e impenetrable. Ello explica que la discriminación se exprese lo 
mismo a través de instituciones informales como los valores culturales, 
familiares o religiosos, que por medio de la existencia material de cri-
terios arquitectónicos, de ideas de desarrollo urbano, de concepciones 
no revisadas acerca de las necesidades de vivienda y transporte de las 
personas o de la invisibilización de necesidades urbanas específicas de 
los grupos subalternos.

La propuesta de igualdad de trato debe poseer un carácter igualmente 
estructural. En efecto, en simetría con la dimensión institucional de 
la desigualdad de trato, la política y las acciones institucionales del 
Estado democrático que enfrentan los procesos discriminatorios deben 
adoptar, de manera imprescindible, una forma institucional. Brian 
Barry sostuvo que la función rectificadora de las instituciones se hace 
necesaria cuando se constata que las prácticas discriminatorias siguen 
una pauta social y no son casos aleatorios de abuso o rechazo (Barry, 
2005). Este argumento es relevante, porque muestra que no basta con 
identificar que la discriminación ocurre como resultado de su presencia 
institucional en el orden social, y que su manifestación como práctica 
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concreta se deriva, precisamente, del carácter estructural de esta pre-
sencia, sino que las posibilidades de superar esta forma de desigualdad 
residen en la construcción política de estrategias de condición también 
institucional y estructural. Esto implica que la discriminación estruc-
tural que se despliega territorialmente en las ciudades exige, para ser 
reducida, una política urbana estructuralmente antidiscriminatoria.

De manera errónea, se considera con frecuencia que, por pertenecer 
al terreno de la cultura y las representaciones simbólicas, la discrimi-
nación no equivale a un genuino problema de justicia básica en las 
sociedades democráticas. La falacia se extiende al entendimiento de 
la discriminación como un problema que se podría resolver o atenuar 
conforme se desdibujasen otras formas de desigualdad más relevantes y 
materialmente más efectivas. Ese es el marco de la falacia de que si una 
sociedad accede a un nivel más alto de calidad de vida, según las medi-
ciones de distribución del ingreso, la discriminación debería decrecer.

Sin embargo, las evidencias empíricas muestran que la discriminación 
puede llegar a expresiones abiertas y sistemáticas en sociedades opu-
lentas y con altos estándares de calidad de vida —un ejemplo obvio de 
esto es la segregación residencial de negros, hispanos, asiáticos y nativos 
americanos en las principales ciudades de Estados Unidos— (Wilkes y 
Iceland, 2004). No existe ninguna garantía, salvo las que provienen de 
una deliberada política de Estado de corte antidiscriminatorio, de que 
el desarrollo económico de una sociedad desencadene mecánicamente 
procesos de integración residencial y de cohesión urbana.

Podemos concluir nuestro argumento con la identificación de algu-
nas zonas problemáticas de la vida urbana respecto de las cuales la 
perspectiva antidiscriminatoria resulta especialmente plausible. Este 
último desarrollo no tiene un propósito de exhaustividad, sino ape-
nas de ejemplificación de la necesidad de acudir a las categorías de 
la igualdad de trato para enfrentar los problemas del espacio urbano 
asociados con la discriminación estructural.

Un primer terreno de análisis, que por lo demás ha sido bastante traba-
jado, es el de la denominada “segregación residencial”. Se trata de una 
vertiente de trabajo casi exclusivamente norteamericana, pero que, en 



59

El despliegue espacial de la discriminación: las ciudades como espacio de la desigualdad de trato

primera instancia, ha puesto el énfasis en la relación entre distribución 
territorial de los grupos poblacionales en las ciudades y la presencia 
social de procesos discriminatorios de corte racista dirigido contra 
poblaciones como los afroamericanos o los latinos (Massey y Denton, 
1993; Wilkes y Iceland, 2006; Zubrinsky, 2003). Adicionalmente, ha 
incursionado en la calidad de derechos, servicios y prestaciones a los 
que las minorías étnicas territorialmente segregadas tienen acceso de 
manera regular, mostrando que derechos como la salud, el agua o la 
seguridad se limitan seriamente como resultado del previo proceso 
de formación de zonas residenciales segregadas por razones étnicas 
(Williams, 1999; Farley, Schuman y Bianchi, 1978).

Esta vertiente de análisis ha mostrado que la mera distribución te-
rritorial es un factor discriminatorio de suyo, por lo que la negación 
de derechos y oportunidades es una consecuencia directa del modelo 
de segmentación urbana que ha tenido como orientador —acaso con 
el mismo peso de los factores económicos— a los prejuicios raciales, 
homofóbicos y a los procesos de estigmatización que se han construido 
sobre la base de estos. En el caso de las ciudades latinoamericanas, 
se constituyen como objeto de estudio no solo las distribuciones tra-
dicionales (y a veces fundacionales) de las zonas urbanas, que están 
marcadas por los rangos y las jerarquías sociales, sino también las 
nuevas distribuciones espaciales determinadas por las inmigraciones 
internas y externas que tienden a reconfigurar los mapas citadinos. 
Estos objetos de estudio serán imprecisos si no los alumbra una pers-
pectiva de no discriminación.

Otro tema de primer orden en la agenda urbana desde el enfoque de 
la igualdad de trato es el de la ausencia de accesibilidad y posibilidades 
de movilidad para las personas con distintos tipos de discapacidad 
(motriz, auditiva, visual, etc.). En los últimos años se ha transitado de 
una concepción de la discapacidad como desafío personal y familiar, 
a una social de la misma que rescata la dimensión excluyente de los 
trazos urbanos, de los arquitectónicos, de los criterios de provisión de 
servicios públicos e incluso de los subyacentes de gasto público en el 
presupuesto nacional (Gleeson, 2001; Merino y Villalta, 2014; Mou-
ratian, 2012).
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Las ciudades latinoamericanas en general, y Ciudad de México en 
particular, han generado experiencias sistemáticas de exclusión terri-
torial de las personas con discapacidad. Se trata de una poderosa y 
sistemática discriminación de un grupo poblacional al que los poderes 
que toman decisiones sobre lo urbano han condenado al encierro y 
a la inmovilidad. No solo se cierran en la ciudad opciones de movili-
dad para las personas con discapacidad, sino que esta discriminación 
conduce a hacer nugatorios otros derechos humanos como el libre 
tránsito, la educación, el acceso a la salud y otros igualmente cruciales 
para la calidad de vida de toda persona. Ciudades hostiles a los dé-
biles, como son las principales mexicanas, no solamente son espacios 
urbanos marcados por la desigualdad socioeconómica, sino también 
por la desigualdad de trato.

Un último ejemplo emblemático es el referido a la inseguridad urbana, 
entendida en función a la adscripción grupal de los sujetos en riesgo. 
Los trazos urbanos y los servicios públicos son factores decisivos en 
la desprotección de grupos específicos en las ciudades. Estas no son 
seguras o inseguras del mismo modo para todas las poblaciones que las 
habitan. Mujeres, adultos mayores, grupos de diversidad sexual, niños 
y niñas constituyen grupos en riesgo de violencia por la desprotección 
que genera la discriminación. El caso extremo de los feminicidios de 
Ciudad Juárez entre los años noventa y principios de este siglo es un 
ejemplo de esto. Los asesinatos sistemáticos de mujeres estuvieron de-
terminados tanto por un clima de impunidad abierta y un fracaso de 
los recursos y protocolos del Estado de derecho en esa región, como 
por una atmósfera urbana particularmente riesgosa para las mujeres 
trabajadoras. En Ciudad Juárez, la falta de alumbrado público, pavi-
mentación y de servicio de transporte público adecuado en las zonas 
populares de la ciudad se convirtió en incentivo para la criminalidad 
contra las mujeres trabajadoras (González Rodríguez, 2002).

La discriminación es, en general, un mecanismo incentivador —un 
caldo de cultivo social— para la violencia y agresión contra colectivos 
estigmatizados. Aunque en sí misma no es violencia abierta, su exten-
sión social y su capacidad de moldear simbólicamente las interacciones 
grupales generan condiciones institucionales y estructurales para la 
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violencia contra grupos humanos completos. Un esquema de ciudades 
seguras ha de ser, obligatoriamente, de ciudades antidiscriminatorias, 
en las que el derecho humano a la igualdad de trato no sea una mera 
declaración protocolaria sino un criterio transversal de la acción ins-
titucional y de las políticas públicas en los espacios urbanos.

Los marcos teórico y político de la no discriminación deben acompañar 
nuestra reflexión actual sobre lo urbano. Sin la presencia transversal de 
estos, nuestros esfuerzos por construir ciudades incluyentes, prósperas 
y capaces de enmarcar los legítimos y diversos proyectos y experiencias 
de vida de la humanidad que contienen, seguirán siendo estériles y 
carentes de espíritu democrático.
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1Óscar Almario García2

Introducción

El evento académico en el que se presentó esta contribución reflexionó 
sobre las tendencias que probablemente afectarán la vida urbana en los 
eventuales escenarios de posconflicto y reconciliación en Colombia, y 
en forma más puntual aún discutió cuestiones como el reordenamiento 
del territorio, la transformación de las ciudades y el gobierno urbano. 
Sin descuidar ese foco reflexivo, esta contribución pretende aportar en 
forma sintética y provisional elementos de análisis sobre una cuestión 
más compleja y comprehensiva: la situación de cambio en las relacio-
nes entre ciudades y Estados en la Modernidad tardía como cuestión 
estratégica (para las sociedades y Gobiernos) y de nuevo conocimiento 
(para las comunidades académicas expertas).

Dada la naturaleza y dinámica de estas tendencias (en plena confi-
guración) y el consiguiente estado de la masa crítica al respecto (en 
progreso), sería impertinente intentar presentar una “teoría” o sistema 

1	 La primera versión de este texto se presentó como ponencia con el mismo título en el 
Seminario Internacional: Ciudades, territorio y posconflicto, organizado por el Ins-
tituto de Estudios Urbanos (IEU), Universidad Nacional de Colombia, Sede Bogotá, 
el 27 de agosto de 2015. 

2	 Profesor titular en la Facultad de Ciencias Humanas y Económicas, Universidad Nacio-
nal de Colombia, Sede Medellín. Miembro del Consejo Directivo e investigador externo 
del IEU, así como miembro correspondiente de la Academia Colombiana de Historia.

Capítulo 3

Las relaciones contemporáneas entre Estados 
y ciudades: cuestión estratégica y de nuevo 

conocimiento1
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analítico sobre esta problemática, pero en cambio se puede proponer 
una agenda tentativa de trabajo con la intención de promover la dis-
cusión tanto entre los expertos como en la opinión pública.

Con el fin de ilustrar estas cuestiones, el presente texto se expone en 
tres partes: en su inicio se retoman dos clásicos del pensamiento social: 
Georg Simmel y Max Weber, para indicar que hace un siglo abordaron 
estos problemas con visión de futuro y dejaron abiertos unos campos de 
trabajo sobre los cuales se sigue trasegando; después se sintetizan algu-
nas de las tendencias globales que condicionan que las ciudades sean los 
principales epicentros de los conflictos contemporáneos y, finalmente, 
a modo de conclusión, se sostiene que de la acción crítica del conoci-
miento, de los Gobiernos y de la ciudadanía dependerá que la proble-
mática de las ciudades pueda ser razonablemente comprensible, pero  
también que los diseños institucionales que garanticen su futuro pro-
pendan por transformaciones imaginativas y en clave humana.

Simmel y Weber: antecedentes centenarios de un “programa  
de investigación” para las ciudades contemporáneas

Las relaciones entre las ciudades y los procesos civilizatorios en distintos 
horizontes culturales han sido constantes e inseparables, desde que hace 
unos 12 000 años se produjo una secuencia de fenómenos muy diversos 
que cambiarían para siempre la historia humana, como la domesticación 
de plantas y animales, el surgimiento de la vida sedentaria, la sobre-
producción, las rutas comerciales, las conexiones de largas distancias 
y la aparición de los mercados, así como la formación de las primeras 
ciudades y el origen de los Estados e Imperios antiguos (Harari, 2015).

Desde entonces y durante el curso del tiempo, las ciudades han sido 
funcionales a la producción económica y la cohesión social, política y 
simbólica en distintos periodos históricos. Hasta tal punto se presenta 
integrada esta relación entre el desarrollo de las ciudades y los procesos 
civilizatorios, que uno de los clásicos del pensamiento social, Georg 
Simmel, la resumió en forma brillante para los tiempos más recientes 
al decir que con la modernidad transitamos de la consecución de ali-
mentos a la consecución de los hombres (Frisby, 2014).
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La ciudad moderna, es decir, de la Europa moderna, se transformó así en 
la forma social más compleja para organizar y controlar, en espacios redu-
cidos pero abigarrados, las diferentes actividades humanas (productivas, 
de movilidad, consumo, vida política e institucional, cultural y estética), 
característica que implicó el desarrollo de una capacidad espacial para 
acompañar la tendencia expansiva y transnacional del sistema capitalista 
y el tener que garantizar la conexión entre su anclaje como “lugar” (la 
ciudad situada) con los espacios distantes de los que dependía o se nutría 
(la ciudad en red). Por lo tanto, entre la forma social que llamamos ciu-
dad, y la época moderna y el sistema capitalista va a existir una relación 
funcional (pero en ningún caso ideal) en tanto y en cuanto la ciudad 
pretende realizar en su vida diaria, institucional, material y simbólica, el 
“programa de la modernidad” (Eisenstadt, 2013, pp. 129-152)3.

Resulta interesante constatar que entre las más importantes referencias 
para considerar por el conocimiento social actual, abocado entre otros 
aspectos al desafío de comprender las relaciones entre ciudades y Esta-
dos en la era de la globalización y su posible evolución en las próximas 
décadas, figuren las reflexiones que hicieran hace más de un siglo dos 
clásicos del pensamiento social moderno. En efecto, los sociólogos alema-
nes Georg Simmel (1854-1918) y Max Weber (1864-1922), cofundadores 
de la sociología alemana y autores de enfoques fundamentales para la 
comprensión de la modernidad, identificaron en sus respectivas obras la 
importancia que había adquirido en su época la gran ciudad o la metrópoli 
europea, en virtud de lo cual procuraron entenderla como una forma 
social peculiar en sí misma, es decir, como un espacio social complejo 
para la experiencia humana, cuya dinámica revelaba uno de los rasgos 
distintivos de la singularidad de Occidente: la vida urbana moderna.

3	 Se suponía, por los analistas de la época (Marx, Durkheim, Weber), que dicho “pro-
grama de la modernidad” occidental, basado en ideales e instituciones orientados 
por la razón, pero que en realidad partían de unos supuestos homogeneizadores y 
hegemónicos, se terminaría imponiendo en todas las sociedades modernas o en vías 
de serlo con la expansión imperialista y europea. Como señala la perspectiva de la 
historia comparada de S. N. Eisenstadt, la evidencia cuestiona que ese programa y 
sus supuestos se hayan cumplido de acuerdo con lo previsto, lo que valida el uso de 
la categoría de modernidades múltiples y el reconocimiento de distintas vías a la moder-
nidad como posible estrategia de análisis de experiencias como la americana, entre 
otras. Como veremos más adelante, también es posible pensar en ciudades simultáneas.
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En efecto, Simmel entendió la ciudad desde su peculiar binomio de forma 
y contenido para analizar lo social, al postular que la ciudad es no una 
entidad espacial con consecuencias sociológicas, sino una entidad socio-
lógica que se forma espacialmente (como se citó en Frisby, 2014, p. 10).

Se puede considerar que esta formulación de Simmel anticipa o inspira 
gran parte de la posterior teoría “ecológica” u orgánica de la Escuela 
de Chicago sobre la sociedad urbana, formulada por Park, Burgess 
y Thomas. Aún más, ningún paradigma contemporáneo de teoría 
sociológica cuestiona seriamente el punto de partida metodológico de 
Georg Simmel para construir la teoría sociológica, esto es, el supuesto 
de que la sociedad es una red de interacciones que se ajusta a un patrón. 
La ciudad deviene así en forma social de la modernidad, cuestión de 
escala para su análisis y al tiempo totalidad compleja, en la medida 
que sintetiza interacciones múltiples y patrones diferenciados, que van 
desde lo más estructural de la vida social hasta la experiencia más 
íntima del sujeto moderno.

Como es para muchos sabido, la experiencia de Berlín como la gran 
metrópoli alemana y europea entre finales del siglo XIX y principios del 
XX, época en que la ciudad estaba en el primer plano de la cultura mo-
derna, fue definitiva para la perspectiva de Simmel y otros intelectuales 
del momento. De esta manera se pudo establecer una correlación entre 
realidad social y pensamiento creativo, entre experiencia colectiva y su 
comprensión analítica, que involucró cuestiones como el universalismo, 
el cosmopolitismo, las identidades culturales, las ideologías (reacciona-
rias, reformistas y revolucionarias), la reflexión estética, entre otras.

Pero lo singular en el pensamiento de Simmel es que, además de preocu-
parse por las grandes estructuras sociales como también lo hicieron sus 
colegas contemporáneos, se inquietó por las “pequeñas fuerzas sociales” 
que pasaban inadvertidas para la mayoría de los analistas y que precisa-
mente la experiencia de la ciudad revela como cotidianas y cargadas de 
sentido (Karl Manheim lo llamaría por eso “sociólogo impresionista”)4.

4	 La otra gran figura intelectual en reflexionar sobre este tipo de problemas fue Walter 
Benjamin, el más heterodoxo de los miembros de la Escuela de Frankfurt, pero cual-
quier comentario adicional escapa a los límites de este trabajo. Ejemplos de estudios  
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Mientras que la sociología en proceso de consolidación privilegiaba el aná-
lisis de las grandes estructuras sociales (Estados, naciones y civilizaciones), 
Simmel reconocería la existencia de un número infinito de actividades 
y formas sociales, “hilos delicados de las relaciones mínimas”, que en sí 
mismas son sociedad, y que, por lo mismo, ameritaban ser comprendidas y 
explicadas. Para Simmel la sociedad es interacción (acción recíprocamente 
orientada), pero ella no está dada sino que está dándose, como nos hacen 
saber sus críticos más penetrantes (Gaytán y Sabido, 2007).

Simmel analiza la modernidad a la luz de la categoría de experiencia, 
misma que se adquiere en la vida cotidiana, en el tiempo presente. La 
ciudad constituye el fenómeno más representativo de dicha experien-
cia de la modernidad, por cuanto en ella se multiplican los lazos de 
socialización y se presentan acontecimientos típicamente modernos, 
como la vida nerviosa5, el carácter intelectualista del urbanita, la in-
diferencia y el anonimato.

Con Georg Simmel se opera un cambio de enfoque en el pensamiento 
social sobre la modernidad, de la producción económica a la circula-
ción, el intercambio y el consumo, y, por lo tanto, de las estructuras de 
clase o grupo a las subjetividades individuales. En un cruce de caminos 
entre la economía y la sociología, Simmel parte de la teoría margi-
nalista en lo económico y del valor subjetivo (utilidad marginal), para 
identificar el consumidor como fuente generadora de valor. De esta 
manera el intercambio y el consumo devienen en fenómeno sociológico.

Pero con ello también la ciudad empieza a ser analizada como es-
pectáculo, como espacio de incitación y, como tal, predispuesto a la 
exposición permanente. Las penetrantes observaciones de Simmel 
registraron cuestiones que hoy nos inquietan, como la innovación, el 
medio urbano como cotidianidad y la racionalización de los merca-
dos, que conducen a la formación de redes sociales, el despliegue de la 
información y de valores como la confianza y la negociación.

acerca de la trascendencia de su obra son los de la filósofa e historiadora Susan 
Buck-Morss (1981 y 2014). 

5	 Vida nerviosa es una expresión literal de Simmel para referirse a una de las carac-
terísticas de la modernidad urbana, descrita como agitada, tensa, acelerada.
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Asimismo, el sociólogo alemán se cuestionó sobre la principal y más no-
vedosa característica de la metrópoli: la de trascenderse a sí misma en 
lo espacial. En efecto, al hilo de los flujos, interacciones y conexiones de 
todo tipo que se originan en ella, finalmente estos adquieren la propiedad 
de ir más allá de su trama orgánica o material, manifestándose de forma 
virtual. De esta manera, cuestiones como la globalización, la desterritoria-
lización y la virtualización de las ciudades, quedaban entonces esbozadas.

Para la gran ciudad es decisivo esto: que su vida interior se extienda 
como crestas de olas sobre un ámbito nacional o internacional más 
amplio […] la gran ciudad se caracteriza precisamente por su esen-
cial independencia incluso de las personalidades particulares más sig-
nificativas; tal es la contraimagen y el precio de la independencia que 
el individuo particular disfruta en su interior.

La esencia más significativa de la gran ciudad reside en este tamaño 
funcional más allá de sus fronteras físicas; y esta virtualidad ejerce de 
nuevo un efecto retroactivo y da a su vida peso, importancia, respon-
sabilidad. (Simmel, 2001, p. 257)

Tal perspectiva supone entender la ciudad no como una entidad lo-
calizada en algún punto del plano cartesiano o del territorio de un 
país, sino como componente dinámico de una red que ella misma ha 
tejido y en la que a la vez se encuentra tramada. Así, la ciudad, como 
parte de una interconexión de flujos internos y distantes se desespa-
cializa y al tiempo debe ser resituada en el espacio pero desde otra 
conceptualización.

Por su parte, en la conferencia del 25 de octubre de 1917, “Problemas 
de la sociología del Estado”, Max Weber expuso la manera como el 
método sociológico que él promovía buscaba abordar las cuestiones es-
pecíficamente sociales que tienen relación con el Estado; un avance de 
su sociología del Estado, teoría en la que trabajaba antes de su muerte 
y que aunque nunca pudo terminar, por lo menos alcanzó a esbozar6.  

6	 Esto se sabe, por una parte, porque aunque M. Weber siempre le dedicó atención y 
espacio en su obra al problema del Estado, nunca escribió una monografía o artículo 
sobre el tema, hasta que en sus trabajos tardíos empezó a avanzar elementos de lo 
que llamó una “sociología del Estado”, y por otra, por la posibilidad de reconstruir 
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En efecto, a partir del concepto de dominación (y autoridad), su razonamien-
to se detiene en el carácter que adopta la pretensión de legitimidad de la 
acción e institución dominadora, para seguidamente subrayar la diná-
mica de interacción en la que se dan dichas relaciones entre dominador 
y dominado, interacción que es facilitada por lo que denomina conciencia 
promedio, una suerte de campo cultural que se presume comparten uno 
y otro, y por medio del cual se validan las relaciones de dominación.

Como núcleo de su argumento, y ya en el plano más teórico o abstrac-
to, se refirió a la existencia de tres tipos puros que pueden distinguirse 
respecto de la legitimidad de la dominación, a saber: aquel en el cual 
predominan las normas racionales convenidas u ordenadas (por excelencia, el 
sistema burocrático moderno); el que se basa en la fuerza de la autoridad 
tradicional (el hábito y la costumbre), y la forma carismática de legitimidad 
(sustentada en las cualidades extraordinarias del dominador o de sus 
servidores) (Weber, 2014b).

Ahora bien, en el desarrollo de esa misma conferencia, a las tres formas 
legítimas de dominación (y autoridad) mencionadas, entendidas como 
“tipos puros” o abstracciones desde su particular perspectiva socioló-
gica, Weber agregó una cuarta concepción de legitimidad, que resulta 
especialmente significativa para los propósitos de este documento, 
porque hace referencia a la configuración sociológica de la ciudad occidental.

la singularidad de la ciudad occidental, determinada en parte por 
cuestiones técnico-militares, y en parte por resultados de circunstan-
cias religiosas, la hacen diferente de esas otras formaciones urbanas 
fuera de Occidente donde predomina la dominación mágica de los 
clanes y de las corporaciones profesionales. (Weber, 2014b, p. 1401)

las clases que impartiera en la Universidad de Múnich durante el primer semestre 
de 1920 y que su muerte interrumpió en junio de ese año. El programa trazado para 
la cátedra de la “Sociología del Estado” comprendía: 1. Concepto de Estado; 2. Los 
tipos de dominación legítima; 3. Estamentos y clases; 4. Estado de linaje y Estado feu-
dal; 5. Patrimonialismo y burocracia profesionalizada; 6. Burguesía y ciudad-Esta-
do, Estado y nación; 7. División de poderes estamental y representación estamental; 
8. División de poderes racional, partidos y parlamentarismo; 9. Los diferentes tipos 
de democracia (Weber, 2014b).
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Esa cuarta concepción de legitimidad que toma forma en la ciudad 
occidental se genera de modo gradual por el desarrollo del régimen 
estatal occidental, lo que significa que progresivamente, en la experien-
cia colectiva de la ciudad, se fueron incorporando prácticas e ideales 
compartidos por los ciudadanos, que en sus inicios tuvieron propósitos 
de defensa, pasaron después por las vivencias religiosas y por la for-
mación del capitalismo mercantil, hasta confluir en el autogobierno 
por sus propios funcionarios y, en último término, por decirlo así, para 
darle forma al escenario de la política moderna (partidos, elecciones, 
periódicos, vida cultural y decisiones sobre el interés colectivo).

Max Weber concibe la configuración de la ciudad occidental no solo 
como inseparable de la formación del Estado moderno, sino como una 
de las formas sociales que a este le dan poder y legitimidad:

Ligada a la burocratización racional de los Estados militares monár-
quicos y del capitalismo racional, en cuyo importante pacto histórico 
universal de la era moderna se funda el surgimiento del Estado, cons-
tituyó la ciudad occidental y por medio de ella la primera manera 
desarrollada de política y de política económica, el tercer componen-
te histórico imprescindible de las modernas formas de dominación 
política. (Weber, 2014b, p. 1401)

Con cierta licitud, queremos aprovechar las indicaciones de hace un siglo 
de estos dos clásicos del pensamiento social a propósito del surgimiento 
de las metrópolis europeas, para repensar algunos de los desafíos con los 
cuales tendremos que lidiar en las próximas décadas tanto Gobiernos y 
ciudadanos como expertos en temas urbanos y analistas sociales en general.

Tendencias globales, relaciones Estados y ciudades,  
y nuevo conocimiento

La cuestión que nos interesa discutir aquí es si en las condiciones 
tardo-modernas las ciudades seguirán siendo o no funcionales a la 
sociedad, de qué factores va depender su vigencia como tales y si se 
impondrán grandes transformaciones en su ordenamiento y gobierno  
para poder responder a las demandas, tensiones y conflictos que tendrán  
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o tienen ya a las ciudades como los escenarios fundamentales para su 
trámite y desenlace7. En este marco de reflexión, una de las principales 
cuestiones por precisar tiene que ver con la crisis del Estado moder-
no y sus consecuencias para las ciudades, precisamente porque dicha 
crisis se expresa, entre otras formas, en el abandono estatal de sus 
funciones públicas de protección de la ciudadanía y mediación entre 
los componentes de una estructura social asimétrica, y el consiguiente 
desplazamiento de sus responsabilidades y funciones a otras esferas, 
como la privada (el libre mercado).

Pero hay que subrayar que, en estas condiciones, las ciudades, por ser 
las mayores concentraciones de población en el mundo, son los espacios 
donde por excelencia se sintetiza la crisis del Estado moderno como 
manifestación de una decadencia sistémica o de una transición histórica. 
En efecto, las ciudades han dejado de ser los lugares donde se realizan 
los ideales de la modernidad y los sueños de progreso, para convertirse 
en espacios de violencia, exclusión, negación, segregación e infelicidad.

El Estado, en su afán de redefinirse en función de la nueva economía 
y ponerse a salvo del riesgo de ser una institucionalidad fallida, ha 
terminado por descargar sobre las ciudades la responsabilidad de res-
ponder a la presión social y satisfacer sus demandas de bienestar, con 
el agravante de que las ciudades no cuentan con los atributos políticos 
indispensables, la institucionalidad apropiada y los recursos adecuados 
para asumir ese papel. Replantearse, entonces, la convencional relación 
Estado-ciudades, definida hasta ahora por la jerarquía y centralidad 
del primero sobre las segundas, es un asunto de urgencia para el cono-
cimiento, pero sobre todo para la vida social y política contemporánea.

Hace unos cincuenta años los politólogos Gabriel A. Almond y Sidney 
Verba (1963) avizoraban un horizonte más bien incierto para la ciencia 
política, previsión que se originaba en la dificultad que representaba 
en ese momento predecir cómo se irían a comportar dos tendencias 

7	 Los avances sobre estos temas son componentes importantes de la agenda del IEU en 
sus investigaciones y proyectos, los cuales nos han sido de mucha ayuda para definir 
el tono de esta comunicación; sin embargo, lo que aquí se afirma es de mi entera 
responsabilidad. Véanse Instituto de Estudios Urbanos (2014) y Patiño Villa (2015).
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diferentes y complementarias: la expansión económica capitalista y 
la cultura política de la democracia, y las consecuencias que tendría 
ese desenlace en la cultura política mundial (Almond y Verba, 2014). 

Ellos identificaron una suerte de tensión en el mundo de posguerra; 
por una parte destacaron que la modernidad occidental (progreso en 
el conocimiento y control de la naturaleza), que había empezado hacía 
cuatro siglos, se había transformado en un proceso mundial, y que su 
ritmo se había acelerado, pasando de siglos a décadas. Sin embargo, 
a pesar de que la orientación o movimiento en “el sentido tecnológico 
y de racionalidad organizadora, presenta gran uniformidad en todo el 
mundo, la dirección del cambio político es menos clara”, con lo cual 
la cultura mundial naciente se veía comprometida y problematizada 
en su carácter político (Almond y Verba, 2014, p. 172). Estos politó-
logos eran escépticos al respecto incluso con las naciones europeas, 
y no se sentían seguros acerca de que estas lograran concordar una 
forma estable y común de democracia que fuera compatible con sus 
tradiciones e instituciones. Las dificultades se amplían, por supuesto, 
si se piensa en el resto del planeta donde coexisten, se superponen o 
colisionan distintos horizontes civilizatorios.

Ahora bien, dejando de lado la crítica a la excesiva confianza en el 
poder homogeneizador de la economía capitalista que exhiben los 
politólogos citados, que es otro tema relevante para discutir en la ac-
tualidad, nos interesa destacar sus advertencias acerca de las profundas 
diferencias que se producirían en el futuro como consecuencia de la 
diversidad cultural y política en el mundo. Sin embargo, Occidente 
ha persistido en un modelo (con distintas etapas y características) en 
el que economía y democracia se presentan como inseparables. La 
incertidumbre para la ciencia política derivada de la inestabilidad de 
estas tendencias se manifiesta también como crisis en el pensamiento 
social y político, que está llamado a transformarse (véanse, en esa 
perspectiva, Harvey, 1998; Lahire, 2006; Zabludovsky, 2008).

Nadie serio pone en duda que asistimos a una crisis simultánea del sis-
tema capitalista en el orden material y de sus instituciones en el orden 
político, pero no todos los enfoques admiten que el pensamiento social, 
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sus principales paradigmas y conceptos, hayan sido cuestionados desde 
sus cimientos por la velocidad, intensidad, profundidad y novedad de estos 
fenómenos. Mucho menos se acepta la urgencia de repensar los modelos 
de análisis de la modernidad y sus características actuales, si es que las 
disciplinas académicas todavía aspiran a ser referentes para sociedades 
y Gobiernos, y no comunidades cerradas que se justifican a sí mismas.

Pese a la ambigüedad, una agenda renovadora está en progreso, pero 
este no es el lugar ni el momento para dar cuenta de sus avances, 
aunque parte de ella tiene que ver con nuestro propósito. Por eso 
enfatizamos en la conveniencia de revisar las relaciones entre las dos 
dimensiones de la modernidad, material y político-simbólica, sus com-
plejas interacciones en el tiempo, el espacio y los entramados sociales, 
la incesante construcción e invención de instituciones y formas sociales, 
entre las cuales se encuentran las relaciones entre la ciudad contempo-
ránea, y especialmente las metrópolis con los Estados nacionales y con 
la economía de mercado (Tilly, 1992, 2006; Herranz González, 2008).

Es muy probable que ese cambio de enfoque de alguna manera em-
piece con el abandono de los esquemas de análisis que privilegiaron 
la centralidad del Estado nacional, y del cual se derivaron otros as-
pectos, como el supuesto de continente (Estados) y contenido (ciudades), 
la oposición entre lo jerárquico y lo subordinado, y la inmutabilidad 
de los ámbitos de soberanía que supuestamente les subyacen. Pensar 
los Estados nacionales más allá de su crisis actual supone proponer 
escenarios futuros en los cuales su transformación pueda ser jalonada 
e incluso hegemonizada por las ciudades como hipotético motor de 
una nueva ciudadanía, la cual habría que entender en doble clave: cos-
mopolita por su conciencia global de la crisis y diversa por sus referentes 
político-culturales locales (Beck, 2005).

Max Weber intentó establecer una línea genealógica para compren-
der las relaciones entre ciudades y Estados en la modernidad, análisis 
que empezó con la transición de la ciudad medieval a la burguesa y 
que tomó forma en las ciudades-Estados en varios lugares de Europa; 
continuó después con la pregunta por el papel de la ciudad en los 
Estados-nación en una fase posterior de consolidación de la sociedad 
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moderna. Esa línea de reflexión se podría extender hasta la actualidad 
mediante el seguimiento de las tendencias en la Modernidad tardía, 
pero con el propósito expreso de renovar el pensamiento social. En el 
mismo sentido, la perspectiva de Simmel acerca de la simultaneidad 
de la desespacialización de las ciudades y la experiencia de la libertad 
de los individuos en ellas invita a repensar las relaciones entre ciuda-
danía y universalismo, gobierno propio y civilización, diversidad y 
homogeneidad, entre otras (González y Pérez, 2011, 2012).

Cuando se proyectan las perspectivas centenarias de estos dos clásicos 
hasta la actualidad, parece emerger una suerte de paradoja sociohis-
tórica, consistente por una parte en el debilitamiento estructural del 
Estado moderno y por otra en la inevitabilidad de su institucionalidad, 
como lo constatan la necesidad del reordenamiento de las relaciones y 
de las reglas de juego internacionales, el fin de las hegemonías globales, 
la reconfiguración de las órbitas de influencia de antiguos Estados 
imperiales (por ejemplo, China, Rusia, el islam), las tensiones en la 
eurozona, los proyectos alternativos (por ejemplo, el “socialismo del 
siglo XXI” en América Latina) e incluso los movimientos separatistas, 
fundamentalistas y neonacionalistas8.

La literatura especializada sobre la globalización pone de manifiesto 
un giro interesante del enfoque en el que predominan los economis-
tas hacia el reconocimiento de otros campos, como los demográficos, 
institucionales, políticos, culturales, de las nuevas tecnologías, la in-
formación y la prospectiva9. En ese nuevo contexto, la gobernabilidad 
de los Estados y su soberanía cobran centralidad temática, así como 
los problemas conexos, tales como el futuro de la democracia y su pro-
fundización; no solo la cuestión de la legitimidad de los Estados sino 
también su eficacia, la capacidad de respuesta del ámbito gubernamen-
tal a las presiones sociales y la creciente intervención de organismos 

8	 Sobre las identidades europeas y sus fundamentos míticos, véase Juaristi (2000) y 
acerca del nacionalismo como última de las “ideologías mesiánicas”, Osés (2001). 

9	 En esa perspectiva se inscribe una obra colectiva que examina los diferentes sentidos 
del término y los retos que la globalización plantea al análisis social y especialmente 
a la teoría política contemporánea: Pérez Fernández del Castillo y León y Ramírez 
(2008). 



77

Las relaciones contemporáneas entre Estados y ciudades

multilaterales sobre lo público; el modelo económico de la Modernidad 
tardía o neoliberal como un sistema determinante para el mercado 
y para las relaciones sociales en su conjunto; las nuevas condiciones 
derivadas de la llamada sociedad del conocimiento; la velocidad de los 
cambios científico-tecnológicos y su impacto en la economía, la pobla-
ción, el medio ambiente y las sociedades. Tampoco pueden olvidarse 
otras señales amenazantes, como el crecimiento exponencial de nuevos 
actores y proyectos que desafían los sistemas políticos legítimos me-
diante el crimen organizado trasnacional, la ultraderecha intolerante 
o el terrorismo fundamentalista étnico, religioso o político.

Estas tendencias globales se presentan de forma singular en América 
Latina, como lo evidencian el agotamiento del crecimiento “hacia 
adentro” como vía de desarrollo de sus países, crisis a la que se suman 
la financiera y de pago de la deuda externa, así como la incapacidad de 
responder a ciclos sucesivos de satisfacción de demandas acumuladas 
y el aumento de las presiones para una apertura comercial asimétrica 
con consecuencias devastadoras para las economías y sociedades na-
cionales, entre otros factores.

Dado el precario Estado de bienestar que alcanzó a desarrollarse en 
la región, y las crecientes contradicciones y limitaciones de los Estados 
nacionales a expensas de la crisis global, estos se ven cada vez más 
limitados para generar un reparto equitativo de bienes, tecnologías y 
seguridades. Por consiguiente, la correlación entre inclusión/exclusión, 
que en el pasado se solventaba en relativas políticas sociales y sistemas 
de protección colectivos, se ha desplazado literalmente al polo de la ex-
clusión, por las consecuencias de las tendencias globales y la instalación 
de la incertidumbre y la insolidaridad como grandes características de 
la sociedad actual, según los enfoques de los teóricos del riesgo (Beck, 
1998, 2006). En efecto, la sociedad del riesgo actual o del capitalismo 
del siglo XXI consagra la separación de producción y protección, con-
templa el tránsito de los Estados de lo social a lo asocial y promueve 
la traslación inequitativa del riesgo para la mayoría, mientras que una 
minoría de favorecidos se beneficia de la protección.
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El Estado-nación ha sido hasta ahora una categoría central y paradig-
mática del pensamiento social y político, sin embargo, la convocatoria a 
su descentramiento (Wallerstein y otros) supone reconocer otras escalas, 
dimensiones, unidades de análisis, conceptos, categorías y modelos de 
comprensión. En el campo de los temas espaciales implicaría trabajar 
sobre aspectos como los territorios, las regiones, los hábitats, los lugares 
y los sitios, entendidos como espacios usados, apropiados y semanti-
zados por distintos actores sociales. Cabe preguntarse, entonces, si la 
ciudad, la metrópoli y la ciudad-región, como categorías emergentes, contri-
buyen a comprender la sociedad contemporánea y sus dinámicas10. No 
se trata de que esos conceptos no se hubieran utilizado antes, sino de 
cómo tenemos que implementarlos ahora, para poder trascender viejas 
formas de representación de las relaciones socioespaciales, como por 
ejemplo, centro y periferia, las ciudades centrales por su complejidad, 
pero que hacen parte de países periféricos.

Varios de los proyectos desarrollados por el IEU, en particular sobre la 
ciudad de Medellín, Colombia, parten de la tendencia a la urbaniza-
ción global de la población que se consolida en los últimos cien años, 
y concluyen en la necesidad de cambios conceptuales para analizarla. 
En efecto, la tendencia a la urbanización global indica que las ciudades, 
aparte de ser el más importante destino de los seres humanos en la 
actualidad, contienen ya la mayoría de la población mundial. Países 
que hasta hace poco eran identificados como rurales son ahora deci-
didamente urbanos, como China, donde más del 50 % de la población 
es urbana o lo va a ser en el inmediato futuro, o como la India, donde 
2/3 de su población será urbana en 2040. En 2007, el número de ciu-
dades que tenían más un millón de habitantes era 468, cuando en 1950 
apenas llegaba a 83, lo que representa un crecimiento de cinco veces 
en menos de sesenta años. Los expertos pronostican que las ciudades 
que más crecerán serán las de Asia, Latinoamérica y África (Banco 
Mundial, Población Urbana, 2013).

10	 Ejemplos de estos esfuerzos son: los cambios en el lenguaje y fines de los urbanistas 
como en Ascher (2007); la lectura crítica de la modernidad y de la ciudad en el caso 
de González Romero (2013), y los estudios regionales con eje en la ciudad (Almario 
García, 2012).



79

Las relaciones contemporáneas entre Estados y ciudades

Para concluir: unas líneas de reflexión

Partiendo de la importancia de replantear las territorialidades del 
Estado asociadas con su soberanía y jurisdicción —por cuenta de fe-
nómenos como la globalización y el crecimiento de los centros urbanos, 
como ya hemos visto—, lo que obliga a ajustar o cambiar los modelos 
de comprensión clásica del Estado en relación con sus fronteras y sus 
escalas de acción, se puede concluir que durante un tiempo las ciu-
dades y los Estados se debatirán entre lo que queda de su soberanía, 
institucionalidad y territorialidad por una parte, y las presiones de las 
tendencias mundiales por otra.

En estas condiciones, las ciudades deben ser entendidas como una de 
las principales configuraciones contemporáneas de lo global y, por lo tanto, 
inscritas en sus tendencias, pero sin olvidar que cuentan con amplias 
posibilidades de adaptación flexible a sus presiones, siempre y cuando 
medie una visión estratégica de las ciudades sobre su lugar, posibilida-
des y futuro. En este punto, tomamos distancia de quienes analizan las 
condiciones mundiales como fuerzas inapelables frente a las cuales no 
cabe más que plegarse. Por el contrario, diferenciamos entre modelos 
de desarrollo basados en los principios de la economía neoliberal y en 
relaciones de poder desiguales, así como en la imitación de los modos 
de vida, la insolidaridad y la incertidumbre, y entre aquellas acciones 
colectivas y de Estado, en todas sus jerarquías, en las cuales deben 
persistir una institucionalidad democrática y unos objetivos comunes 
básicos, no obstante los retos que pesan sobre ella.

Las ciudades deben ajustarse a las tendencias mundiales, pero también 
han de mantener sus particularidades culturales, como base legíti-
ma para la toma de decisiones, y como elemento fundamental para 
minimizar las consecuencias de los cambios bruscos inducidos por 
el entorno y atenuar los costos sociales y políticos de la sociedad del 
riesgo. Para terminar, y con el fin de contribuir a la continuidad del 
análisis aquí esquematizado, a continuación presentamos unos puntos 
que consideramos fundamentales en función de una agenda tentativa 
de discusión.
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Giro epistemológico en la relación Estados y ciudades

Las ciudades ya no pueden seguir siendo analizadas ni proyectadas 
únicamente como parte de la territorialidad y soberanía de los Estados, 
justamente por la tendencia global a la “desterritorialización” de las 
relaciones sociales en la que se inscriben. Por consiguiente, la reflexión 
sobre las ciudades implica mucho más que admitir el giro espacial ex-
perimentado en las ciencias sociales en las últimas décadas, y hace 
indispensable el despliegue creativo de nuevos conceptos, categorías, 
escalas y modelos de análisis que, además de repensar las grandes 
estructuras y procesos (estados, naciones, civilizaciones), integre las 
subjetividades, identidades y culturas.

En este juego de tendencias y protagonistas cabe preguntarse por las 
nuevas capacidades y funciones de las ciudades para adaptarse a un 
mundo incierto y cambiante, concentrar población y producción, in-
tercambio y consumo, y tener que garantizar múltiples oportunidades 
y derechos a sus habitantes. Así las cosas, tendremos que discutir si, 
además de las tensiones globalización/nacionalismos que hoy obser-
vamos, asistiremos a otras tensiones simultáneas e inéditas, como por 
ejemplo, la que se podría dar entre los nacionalismos tradicionales y los 
eventuales “metropolitanismos” emergentes, dado el caso de que las 
grandes ciudades decidan agenciar proyectos propios, pero con gran 
impacto en la estructura de sus Estados (reformas constitucionales de 
fondo), erigiéndose así en un nuevo poder o agencia frente al orden 
global y el de sus propios Estados nacionales.

El mundo globalizado, los Estados y las ciudades,  
y su capacidad de agencia en la configuración  
de su futuro ciudadano para el gobierno urbano

Apelando a estas hipotéticas configuraciones de la ciudad desde una 
perspectiva social e histórica, podemos pensar en esa capacidad pros-
pectiva que se puede desprender de ellas para avizorar el futuro y tomar 
decisiones estratégicas adecuadas a su contexto. En el caso de Colombia, 
y teniendo en cuenta los reiterados estudios sobre sus diferencias regiona-
les, sociales, étnicas y culturales —que la hacen ser especialmente diversa 
en lo ambiental y lo social—, es previsible entender que una redefinición 
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del Estado desde el enfoque de derechos tendría que incluir la seguri-
dad de la ciudadanía como cuestión integral, es decir, como factor de 
estabilidad de su desarrollo, asumiendo sin dobleces las especificidades, 
diferencias y diversidades que se extienden por el territorio nacional, 
desde el orden local y regional. Así, regiones, redes de ciudades, ciudades 
centrales y áreas metropolitanas podrían liderar los ajustes, las reformas 
y transformaciones que requiere el Estado colombiano para lograr su 
estabilidad política y la profundización de su democracia.

Las ciudades como sistemas complejos

En las urbes contemporáneas, los factores demográficos, morfológicos, 
económicos, sociales, culturales y territoriales, entre otros, se superpo-
nen en distintos planos como parte de un sistema complejo que debe 
adquirir, desde su Gobierno y su ciudadanía, características altamente 
adaptativas e innovadoras, frente al cambio constante y a las persisten-
tes problemáticas que afrontan las metrópolis como centros de mayor 
concentración poblacional que, por lo mismo, debieran estar dotadas 
de poderes e instrumentos legítimos para la intervención política, los 
cuales se pueden ir formalizando y renegociando en el tiempo.

Sin embargo, la potencial capacidad de adaptación de las grandes 
ciudades a las tendencias globales está en contradicción con las ten-
siones que ha acumulado en el orden interno, en la medida en que el 
Estado central ha desplazado sobre ellas buena parte de sus antiguas 
obligaciones y el control social. La discusión sobre si las ciudades van 
a contribuir a transformar al Estado y a redefinir sus funciones, o por 
el contrario van a colisionar con él, es lo que de fondo subyace a esta 
contradicción, entre la visión de corto plazo que imponen las demandas 
aplazadas y una perspectiva estratégica para las ciudades.

En esta perspectiva, habría que cambiar algunas cuestiones clave, por 
ejemplo, el enfoque de la relación región-nación, porque casi siempre 
se ha partido de un presupuesto negativo de las regiones y diversidades 
para el desarrollo y la integración nacional, cuando perfectamente se 
puede tomar como un capital virtuoso y conducente para un país como 
Colombia que, en el escenario de un eventual posconflicto, o incluso sin 
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él, tiene el reto de la inclusión social, política y cultural de muy diversos 
actores y sujetos, todavía excluidos de los beneficios del desarrollo, las 
políticas estatales y los bienes culturales.

Morfología metropolitana y proyección externa

Los espacios contiguos que configuran el entramado metropolitano 
y su densidad poblacional suponen cierto tipo de desafíos (seguridad, 
movilidad, eficiencia, convivencia, gobernanza), mientras que su pro-
yección externa obliga a imaginar otros criterios al hilo de la desterri-
torialización (alianzas, virtualidad, información). Áreas metropolitanas, 
ciudades-región, regiones globalizadas, sistemas de ciudades, entre otras 
configuraciones urbanas, tendrán que operar como espacios que faciliten 
la vida cotidiana, pero que al mismo tiempo deben contar con todos 
los dispositivos e instrumentos para actuar como nodos que articulan 
una serie de circuitos, flujos y ejes viales que se orientan en múltiples 
direcciones, regionales, nacionales e internacionales. Todo esto demanda 
de la metrópoli una visión estratégica y una gestión de los recursos en 
proporción, por cuanto sus recursos serán en un futuro inmediato tanto 
territoriales (cuyo manejo debe ser pactado con “sus” ciudadanos) como 
extraterritoriales (los cuales tendrán que ser pactados con ciudadanos 
externos, a los que entonces habrá que entender como “aliados”).

Es en esa perspectiva que las metrópolis están obligadas transformar 
la definición moderna de la territorialidad estatal como continuidad 
física, anunciar otra espacialidad basada en el poder como pacto, 
consenso y beneficio mutuo, en lo virtuoso de los flujos continuos y las 
sociedades en interacción, pero que a la vez considere el diseño y la 
gestión de un nuevo orden ambiental, que en buena medida dependerá 
de lo que hagan o dejen de hacer las ciudades y sus ciudadanos.

La seguridad como un bien público y un asunto de interés  
ciudadano para el gobierno urbano

La relación entre el lugar y la globalización, cuando ya no está me-
diada necesariamente por la intervención del Estado, exige la revisión 
de la seguridad estratégica en unos términos de escala distintos a los  
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convencionales. No se trata de desvincular las dinámicas de las ciuda-
des de las del Estado, pero sí de redefinir la importancia de políticas 
territoriales que refuercen las acciones de las ciudades de cara a su 
nuevo protagonismo. Con mayor razón si tenemos en cuenta que el 
fenómeno de la globalización alimenta y estimula todo tipo de con-
tradicciones, desde relaciones culturales en “doble vía”, pasando por 
nuevas formas de dependencia científico-tecnológica, hasta el estable-
cimiento de redes criminales transnacionales, todo lo cual desafía la 
secuencia tradicional de control/soberanía/territorio como seguridad 
estatal y ciudadana. 

Lo que se puede desplegar a partir de este panorama refuerza la ur-
gencia de generar reflexiones acerca de nuevos enfoques y conceptos 
sobre la ciudad como el gran fenómeno sociológico contemporáneo, 
así como la trascendencia de la discusión que se propone en torno al 
concepto de gobierno urbano. En efecto, de acuerdo con lo expuesto, 
en la medida en que en las ciudades se concentra, y se concentrará 
más radicalmente todavía en el inmediato futuro global, la mayoría 
de la población, en una tendencia que difícilmente se podrá revertir, 
asimismo lo harán las más numerosas y complejas demandas de la 
historia de la humanidad.

Por eso, no basta con reconocer las economías y sociedades de aglo-
meración que representan las grandes ciudades con sus ventajas com-
parativas y competitivas; es preciso también referirse a las desventajas 
de la aglomeración, a la densidad de sus conflictos, a la complejidad 
de su gestión y solución. Al concentrarse la población, se concentran 
también las demandas, se instala una creciente preocupación por la 
justicia social y se dan las condiciones de posibilidad para una con-
ciencia ciudadana renovada.

De forma específica, se tiende a identificar la importancia de la justicia 
espacial, del derecho a la ciudad como fundamental, a recuperar la ciudad 
para los ciudadanos en sentido integral y no como simple oportunidad 
para ejercicios coyunturales de sus gobernantes o expertos de su pla-
nificación y ordenamiento. Lo anterior facilitaría, entre otras cosas, 
reconstruir el puente simbólico entre generaciones distintas, abatido 
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hoy por el modelo económico y social insolidario. De esta manera, ciu-
dadanía renovada, generaciones reencontradas y un ideal de gobierno 
urbano para la inclusión, la equidad y el bienestar colectivo, podrían 
hacer de las ciudades contemporáneas laboratorios de conocimiento y 
espacios para la acción social y política con sentido crítico, imaginativo 
y esperanzador.

Es previsible un intenso periodo de transformaciones de las políticas, 
los instrumentos y la cultura ciudadana, que contribuya a que el go-
bierno urbano exprese un nuevo pacto entre realidades socioespaciales 
complejas (mundo, estados, ciudades y ciudadanos) y acorde con las 
circunstancias.
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Fernando Montenegro Lizarralde1

Durante los últimos cincuenta años, en Colombia se ha presentado un 
fenómeno extendido de formación de grandes regiones urbanas, simi-
lares a las que hace un siglo se conformaron en torno de las grandes 
metrópolis de los países más desarrollados. Es un hecho espacial que se 
sucede simultáneamente con el fenómeno de urbanización globalizado 
y de un importante aumento de la población. Se pasó de un conjunto 
de catorce millones en 1950 a algo más de cincuenta millones en 2010, 
con una concentración del 80 % de la población en las ciudades. Dicha 
población se distribuye en un amplio número de ciudades de diversos 
tamaños localizadas en regiones no muy precisas pero sí muy variadas 
que se aclaran en la interacción social de los núcleos urbanos.

Paralelamente, se observan cambios en la concepción del gobierno 
urbano. La Colonia terminó por dividir al país en un conjunto re-
gional regido por las ciudades, instrumento central en la explotación 
económica por parte de la metrópoli española, y base de la autoridad 
y gobierno del territorio. A partir de la Independencia, tal condición 
se concentra en los incipientes territorios regionales, que absorben 
el protagonismo urbano y culminan en una distribución del poder  

1	 Profesor del Instituto de Estudios Urbanos (IEU) de la Universidad Nacional de Co-
lombia. Arquitecto de la Universidad Nacional de Colombia, Sede Bogotá. Exde-
cano de la Facultad de Artes de la misma universidad. Profesor de la Maestría en 
Planificación Urbana y Regional y de la Especialización en Espacio Público de la 
Pontificia Universidad Javeriana de Bogotá.
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soportada por las instituciones departamentales. A partir de la década 
del cincuenta, frente al intenso proceso de urbanización, las ciudades 
recuperan su protagonismo como agentes de gobierno y manejo del 
territorio, para terminar en una clara competencia entre ellas por los 
recursos, la industria y el comercio, lucha que en algunos casos superó 
el marco nacional.

El conflicto interno, que ha durado todo el tiempo de la nación, se 
relaciona íntimamente con los hechos urbanos. Luego de la Inde-
pendencia, la construcción del poder regional se basa en la concen-
tración de tierras y en el dominio del agro, hecho que condujo a los 
enfrentamientos regionales, partidistas y guerrilleros, en una simple 
cronología de referencia, para finalmente, en el presente, ser mediados 
y condicionados por el fenómeno casi absoluto de la urbanización y la 
suburbanización metropolitanas.

La conformación territorial heterogénea y la ausencia de un buen 
sistema de carreteras ha traído como consecuencia una interacción de 
escala intermedia entre núcleos urbanos vecinos, creando una red de 
regiones urbanas un tanto independientes y desiguales en su tamaño y 
condición económica, difíciles de determinar y, sobre todo, dispersas en 
las condiciones de planeamiento y concepción del gobierno urbano. El 
Gobierno nacional, consciente de este hecho, pero condicionado por la 
tradicional política territorial, ha elaborado estudios y planteamientos 
tendientes a crear conciencia del fenómeno, e incluso ha propuesto 
formas de asociación municipal sin mucha trascendencia operativa, 
o acciones legislativas, a veces perversas, de políticas sectoriales que 
se inmiscuyen en intereses locales.

Para poder comprender el fenómeno de la urbanización regional y 
las dificultades de su gobernabilidad, parece prudente separar los 
problemas que se suceden en las distintas escalas: la noción del mar-
co nacional, en donde es posible observar los desequilibrios sociales 
y su consecuencia en el desarrollo político y económico del país; el 
marco regional, quizás demarcado por la conformación tradicional 
de departamentos, por la “novedosa” conformación fisiográfica del 
territorio o, tal vez, por las dependencias económicas que se forman 
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al interactuar los intereses del capital internacional; y por último, la 
dimensión municipal, cuya desigualdad político-administrativa se tro-
pieza sorpresivamente con las ventajas de la autonomía.

Ahora bien, los problemas de gobierno no se suceden en un solo sentido, 
ni siquiera en un conjunto de variables que se relacionan con el creci-
miento, y, muy seguramente, no todos tienen una solución en el tema 
de la gobernabilidad. El primero es, necesariamente, la violencia y  
la inseguridad, tema relacionado con el crecimiento, la concentración 
y la herencia de los conflictos regionales; después, la inequidad social y  
económica, asociada con el intenso desarrollo de las comunidades 
urbanas y con las necesidades propias del número y la modernización; 
por último, la infraestructura, un tema que en cincuenta años mostró 
cómo era superado por la expansión urbana, el reordenamiento obje-
tivo del territorio y la informalidad imaginativa del sinecismo urbano. 
A continuación, algunas ideas muy sintéticas al respecto, relacionadas 
con las dimensiones básicas del territorio.

En el ámbito nacional encontramos una situación sustancialmente nueva 
en donde confluyen como condicionantes la globalización del mercado, 
el crecimiento demográfico, los avances en las técnicas de construcción 
de la infraestructura, y, por supuesto, la abrupta fisiografía que obligó 
a la conformación fuertemente comarcal del país. Con el inicio de una 
etapa final de urbanización, el conjunto de núcleos urbanos crece, se 
relaciona e interactúa, en una dinámica creciente y competitiva que no 
tiene antecedentes. La variedad del territorio y de la producción conduce 
a la conformación de múltiples ejes de urbanización que polarizan las 
capacidades de los distintos municipios. Los más afortunados, gravitando 
sobre las grandes ciudades o sobre los centros intermedios aglutinados, 
pero los menos afortunados, cada vez más lejos en el tiempo y en el 
espacio, desligados de las posibilidades de modernización.

La primera fase es una situación dramática. El país y la sociedad 
están empeñados en el descubrimiento y el aprovechamiento de la 
nueva situación, la construcción de carreteras más modernas, las do-
bles calzadas, los acueductos municipales y, especialmente, el impulso 
a la economía de consumo. Estos hechos se concentran en los ejes de 
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comunicación y movilidad de las nuevas regiones urbanas: la región 
central, el Eje Cafetero, el Valle del Cauca, el eje Caribe, los valles 
de Aburrá y San Nicolás, la altillanura o el Sinú, y otros más. En 
torno de ellos y a lo largo de las nuevas carreteras se concentra el 
desarrollo agrícola y ganadero, la suburbanización y los procesos de 
modernización de la economía. El resto del país, los municipios de 
alta cordillera, de las zonas de inundación o de las zonas selváticas, 
quedan por fuera de esta condición, acentuando la marginalidad social 
de ciertos sectores, los factores de inseguridad y la ausencia del Estado 
como instrumento de desarrollo, posiblemente el territorio en donde 
se resuelve el posconflicto.

En esta nueva condición territorial, en una segunda fase es necesaria 
una nueva mirada del Gobierno, así como el acondicionamiento de los 
municipios marginales a nuevos referentes económicos o de servicios, 
la reconsideración de la movilidad y la comunicación como elemento 
central para apoyar la integración territorial de toda la sociedad. El 
conflicto interno ha mostrado la incapacidad de la gobernanza tradi-
cional de los departamentos para enfrentar el desarrollo; por supuesto, 
en un país centrado sobre múltiples regiones urbanas, pareciera que tal 
dimensión es aún más precaria en el tema del ordenamiento y la planea-
ción del territorio, y con ello, en la construcción de la infraestructura.

Tenemos un país con vastas marginalidades sociales, las cuales se pue-
den profundizar al disminuir la población rural y urbana de zonas del 
país exentas a las regiones urbanas, las cuales parecieran ser importan-
tes, y habría que pensar que la globalización es buena siempre y cuando 
globalice a todos. En el nivel regional se afrontan otros retos diferentes, 
pero igualmente importantes. El primero es la irrupción del fenómeno 
metropolitano en un territorio en donde abundaban, en una orilla las 
desigualdades, y en la otra, la pluralidad de las cualidades sociales.

La nueva realidad económica y las innovaciones técnicas implican el 
acercamiento y la estandarización del territorio, y, por ende, la movili-
dad de la población en un espacio más amplio. Los pequeños núcleos ur-
banos subalternos son absorbidos por las formas de ocupación más mo-
dernas de los núcleos mayores, cambiando las condiciones económicas  
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y la estructura urbana de los primeros e introduciendo dimensiones 
inmobiliarias ajenas a la ciudad tradicional. Ello implica un cambio 
sustancial, la irrupción del mercado inmobiliario de consumo, que 
afecta la noción de patrimonio de los ciudadanos originarios y la des-
articulación abrupta de las tipologías residenciales con la consecuente 
trasgresión cultural.

El segundo se relaciona con la clasificación del suelo. El proceso de 
conformación de regiones urbanas implica la ocupación del Hinterland 
con nuevas formas de urbanización, con nuevas actividades económi-
cas y con nuevas demandas en la dispersión de la infraestructura. Las 
leyes de ordenamiento en Colombia, como toda ley, planteaban una 
situación definida y estática del crecimiento urbano determinando las 
cualidades deseadas del espacio. El mundo de la urbanización es todo 
lo contrario; es dinámico, cambiante e inventivo, con lo que supera 
los marcos legales, así sea de manera informal, y es lo que ha estado 
sucediendo en años recientes. Es un hecho que modifica los modelos 
urbanos, la capacidad de control, y con ello, la capacidad de gobierno 
de la totalidad de los municipios, lo cual crea un profundo conflicto 
entre los núcleos centrales y los periféricos.

Un tercer tema del ámbito regional se relaciona con la espacialidad 
administrativa de la producción, el control impositivo y el empleo. En 
el nuevo juego de las regiones urbanas, el transporte, la vialidad y la 
proximidad trascienden los límites municipales ofreciendo soluciones 
urbanas o suburbanas incompletas, basadas en meras metas económi-
cas de competencia que superan el marco político de las alcaldías, sobre 
todo a contragolpe en las ciudades centrales. En un fuerte proceso de 
crecimiento, el entorno regional es parte de la periferia, la denominada 
posperiferia, la frontera de la expansión y la densificación más agresiva, 
ahora en manos absolutas de la oferta inmobiliaria formal o informal.

En la escala urbana, si es que aún existe, la ruptura es absoluta. El 
control de la ocupación, la densidad, la movilidad o de las actividades, 
se disuelve en un amplio número de centros urbanos, que se construyen 
según criterios autónomos, en donde la dimensión de la urbanística, la 
seguridad y la integración territorial de los ciudadanos responde a un 
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mundo desconocido y jurídicamente incontrolado. Estamos en el uni-
verso de la posmetrópolis de Soja; en una ciudad que, como siempre, 
supera su propia definición, en un momento crítico del crecimiento 
que deberíamos aprovechar desechando los dogmas tradicionales del 
deseo perfeccionista de la planificación y del gobierno estructuralista 
del siglo anterior.



Isidro Sepúlveda1

Aunque la idea ya aparece en autores clásicos como Ovidio —a con-
secuencia de la apabullante singularidad que representó la Roma 
imperial—, fue la literatura realista del siglo XIX la que plasmó con 
maestría la ambivalencia trascendente que para la humanidad suponía 
el imparable incremento de las grandes ciudades. Autores como Dic-
kens, Zola o Galdós retrataron la dualidad que la gran ciudad suponía, 
basculando dubitativa entre las promesas de triunfo y la explotación 
despiadada; entre el esplendor de la riqueza de la alta burguesía y las 
miserias que arrastraba el neonato proletariado; entre las oportuni-
dades que se avistaban y los peligros que se cernían. La ciudad como 
máxima manifestación de la modernidad y como territorio de todos 
los riesgos y delitos. Siglo y medio después ambos fenómenos han cre-
cido exponencialmente y se han multidimensionado los elementos que 
los integran y que interactúan entre sí, complejizando las relaciones 
ciudadanas y aumentando las demandas de seguridad.

Ciudad, ciudadanía y seguridad

Cuando en los recurrentes sondeos metroscópicos se recoge la percepción 
ciudadana sobre el concepto de seguridad, solo la extrapolación de los 

1	 Doctor en Historia, Premio Extraordinario. Profesor de Historia Contemporánea 
(Uned, Madrid) y Seguridad Internacional (National Defense University, Washing-
ton D. C.).
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resultados en grandes cantidades dibuja una realidad a escala regional o 
nacional; sin embargo, esa percepción del ciudadano está directamente 
relacionada con su vivir cotidiano, con las experiencias conocidas de 
familiares y amigos, con la realidad que se encuentra cada día en su 
ciudad. La aparente paradoja que dibuja el hecho de que en una época 
de enlaces globales se potencien manifestaciones locales hace evidente 
la trascendencia que ha adquirido esa compleja y multiforme realidad 
a la que denominamos ciudad a comienzos del siglo XXI.

La seguridad hoy no debe ser concebida únicamente como la pre-
vención o persecución del delito. Cuando la fuga de un capo de un 
cartel de la droga de ámbito local es despachada por los noticieros y 
periódicos de todo el mundo; cuando un vertido de productos tóxi-
cos, de alcance muy localizado, obliga a la intervención de las más 
altas autoridades del Estado; cuando un apagón eléctrico dispara las 
críticas a las instituciones nacionales; cuando las malas prácticas en 
la sede local de un banco hacen tambalear la estructura financiera 
mundial; cuando los motines —en ocasiones meras gamberradas de 
fin de semana— ocasionan tal nivel de destrozos y daños materiales 
que obligan a movilizar al Ejército; cuando ocurren todos esos ejem-
plos (acontecimientos reales en grandes y pequeñas ciudades de todo 
el mundo solo en los últimos meses) se pone de manifiesto hasta qué 
punto el concepto de seguridad urbana ha cambiado de forma radical.

Hasta décadas recientes la seguridad urbana era interpretada de una 
forma restrictiva dentro de un radio geográfico y temático muy reduci-
do; el incremento de las demandas sociales de seguridad, la multiplica-
ción de los ámbitos que inciden sobre ella, la incidencia de los asuntos 
locales a nivel nacional e internacional y la creciente complejidad del 
diseño de las políticas públicas han hecho que en la actualidad sea 
necesario conjugar una reformulación operativa del concepto de se-
guridad en general y, muy particularmente, de la seguridad urbana.

De igual forma que hoy en día el antónimo de la paz no es únicamente 
la guerra, puede sostenerse que la seguridad no solo está atacada por la 
delincuencia. La compleja sociedad urbana del siglo XXI convive con el 
riesgo hasta unos niveles impensables, no ya siglos sino décadas atrás.  
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En consecuencia, los diseñadores de las políticas públicas de seguridad 
urbana deben atender a factores de riesgo para los que ni doctrinal 
ni técnicamente están capacitados la mayor parte de los sistemas de 
seguridad. El policía que corría tras el delincuente, no solo no ha 
dejado de hacerlo, sino que también ha dado paso al planificador 
urbano, al técnico de protección de infraestructuras críticas, al in-
geniero bioquímico que garantiza la seguridad de todo un mundo 
de consumo, al inspector fiscal que rastrea el lavado de dinero o las 
operaciones financiaras opacas, al informático que explora internet 
en busca de ciberdelitos y, para más abundancia, más especialistas en 
más ámbitos trascendentales para el vivir cotidiano de los habitantes 
de las urbes actuales. Con una paradójica característica: todos ellos 
deben pertenecer a los nuevos sistemas de seguridad pública; todos 
ellos deben ser “nuevos policías”.

Los riesgos para las actuales grandes ciudades no se limitan al incre-
mento de los medios que la delincuencia común tiene en sus manos 
en la actualidad (mucho más numerosos, variados y dañinos), sino se 
ven potenciados por dos factores que alcanzan en la actualidad aún 
mayor trascendencia. El primero está relacionado con el incremento 
de las dependencias de la población, aquellos aspectos que le resultan 
esenciales para mantener o elevar su sistema de vida. El segundo, y 
más irreversible, es el aumento exponencial de la concentración po-
blacional en las grandes urbes, precisamente donde mayor presencia 
y trascendencia tiene el crimen organizado.

Seguridad pública, seguridad ciudadana

Las políticas públicas de seguridad, en su mayor parte, siguen siendo 
herederas de las concepciones desarrolladas durante el siglo XIX en el 
proceso de construcción de los modernos Estados nacionales. A través 
de los textos constitucionales, los Estados se arrogaron la exclusividad 
del uso legítimo de la fuerza para mantener el respeto a la ley y perse-
guir la delincuencia; las sucesivas leyes de orden público consiguieron 
implantar un sistema de seguridad de concepción unitaria, que a su 
vez alumbraron unos cuerpos de seguridad de ámbito nacional sobre 
los que descansó la responsabilidad del ejercicio de autoridad. En la 
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mayor parte de los países europeos y americanos este proceso respondió 
a la necesidad del Estado de diferenciar sus necesidades de seguridad 
exterior e interior, afectadas respectivamente por enemigos foráneos 
(Fuerzas Armadas de países vecinos) y por delincuentes (contravinientes 
de la ley y alteradores del orden público).

Superando las limitaciones de los Ejércitos nacionales (primeros res-
ponsables del mantenimiento del orden público) y de las milicias locales 
(alguaciles o milicias concejiles, que por su heterogeneidad no respon-
dían ni a cometidos ni a procedimientos normalizados), los nuevos 
cuerpos policiales se fueron desplegando por toda la geografía nacio-
nal, siendo en muchos casos la primera y más vehemente presencia 
del Estado en muchos rincones del país (Emsley, 2011).

Los modelos policiales nacionales respondieron en su concepción a la 
propia conformación del Estado. En los Estados federales se impuso 
un modelo descentralizado en el que cada uno (e incluso unidades 
administrativas menores, como comunidades o incluso municipios) 
desarrolló su propio sistema policial; en los Estados centralizados ten-
dió a crearse grandes cuerpos policiales de ámbito nacional, que en 
ocasiones tuvieron naturaleza militar y en otras un carácter eminente-
mente civil. Este segundo modelo centralizado fue la modalidad más 
común tanto en Europa como en América Latina ( Jar Couselo, 2010; 
Moloeznik, 2010).

Esta concepción centralizada, unitaria y normalizada de la seguridad 
produjo unos efectos muy positivos en el desarrollo nacional, posibilitó 
el incremento de las infraestructuras de comunicación y transporte, ga-
rantizó la seguridad en la producción y el comercio, limitó el nepotismo 
de las autoridades caciquiles y sus redes clientelares y estructuró —junto 
con los nuevos códigos civil, penal y comercial— un corpus unitario 
de respuesta del Estado a las demandas sociales de seguridad jurídica.

Sin embargo, el éxito de los sistemas policiales nacionales también tuvo 
como consecuencia arrebatar a los responsables de las ciudades la posi-
bilidad de adecuar los modelos estatales a las necesidades locales, muy 
especialmente las capacidades destinadas a sus ciudades, consecuencia 
de las limitaciones presupuestarias y del deseo de ecuanimidad en el 
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reparto de los efectivos policiales. Fue esta incapacidad de adaptación 
la que desde finales del siglo XIX impulsó en las ciudades más impor-
tantes la creación de cuerpos policiales municipales dedicados inicial y 
prioritariamente a los ámbitos administrativos, pero que con el tiempo 
fueron ampliando sus cometidos, en muchas ocasiones produciéndose 
solapamientos jurisdiccionales (Tibasana et al., s. f.).

El aumento de las ciudades en población y riqueza las ha convertido 
en nodos vitales de extraordinario valor estratégico para el desarrollo 
del país y el incremento del nivel de vida de sus ciudadanos. Como 
una constante histórica, el ascenso de este último lleva emparejado el 
aumento de la demanda de seguridad; la mayor concentración de la 
población en las ciudades conduce a que los desafíos a la seguridad se 
multipliquen mientras que lo hacen en igual medida las demandas de 
una población en permanente crecimiento. A estos dos factores tras-
cendentes se suma el aumento de la complejidad de la seguridad, como 
consecuencia del desdoblamiento de los factores que puedan afectarla: 
desde los más tradicionales vinculados con la delincuencia, hasta los 
más esenciales, como el acceso a los servicios básicos, salvaguardados 
a través de la protección de las infraestructuras críticas2.

Las nuevas teorías sobre orden público y seguridad ciudadana

Todos los textos constitucionales arrogan al Estado la detentación de 
la responsabilidad sobre el orden público (Mawby, s. f., pp. 17-46). El 
ejercicio de esa responsabilidad se ha articulado históricamente a través 
del Ejército primero y de cuerpos de policiales después, presentes tanto 
en las grandes urbes como en las zonas rurales. Cuanto más diferen-
ciados han sido los ámbitos de aplicación, mayor ha sido la necesidad 
de adaptar las estructuras generales a las peculiaridades de cada lugar.

2	 Uno de los recursos más útiles para conocer la actualidad —e incluso la historia— 
de los mayores cuerpos policiales y los desafíos a la seguridad es el portal Polis de 
la OSCE, si bien adolece de la ausencia de información sobre América Latina, al no 
pertenecer ninguno de sus países al más de medio centenar integrados en esa organ-
ización. Véase http://polis.osce.org 
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La ciudad es mucho más que un sistema poblacional, la reunión de las 
viviendas, de sus habitantes. Este es apenas el primero de los cinco ám-
bitos fundamentales en los que se pueden dividir los espacios urbanos. 
Al sector residencial se le suman el industrial-comercial (producción y 
comercialización de bienes de consumo), el administrativo-empresarial 
(oficinas y dependencias de servicios y dirección), el institucional-social 
(edificios de titularidad pública, sean administrativos o prestatarios de 
servicios: educativos, sanitarios, seguridad, etc.), y los espacios públicos 
abiertos (plazas, calles y avenidas, parques y ríos, anfiteatros y poli-
deportivos). A cada uno de estos cinco ámbitos corresponden retos y 
demandas de seguridad diferenciados, y en el diseño de las políticas 
de seguridad urbana deben estar presentes las posibilidades de adap-
tación a esta pluralidad.

A lo largo del último cuarto de siglo han aparecido nuevas teorías y 
conceptos que actualizan el corpus doctrinal sobre la teoría de la se-
guridad, y muy específicamente la delimitada, motivada, amenazada 
y sostenida en el espacio urbano. Teorías como la criminología crítica, 
el conocido como left realism, los modelos explicativos de broken windows, 
las normativas sugeridas por la situational prevention, la metodología 
propuesta por el Crime Prevention Through Environmental Design 
(CPTED), o la propia evolución del economical aproach, la teoría de la acción 
rutinaria (Brotat, 2014).

Aún desde enfoques diferentes, la característica común de todas estas 
corrientes se encuentra en la incidencia que otorgan a la percepción 
de la seguridad, en la que se recogen ecos del pensamiento posmo-
dernista y el sugerente intrínseco relativismo, que, por tanto, otorga 
una atención prioritaria a la percepción subjetiva más que a la propia 
objetividad cuantificable: la interpretación de la percepción de inse-
guridad como construcción social.

Aunque dicha característica dista de ser utilizada en este trabajo, lo 
más interesante de todas estas teorías es su apuesta por la descen-
tralización de los diseños de las políticas de seguridad pública, que 
le otorga un papel prioritario a las administraciones locales, de las 
que se espera la realización de labores de planificación urbanística, 
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normativa reguladora de conductas —desde el fomento del civismo a 
la represión a través de sanción administrativa—, la priorización por 
la protección y fomento del espacio público y, en consecuencia con lo 
anterior, la preocupación por el medio ambiente urbano3.

Transformaciones urbanas del siglo XXI: implicaciones  
para la seguridad

El desarrollo de las ciudades ha sido paralelo al de las sociedades con-
temporáneas y es una de sus características más señeras. Las grandes 
transformaciones efectuadas a lo largo de las dos últimas décadas han 
potenciado las dinámicas heredadas del siglo XX, alcanzando un punto 
de no retorno en que de forma abrumadora la humanidad se concentra 
en grandes ciudades. El incremento de la demografía urbana no supone 
un mero crecimiento aritmético del número de habitantes, sino que 
manifiesta un salto cualitativo del papel de la ciudad en la sociedad 
global actual. Si, comenzando en el siglo XIX, la ciudad se manifestó 
como el lugar fundamental de transformación de la mayor parte de 
las manifestaciones humanas, ya en el siglo XXI se ha alcanzado un 
nivel de concentración exclusiva y el conjunto urbano ha operado 
como una red entrelazada que ignora los pasillos entre los nodos. En 
resumen, se ha pasado de la dimensión de centro moderno a un modelo 
de centralidad urbana.

Este proceso de transformación se produce por igual en todos los con-
tinentes, independientemente del grado de desarrollo de los países 
respectivos; de hecho, a menor grado de desarrollo se evidencia un 
mayor desfase entre las zonas urbanas y las rurales, lo que genera que 
las urbes incrementen su trascendencia dinamizadora. Además de una 
extraordinaria oportunidad, esta transformación supone un enorme 
desafío para las autoridades, tanto estatales como urbanas, para ga-

3	 Respecto a estas corrientes en la región, véanse los trabajos realizados en el progra-
ma conjunto “Seguridad Ciudadana y Democracia en las Américas”, desarrollado 
por el Centro de Estudios Latinoamericanos de la Universidad de Georgetown y el 
Programa Estudios en Seguridad y Ciudadanía de Flacso-Chile. Véase http://pdba.
georgetown.edu/Security/citizensecurity/citizensec_s.html 
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rantizar los niveles de desarrollo que permitan optimizar los recursos 
y sacar el máximo provecho de la convivencia social y la sinergia 
económica, siendo uno de los elementos singulares más determinan-
tes para garantizar ese desarrollo el sostenimiento de unos niveles de 
seguridad, que cada día son más variados y complejos.

En América Latina el proceso de concentración demográfica en las 
grandes ciudades no ha dejado de crecer a lo largo de las últimas 
siete décadas. En la actualidad, el 80 % de la población se concentra 
en grandes ciudades; la escala de las grandes urbes no solo destaca 
en el ámbito regional, sino que supone un hito en el global. Entre las 
diez mayores ciudades del mundo, las megalópolis latinoamericanas 
suponen la mitad, y una de las constantes presentes en todas ellas es 
la complejidad de los elementos causantes de inseguridad: a mayor 
tamaño urbano y mayor densidad ciudadana, corresponden mayores 
desafíos a la seguridad.

El punto de inflexión aún no se ha alcanzado; el proceso de crecimiento 
muy probablemente siga, tal como demuestran los escenarios proyecti-
vos; la población activa latinoamericana seguirá aumentando al menos 
durante los próximos veinticinco años, lo que hace que los actuales 
desafíos se vayan a ir incrementando y al mismo tiempo complejizando, 
lo que pondrá en creciente tensión la capacidad de respuesta de las 
ciudades de la región. Es por esta razón que el Banco Interamericano 
de Desarrollo (BID) y otros organismos hemisféricos están preparando 
estrategias que optan prioritariamente por el desarrollo de ciudades 
emergentes, de entre cien mil y dos millones de habitantes; esto expli-
cita la enorme dificultad que supone abordar y, aún más, revertir los 
errores ya consumados durante décadas de crecimiento incontrolado.

Posiblemente el estudio actual más profundo sobre la realidad urbana 
del continente sea el recogido en el informe Estado de las ciudades de 
América Latina y el Caribe. Aunque realiza una radiografía de la situación 
actual, también analiza las causas que han motivado esa realidad. 
Existen cinco características que definen a la región más urbanizada 
del mundo; la primera de ellas es sin duda la rapidez con la que se 
ha producido la transición urbana en la región, lo que, a su vez, lleva 
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emparejada una segunda: el claro incremento de los niveles de vida, 
multiplicando la mano de obra activa y generando mejores condiciones 
de vida de forma generalizada.

Sin embargo esto no ha sido inocuo; el proceso de urbanización ha 
mejorado sustancialmente el nivel de vida de mucha gente, pero a un 
costo social, económico y ambiental demasiado alto. La concentración 
de casi el 80 % de la población de la región (unos 468 millones de per-
sonas) en zonas urbanas se ha producido luego de un largo proceso de 
éxodo de las áreas rurales que en los últimos años parece comenzar 
a disminuir. La tercera característica de este proceso es la calidad de 
esa urbanización: en América Latina, grandes y pequeñas ciudades 
latinoamericanas han crecido de forma caótica, en muchas ocasiones 
sin un plan urbanístico predeterminado, sumando la promoción de 
urbanizaciones espontáneas, cuando no barrios pobres y “cinturones 
de miseria” asentados en zonas de riesgo orogénico e hídrico. Por úl-
timo, la cuarta es la que muestra la doble semblanza de convivencia 
y segregación, sucediéndose una aglomeración de pobreza junto a 
demostraciones tangibles de riqueza y privilegio (ONU-Habitat, 2012).

Toda esta realidad urbana desarrollada en América Latina en las 
últimas décadas tiene como consecuencia última la multiplicación de 
los desafíos de seguridad. Mayor población, menor planificación y 
persistente desigualdad han producido de forma directa un incremento 
sostenido de la criminalidad hasta situar a la región como una de las 
más peligrosas del mundo, con el mayor índice delincuencial, especial-
mente la violencia dolosa y el asesinato (incluyendo esta categoría no 
solo como consecuencia de otros delitos, sino con motivación directa 
a través de la dramática figura del sicariato).

El crecimiento de la preocupación por la seguridad ha estado oca-
sionado tanto por el incremento de las dimensiones urbanas como 
por otros tres elementos característicos: el ascenso del nivel de vida (a 
mayor riqueza social, con índices de vida más desarrollados, mayor 
es la necesidad de seguridad y, por tanto, mayores son las demandas 
sociales hacia las autoridades, y si estas no se cubren, son derivadas 
hacia la seguridad privada); el paralelo incremento de las diferencias 
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sociales y la inequidad (en espacios urbanos subsecuentes conviven la 
segregación y la profunda desigualdad), y las consecuencias del impacto 
de la globalización en la delincuencia (incremento exponencial del 
mercado internacional, multiplicación de los sistemas de comunicación 
y transporte, interrelación de los mercados financieros, limitaciones 
fronterizas de los Estados y sus sistemas de control). Mayor riqueza, 
aumento de la desigualdad y optimización de medios para delinquir 
han conducido a las actuales condiciones de inseguridad urbana, re-
gional y transnacional.

Sin embargo, este no es un problema exclusivo de las grandes ciudades 
latinoamericanas. Como señala el organismo especializado de la ONU 
en uno de los manuales procedimentales más funcionales editados en 
los últimos años sobre políticas urbanas, se establece una vinculación 
directa entre la seguridad y la ciudad:

La falta de seguridad puede ser perjudicial para una ciudad de mu-
chas maneras. El delito tiene costos socioeconómicos significativos, ya 
que expulsa a los inversores y turistas, inhibe el espíritu emprendedor 
local y daña la cohesión social. Aunque la violencia en una ciudad es 
un fenómeno multidimensional, existe evidencia de que un mal diseño 
urbano resulta en un entorno físico deficiente, lo que puede aumentar 
la delincuencia. Lograr que la prevención del delito sea una prioridad 
en las agendas de las autoridades locales puede suponer una diferencia 
significativa, y la coordinación entre políticas y acciones en ordena-
ción del territorio, transporte y en particular el diseño urbano, pueden 
reducir el miedo a la delincuencia y a la violencia.4

Y el mayor problema, según la ONU, es que no se está trabajando para 
minimizar el problema, que seguirá aumentando en la medida que las 
ciudades se expandan, sobre todo en sus zonas marginales.

4	 ONU-Habitat (2014). Versión en español del Instituto de Desarrollo Urbano de Bo-
gotá (IDU), Colombia, p. 116.
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Diseño de políticas de seguridad urbana

Abordar tan grave como urgente problema debe resultar una prioridad 
para las instituciones representativas de la ciudadanía. Existen dos 
modos fundamentales de acercarse al tema: desde una perspectiva 
estatal, generando estructuras de respuesta homogénea y de aplica-
ción similar en todos los puntos del territorio, o desde una perspectiva 
local, dotando a las ciudades de una adecuada autonomía para que 
diseñen sus propios sistemas de respuesta a las demandas de seguridad 
de su ciudadanía (que en último extremo debe financiarla a través de 
sus impuestos). Dada la orientación de este encuentro, se tratará de 
desarrollar prioritariamente este segundo punto de vista.

La complejidad de las interactuaciones que se generan en la actuali-
dad dentro de y desde las ciudades exige una necesaria adecuación de 
respuesta a cada uno de los sectores comprometidos. Esta pluralidad 
se evidencia singularmente en el análisis de los retos de seguridad de 
las ciudades contemporáneas, que pueden ser agrupados inicialmente 
en dos grandes bloques: los desafíos de seguridad no criminales y los 
factores de inseguridad delincuencial.

Casi siempre, cuando se habla de inseguridad, se está apelando a las 
consecuencias de actividades delictivas. Aunque estas pueden ser tan 
plurales y variadas que dibujan un muy amplio arco de efectos; desde 
el pequeño hurto al asesinato, en la actualidad encuentran elementos 
potenciadores que han permitido el crecimiento exponencial de sus 
múltiples actividades (Ruiz Rodríguez, 2010). Pese a que histórica-
mente han existido organizaciones delincuenciales, bien de carácter 
ocasional o con pretensión de duración, el fenómeno de la criminalidad 
organizada actual desborda la mera agrupación de delincuentes.

Frente a la actividad del facineroso aislado o en pequeños grupos 
emergen el dinamismo y la fortaleza de las bandas criminales, orga-
nizaciones jerarquizadas y especializadas que aprovechan los enor-
mes recursos técnicos a disposición y las limitaciones jurídicas de los 
Estados para multiplicar sus actividades tejiendo redes de captación, 
distribución, financiación y lavado de dinero que desbordan los lími-
tes urbanos o regionales e incluso nacionales, utilizando las fronteras 
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un doble propósito positivo para ello: multiplicación de beneficios y 
evasión de la justicia. En consecuencia, combatir estas organizaciones 
criminales supera la responsabilidad municipal, pero es en las ciudades 
donde efectivamente operan y a la que prioritariamente causan daño 
a través de la inseguridad ciudadana.

En segundo orden se deben contemplar los desafíos de seguridad no 
criminales. Si en el apartado anterior la pluralidad era la norma, en 
este no será menor la variedad de ámbitos y retos. Comenzando con 
un sector que raya la delincuencia, pero que va más allá de la violación 
de las leyes, como es la violación de principios y valores, la alteración 
de la convivencia y el incivismo; todo ello está siendo contemplado 
por las nuevas teorías de seguridad (broken windows) como uno de los 
elementos que más inciden en el incremento de la percepción de in-
seguridad por la ciudadanía (Kelling y Coles, 1996; Sousa y Kelling, 
2006). Percepción que en ocasiones está multiplicada por el mal diseño 
de los propios servicios municipales (una inadecuada ubicación de los 
centros policiales entorpece y ralentiza su actuación) y, cómo no, por 
las deficiencias de la misma planificación urbana (mayor concentración 
y falta de infraestructuras multiplican los riesgos de exclusión social y 
delincuencia) (Sepúlveda, De La Puente, Torres y Tapia, 1999).

En esta planificación debe ser insertada la movilidad urbana; aunque 
usualmente no supone un reto de seguridad (pero sí incrementa la 
incomodidad y tensión de la ciudadanía, además de ser un sustancial 
derroche energético, financiero y temporal), en momentos de urgencias, 
alertas o catástrofes tendrá un efecto letal.

Más allá de estas deficiencias o limitaciones en servicios y planificación 
se sitúan dos ámbitos estratégicos: la protección de infraestructuras 
críticas y la gestión de crisis. Cuanto más desarrollada sea una ciudad, 
mayor densidad tendrán sus infraestructuras y, por tanto, se incremen-
tará la fragilidad de su sostenimiento.

Si por medios naturales o antrópicos alguna de esas infraestructuras 
sufre un daño —con la consiguiente cascada de efectos por contagio en 
el resto—, la gestión de crisis se convertirá en el medio imprescindible 
para limitar los daños, contener la multiplicación de perjuicios y res-
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ponder de forma constructiva. Para llevar a cabo esa tarea se requieren 
capacidades en personal, doctrina, medios y comunicación, además 
de la imprescindible decisión política. Ninguno de estos elementos se 
improvisa, por lo que deben estar creados, sostenidos y entrenados 
con suficiente antelación.

La definición de las políticas de seguridad de las ciudades se encuentra 
dentro de un amplio debate sobre los modelos policiales, los desafíos 
criminales y no delictivos a la seguridad y la disyuntiva creciente entre 
seguridad pública y privada. Sin posibilidad de ahondar aquí en los 
elementos cardinales de dichos debates, sí que deben tenerse en cuenta 
algunos vectores que apunten a la vertebración de políticas efectivas, 
eficaces y eficientes en dichos ámbitos. En primer lugar, tener presente 
que cuando se habla de seguridad se encuentra la doble acepción de 
un derecho ciudadano y una política pública: no debe existir incom-
patibilidad alguna entre gobernabilidad y seguridad ciudadana. Más 
matización debe existir en el desarrollo de las estructuras de respuesta;  
la generación por el Estado de organismos especializados ha deparado la  
superposición administrativa de instituciones con competencias que 
se solapan y que, lejos de facilitar la resolución de problemas, pueden 
agravarlos por su actuación contrapuesta, por disputas competenciales 
o por dudas en sus respectivos campos de actuación. No es casual que 
la “gestión interagencial” se haya convertido en toda una disciplina en 
Estados Unidos, donde existen 17 500 cuerpos policiales (police agencies) 
de ámbito federal, estatal y local5. La necesidad de generar elementos 
de seguridad inclusiva es un imperativo categórico que debe ser siste-
máticamente utilizado en cualquier planificación del sector.

El diseño de políticas públicas de seguridad urbana o ciudadana debe 
descansar fundamentalmente en cuatro pilares iniciales: el proyecto 
de ciudad que quiere desarrollarse, el análisis de los riesgos y amena-
zas detectados por las autoridades especializadas, la percepción y las  

5	 Cincuenta agencias federales, 49 policías estales, 1721 agencias especiales de policía 
(que vigilan desde las autopistas a las escuelas), 3086 departamentos de sheriff (coun-
ties), y 12 502 policías municipales. Unas 800 000 personas, uniformadas o no, son 
empleadas en estos cuerpos policiales. Véase http://www.dhs.gov/ (Department of 
Homeland Security).
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demandas de seguridad de la ciudadanía y, finalmente, las capacida-
des con las que se cuenta o desea contar para garantizar los niveles de 
seguridad deseados.

La articulación de cualquier proyecto dentro de la legislación vigente, 
al igual que la optimización de los recursos disponibles, inducirán a 
una doble inercia, tanto organizativa y doctrinal como en la utiliza-
ción de los instrumentos de seguridad heredados. Estas continuidades 
no deben ser interpretadas como dictados de obligado cumplimiento, 
sino como medios adelantados para el desarrollo de la política que 
se desea implementar. La creación de clusters de seguridad permite la 
multiplicación de las sinergias, la mejora de capacidades y la interco-
municación e interoperatividad de los distintos agentes de seguridad 
que conforman el conjunto, facilitando de paso la gestión interagen-
cial. El objetivo final debe ser la conformación de sólidos sistemas de 
prevención, imposición o resguardo de la seguridad, posibilitando el 
desarrollo y los derechos humanos de los ciudadanos y garantizando 
el cumplimiento de la ley.

Aunque por lo general existen en los municipios gabinetes especiali-
zados en el diseño urbano, el desarrollo empresarial y comercial, o 
el fomento del turismo —por poner solo unos ejemplos específicos—, 
en América Latina no suele ser habitual que los haya especializados 
en el análisis y la planificación de las políticas públicas de seguridad. 
En el mejor de los casos, los máximos responsables de los cuerpos po-
liciales —y en ocasiones, militares— tienen reuniones periódicas con 
los dirigentes políticos donde se vertebran líneas de actuación. Como 
se mencionó, la complejidad de la seguridad de las grandes ciudades 
requiere el desarrollo de gabinetes específicos y especializados en el 
análisis y la planificación de la seguridad multidimensional que pre-
cisan las nuevas sociedades urbanas.
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En recuerdo y memoria de Eduardo Galeano

Pre-data emergente, para que no falte quien lo escriba

Un acontecimiento imprevisto (si lo imprevisto existe), que tiene su 
fondo e involucra la particularidad contemporánea de las sociedades y 
ciudades de América Latina, nos llevó a reflexionar precipitadamente, 
e incluir de forma arbitraria si así se considera, el ejemplo de un hecho, 
aquí descrito, que nos ubica frente a un problema que es manifestación 
del inquietante conflicto que recorre desde hace décadas la historia 
reciente de nuestros países, y que se ha constituido en parte sustancial 
de la intranquilidad en la que viven millones de personas y familias 
—por decirlo de la mejor manera—, problema que se ha convertido 
en un desgaste cualitativo de la vida urbana a lo largo y ancho del 
continente. No soy exactamente especialista en el tipo de realidades 
que en breves párrafos relato, sin embargo, mi participación por años 
con artículos en secciones editoriales de prensa sobre las realidades que 

1	 Arquitecto, Universidad de Guadalajara. Maestro en Restauración-conservación de 
monumentos, Universidad de Guadalajara. Doctor en Ciudad Territorio y Sustenta-
bilidad, Universidad de Las Palmas de Gran Canaria, España. Director del Instituto 
de Investigación y Estudios de las Ciudades (IN-Ciudades)/Red Universitaria de Ja-
lisco, UdG. Profesor investigador titular en la Universidad de Guadalajara, adscrito 
al Centro Universitario de Arte, Arquitectura y Diseño.

Capítulo 6

Ciudad y conflicto: encrucijada  
de América Latina
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nos conectan en algo común como sociedades, me han enseñado que 
lo inmediato se une muchas veces con lo trascedente, y el hecho, creo, 
por lo tanto ha suscitado el desasosiego de su inclusión en este escrito.

Por la mañana, a las 10 horas del sábado 11 de julio del 2015, sentado 
frente a la computadora, en la pretensión de activar las ideas y los 
dedos sobre el teclado para traducir en algo coherente el motivo de 
este seminario, de terminar esta entrega, escuché al parecer una ya 
cíclica o nada extraña noticia, la que por diversas vías marca parte 
sustancial del conflicto que vive México y gran parte de la población 
de América Latina.

Por la televisión, luego profusamente por internet, se informaba que 
se había escapado por segunda vez, en esta ocasión “de la prisión de 
máxima seguridad del Altiplano, por medio de un túnel de más de un 
kilómetro y medio de largo”, el conocido narcotraficante Joaquín “el 
Chapo” Guzmán Loera. Tal suceso se producía, paradójicamente, en la 
misma fecha en que el presidente de la república, Enrique Peña Nieto, 
llegaba a la ciudad de París en visita de Estado a Francia, acompañado 
de una comitiva de más de cuatrocientas personas, entre funcionarios, 
políticos de varios niveles, periodistas e invitados diversos; visita que 
fue comentada por el mismo presidente como “histórica”.

La noticia y su posterior tratamiento, por distintos medios electrónicos 
e impresos alrededor del mundo, nos lleva a recordar y preguntarnos 
aquello que escribió Manuel Castells en su libro Comunicación y poder, 
refiriendo la obra de Michel Mann sobre las fuentes del poder social:

En un sentido muy general, el poder es la capacidad para perseguir 
y lograr objetivos mediante el dominio de lo que nos rodea […] Por 
lo tanto, las sociedades no son comunidades que comparten valores e 
intereses. Son estructuras sociales contradictorias surgidas de conflic-
tos y negociaciones entre diversos actores sociales, a menudo opues-
tos. Los conflictos nunca acaban, simplemente se detienen gracias a 
acuerdos temporales y contratos inestables que son transformados en 
instituciones de dominación por los actores sociales que lograron una 
posición ventajosa en la lucha por el poder, si bien cediendo un cierto 
grado de representación institucional para la pluralidad de intereses 
y valores que permanecen subordinados. (Castells, 2012, pp. 36-37)
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En uno de sus textos, Foucault (2007) se pregunta sobre la relación 
entre la economía, el poder y el gobierno, para realizar un dominio 
de los mecanismos para controlar la criminalidad y la violencia con 
los acuerdos correspondientes para que esto suceda.

En esta perspectiva, cabe interrogarnos sobre lo que nos rodea y su 
contenido social; analizar si acaso el contexto que hemos construido 
para la convivencia humana, para la creación y el orden que sustenta 
una forma de gobierno y la proximidad entre nosotros es o ha sido 
desacertado, incorrecto, y si se ha desviado el rumbo; si la ausencia de 
una consciencia cívica inundada de temor que active a la sociedad es en 
parte un síntoma preocupante de la enfermedad. Cuestionarnos sobre 
el panorama de corrupción e impunidad que hoy se hace notar debido 
a las redes abiertas de comunicación. Esta circunstancia, tal y como 
se nos presenta, nos deja, ello sin asumir una actitud determinista, un 
panorama no solo incierto sino sombrío, especialmente referido a las 
urbes y al concepto esencial de ciudad, si se entiende ahora que las 
ciudades son y serán un nodo clave en el futuro de todos.

Y aún más, ¿qué respuestas ocultas tenemos para encontrar explicacio-
nes entre una suma de realidades ocultas? ¿Habría que reflexionar si 
acaso la violencia y el miedo que acechan a las comunidades urbanas 
es parte irremediable de la vida cotidiana? ¿En qué proporción la falta 
de actitud cívica y el ejercicio de la conciencia y de la participación 
política han dejado el campo libre al poder de unos cuantos? ¿Si la 
desigualdad es parte del huerto que cosecha la expansión y creci-
miento del conflicto? ¿Si, como dijo recientemente el presidente Peña 
Nieto, “la corrupción es un problema cultural”? Y, sobre todo, habría 
que preguntarse, sin más escondites: ¿Hasta dónde se pueden seguir 
evadiendo responsabilidades civiles o hasta cuándo y en qué medida 
el pensamiento universitario optará por dejar de lado la ambigüedad 
ideológica que se ha abatido sobre el mundo intelectual, institucional, 
profesional y de gobierno?

No es que el ejemplo de la evasión de un reconocido delincuente, la rea-
lización y su contenido social, sea el germen central del conflicto en la 
vida de las ciudades y sus habitantes; solo que observado a la luz de su 
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impacto sobre todos los ámbitos —económico, político, de comporta-
miento social, cultural, de los organismos representativos— es algo no 
insignificante, si del conflicto, ciudad y porvenir, de la imprescindible 
planeación y construcción de la ciudad como centro y contexto de un 
ineludible futuro urbano y del tejido social y humano que se implica, 
se trata. Razón de más para que no falte quien lo escriba.

Sabemos que el problema que esto significa se puede entender y estu-
diar desde una amplia serie de posibilidades y disciplinas, dado que 
vincula fenómenos aparentemente aislados. Sin embargo, así advertido, 
nos da pauta para descargar una serie de ideas almacenadas, latentes, 
enclaustradas en meditaciones y en surcos sembrados por concepciones 
inscritas en disertaciones aisladas, en la imaginación o en la emer-
gencia conceptual que se alimenta de observaciones, de información, 
noticias y textos de especialistas. Eso, a pesar de que cada vez es más 
difícil saber y confiar en todo el bagaje de contenidos que surgen de la 
información institucionalizada en cifras y cifrada o desde la abundan-
cia informativa que deambula vía la televisión o por internet.

No obstante, nuestro abordaje al tema-problema de la conflictividad 
y la ciudad —que aquí debo tratar aunque brevemente a manera de 
generalidad, dado el modelo de seminario— parte de una premisa 
concreta y al mismo tiempo de gran complejidad: la ciudad, como 
la entendemos y vivimos, es el estadio intermedio entre la unción del 
capitalismo como sistema y modelo de vida, y la modernidad, cuya 
complejidad está aún por comprenderse en su totalidad contextual en 
una era de dinámicos cambios.

Sirva entonces, de alguna manera, por esta vía, la pretensión de pen-
sar y escribir, de dejar salir sin detenerse, desde la apertura y albedrío 
que en ocasiones nos podemos otorgar con el permiso y desahogo de 
nuestras convicciones en pugna. Y quizás también, porque aunque es 
un riesgo inherente, es al mismo tiempo un momento para intentar 
advertir y asaltar la oportunidad de poder disparar ideas en reclusión 
sin abstener derramarlas y sin confundir el contenido ideológico que 
conllevan.
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Advertencia sobre lo urbano y la ciudad

¿La historia se repite? ¿O se repite sólo como penitencia de quienes 
son incapaces de escucharla? No hay historia muda. Por mucho que 

la quemen, por mucho que la rompan, por mucho que la mientan, 
la historia humana se niega a callarse la boca. El tiempo que fue 

sigue latiendo, vivo, dentro del tiempo que es, aunque el tiempo que 
es no lo quiera o no lo sepa. El derecho de recordar no figura entre 

los derechos humanos consagrados por las Naciones Unidas, pero 
hoy es más que nunca necesario reivindicarlo y ponerlo en práctica: 

no para repetir el pasado, sino para evitar que se repita; no para 
que los vivos seamos ventrílocuos de los muertos, sino para que sea-
mos capaces de hablar con voces no condenadas al eco perpetuo de 
la estupidez y la desgracia […] la memoria no contempla la historia, 

sino que invita a hacerla.

Eduardo Galeano, Patas arriba. La escuela del mundo al revés

En el umbral del siglo XXI, para nadie es ya un secreto que lo urbano, 
la ciudad en toda su dimensión y consecuencias, ha tomado ya, sin 
regreso posible, su lugar en el destino de la humanidad. Un lugar 
irreversible de futuro en la múltiple integración del conocimiento, la 
innovación, la construcción de nuevos escenarios, la problemática 
provisión de bienes para la existencia común, para, desde el presente, 
reorientar la irracional acumulación de las contradicciones que provo-
can la desigualdad que genera segregación, pobreza material y social, 
y ahora un lamentable deterioro ambiental.

La ciudad, así entonces, significa más que un espacio territorialmente 
delimitado, administrado, urbanizado, o, si es el caso, si se ve y percibe 
con optimismo, con un argumento positivo, un insustituible y sensi-
ble sitio de oportunidades. Las ciudades son y serán esencialmente  
el espacio y lugar en donde se transforma ya el contenido del pen-
samiento creativo y donde se dirimen desde ahora presentes como 
también horizontes de la humanidad. En este proceso, reto y misión 
colectiva centrada en las ciudades, se inscribe una nueva era de futuros 
particulares y colectivos.
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¿Por qué existen las ciudades?, preguntaba François Ascher en una 
ocasión, y contestaba que porque es el sitio donde se dan las mayores 
oportunidades —de relacionarse y de pretender bienestar— que en 
cualquier otra forma de asentamiento humano. La deducción, el hecho 
que se envuelve en esta afirmación, significa que la ciudad es un espa-
cio social que abriga las aspiraciones de mejores niveles cualitativos de 
vida y, por lo tanto, es un proceso social que resulta en una forma de 
producción espacial colectiva y desde los ámbitos del poder ejercer su 
dominio sobre un territorio en continua transformación.

Un territorio que recibe —es sede que genera— el conflicto de los 
seres humanos asociados en su permanencia, razón y praxis. Cons-
tituye la producción de realidades específicas de contenido cultural, 
económico, social y humano en constante evolución; lugar en donde se 
cruzan, interfieren y confrontan intereses de muy variado objetivo; lo 
mismo, espacio y sitio por donde los más turbios intereses particulares 
de diferente origen y fines se filtran por entre las cañerías subterráneas 
del poder. Espacio con historia que simboliza un cuerpo de identidad, 
simbólico, donde se suceden y trasplantan utopías y prácticas colecti-
vas inscritas en valores cualitativos con los que se erigen y conforman 
comunidades.

La encrucijada que forma el problema de lo urbano y la ciudad —que 
no son lo mismo—, significa un complejo entramado de funciones, 
encadenadas a las estructuras culturales y de comportamiento de las 
comunidades. Tal binomio, urbano y ciudad, proceso y lugar, es hoy 
día, y en los siglos por venir, el espacio geográfico donde se suceden y 
definen las condiciones en las que habitan y habitarán miles de millo-
nes de habitantes en la geografía y territorios de los cinco continentes, 
muy especialmente en cientos de grandes urbes y miles de diferente 
magnitud, convertidas en aglomeraciones humanas donde se convive, 
se exteriorizan materialmente, se expresan y funcionan aspiraciones 
esenciales, creando una tensa argamasa social de relaciones, de movi-
mientos propios y ajenos, de flujo constante de prácticas lícitas e ilícitas.

La ciudad del presente se ha convertido, en tal momento y trascenden-
cia, en la poliédrica y compleja unidad que nos contiene como especie; 
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nos encontramos inmersos en una complicada espiral de posibilidades 
de análisis, de tratamiento y conducción conceptual como nunca antes 
había sucedido. Entre tal encrucijada, cabe subrayar el debilitamiento 
o caducidad de los paradigmas que dieron paso a una modernidad que 
muestra graves fisuras y quebrantamientos sociales, ecoambientales, 
cuyos resultados cualitativos afectan negativamente las condiciones de 
vida de millones de familias y comunidades.

El conflicto que representan la ciudad y sus procesos, su compleja 
composición, ha provocado desde hace décadas una numerosa serie 
de estudios que lo abordan como problema. Nos encontramos, en el 
umbral y avance del siglo XXI, envueltos en una interesante gama de 
intentos disciplinares y multidisciplinares, de búsquedas e impulsos 
intelectuales, ante la demanda y necesidad de construir otros-nuevos 
paradigmas que respondan a los problemas del cambio hacia una 
nueva era. Proceso articulado entre incógnitas y exploraciones, como 
también de resultados dinámicos producto del vertiginoso avance del 
conocimiento. Parte de la historia convertida en una etapa en recons-
trucción a escala planetaria.

La vinculación que conforman los escenarios en construcción en el 
cambio de era en este siglo XXI es una ineludible realidad que transcu-
rre y marca el presente-futuro de las sociedades en todos los lugares. 
Situación a la que se suma el uso inmoderado y la explotación del terri-
torio, y, por lo tanto, de la naturaleza ecológica del planeta; sobre todo 
después de hacernos conscientes de que el “progreso” modernizador, 
sus bases y condiciones de acumulación capitalista no son infinitas.
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Un contexto de ambiente perturbado

Caminar es un peligro y respirar es una hazaña en las grandes 
ciudades del mundo al revés. Quien no está preso de la necesidad, 

está preso del miedo: unos no duermen por la ansiedad de tener las 
cosas que no tienen, y otros no duermen por el pánico de perder las 
cosas que tienen. El mundo al revés nos entrena para ver al prójimo 

como una amenaza y no como una promesa, nos reduce a la sole-
dad y nos consuela con drogas químicas y con amigos cibernéticos.

Eduardo Galeano, Patas arriba. La escuela del mundo al revés.

No sobra repetir la noción y el argumento sobre el cual la población 
del mundo es ya y será eminentemente urbana, sin un porvenir preciso, 
impregnado de optimismos tecnogenéticos y empresariales, e incerti-
dumbres y pesimismos sobre un devenir democrático. Cierto es que aún 
no se visualizan horizontes más o menos claros sobre el futuro urbano 
de la humanidad, de las ciudades como redes humanas de convivencia, 
y del planeta mismo, a partir de la conflictividad estructurada por el 
sistema y el modelo que se ha seguido desde hace ya muchos años.

En el siglo XVI, la población del mundo era de aproximadamente 500 mi-
llones. Para 1900 eran 1600 millones y cerca de 3000 en los años sesenta 
del siglo XX, años en que la preocupación por el acelerado crecimiento 
de la población atrajo la atención de países y organismos internacionales. 
Por tal motivo se realizó, en Vancouver, Canadá, en 1996, la Conferen-
cia Internacional sobre los Asentamientos Humanos. Información de 
ONU-Hábitat destaca en síntesis cifras en las que se puede leer lo sucedido.

Desde los años en que se llevó a cabo la primera conferencia ya men-
cionada, hasta la Conferencia Hábitat II en Estambul en 2006, veinte 
años después, 2600 millones de personas vivían en áreas urbanas, y 
durante el año 2016, según se estableció en la reunión de Hábitat III, en 
la ciudad de Quito, Ecuador, esa cifra llegó a cerca de 4000 millones, lo 
que significa un incremento aproximado de 1400 millones, de los cuales 
el 95 % vive en ciudades de los países del denominado “tercer mundo”.
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El progresivo y acelerado fenómeno de urbanización en el mundo, del 
entramado modernizador que produce ciudad, con sus diferentes ángu-
los y prospectivas de planeación en los últimos setenta años, ha traído 
consecuencias sociales y económicas de gran magnitud. Condición 
cuyos resultados implican una complejidad exponencial de relación de 
las expresiones individuales y sus reacciones en torno a sus vínculos, 
proximidad y vinculación con el otro y los otros, lo mismo que con su 
pertenencia a un estado cultural.

Es evidente que ahora se duda sobre lo sucedido con la formación y 
los procesos de asentamiento humano y su dimensión, alentados por 
la realidad socioeconómica y las estrategias políticas. Se duda sobre 
continuar la expansión generada por las fuerzas e intereses del sistema 
y del concepto mismo de ciudad, acelerada e intrínseca transformación 
que además ha modificado de forma trascendente la cultura como 
totalidad y las particularidades sociales del mundo.

Desde la escalada de crecimiento poblacional y urbanización a me-
diados del siglo XX, especialmente con el impulso industrializador, el 
proceso se convirtió en uno de amplia atención e intereses (que en el 
caso de Latinoamérica sucedió entre el caos y el desorden). Por enton-
ces la pobreza y el problema ecoambiental, ya anunciado en el Informe 
del Club de Roma en los años sesenta y luego en el Informe Brudtland 
en los ochenta, centraron la atención en el desarrollo de las ciudades. 
Su contenido tomó lugar en la preocupación de organismos como la 
ONU, el Banco Mundial, la Cepal y muchos otros, internacionales, 
nacionales y locales; la retórica oficial llenó páginas y gastó papel y 
tinta. Hacia el año 2000, con la múltiple visión de abordaje suscitada 
por la idea del cambio de siglo, con la atención centrada en los pro-
blemas acumulados y visibles en las ciudades y el campo, mediante 
lo que se denominó “retos del milenio” se intentó remediar algunos 
de los acuciantes conflictos que se habían acumulado; sus resultados 
fueron y han sido de alguna manera lamentables frente al avance del 
dominio neoliberal de la riqueza particular.
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Para el continente conocido como América Latina, el último siglo 
constituyó el camino hacia la constitución de las naciones y la ruta 
hacia la modernización, que implicó la existencia de un ámbito ur-
bano concentrador de fuerzas y reductos potenciales de desarrollo, 
y por lo tanto, de conflicto centrado en las ciudades. Tal proceso se 
ha acentuado en los años del liberalismo económico y dominio del 
mercado como censo de la democracia, y se diseminó con amplitud 
hasta llegar en la actual etapa moderna en su versión conservadora y 
especulativa que ahora denominamos “globalización”, versión apun-
talada en los nuevos medios de comunicación e información, en los 
avances tecnológicos, que en tal dirección no es sino la reconfiguración 
del modelo y la reconstrucción de la ruta del sistema de acumulación 
capitalista. Esto, dicho así de partida, por enunciar en este momento 
y de alguna manera un proceso que no es un fenómeno reciente o de 
espontánea configuración, sino que tiene antecedentes de contenido 
que bien pudiesen considerarse de rancio aliento neocolonial, enten-
dido en su más amplia conceptualización histórica. En esta dirección, 
sería interesante simplemente preguntarse: ¿Para qué y a quiénes han 
servido los mapas y los planos?

Mientras, en tal contexto, los conflictos de sus contradicciones y la falta 
de políticas claras de beneficio social, de la caída de sus economías y de 
la pobreza frente a la riqueza y el privilegio, han derivado en aumento 
de la violencia urbana y en visibles hechos de corrupción y criminalidad 
de diferente cuño y origen, que han acentuado su impacto en la vida 
cotidiana y han generado una espacialidad fragmentada de las ciuda-
des, hasta llegar a convertirse en un laberinto de difícil comprensión, 
para entender cabalmente y resolver la encrucijada del presente en el 
camino hacia el futuro.

Tal fenómeno, sabemos, no es aislado ni único en nuestro continente: 
envuelve países, regiones, ciudades y lugares, de la existencia de lo 
urbano y aún en áreas rurales, en donde se produce y reproduce el 
panorama de la división estratificada de su territorio y en donde es 
cada vez más notable la desigualdad espacial y la fragmentación que 
se reproduce.
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Podemos considerar, siguiendo este esquema —con sus consecuencias 
y opciones de debate— que el conflicto en América Latina, como 
parte sur del planeta, no es entonces un “post” desde la perspectiva 
urbana y del concepto y realización de la ciudad como constructo cul-
tural, económico y social; obedece a un proceso encadenado a una 
crisis permanente, compleja y recurrente, cuyas claves estructurales y 
funcionales se articulan como una serie de condiciones generadoras de 
conflicto en donde se configura el desarrollo cualitativo inequitativo y 
deficitario de las sociedades a escala mundial y de sus ciudades. Proble-
ma que destaca la innegable preocupación neocolonial de territorios, de 
países y continentes, de mares, incluso del espacio aéreo, por más que 
se utilice una serie interminable de eufemismos para tratar de explicar 
la situación y se bautice el proceso con el nombre de globalización.

La desigualdad ¿condición de la violencia?

En la era de las privatizaciones y del mercado libre, el dinero 
gobierna sin intermediarios. ¿Cuál es la función que se atribuye al 

Estado? El Estado debe ocuparse de la disciplina de la mano de 
obra barata, condenada a salarios enanos, y de la represión de las 
peligrosas legiones de brazos que no encuentran trabajo: un esta-
do juez y gendarme, y poco más. En muchos países del mundo, la 

justicia social ha sido reducida a justicia penal. El estado vela por la 
seguridad pública: de los otros servicios, ya se encargará el mer-

cado; y de la pobreza, gente pobre, regiones pobres, ya se ocupará 
Dios, si la Policía no alcanza.

Eduardo Galeano, Patas arriba. La escuela del mundo al revés.

La ciudad latinoamericana del siglo XXI, producto de la etapa de in-
dustrialización en su transcurso de modernización dependiente, su 
crecimiento contemporáneo basado en la especulación y la creación 
de mercados de índole subordinada, empalmada actualmente al paso 
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de las décadas al cordón genético, a la sociedad del conocimiento y 
el consumo, ha perdido y desfigurado sus bordes y sus mapas, y, al 
parecer, extraviado sus fines. Su materialidad y funciones dan hoy 
cuenta del rastro de su fragmentación espacio-social, de la pobreza 
ambiental y segmentación social que reproduce, y de la transnacio-
nalización paulatina de su territorio, y así, de la conformación de un 
marco urbano distribuido en centralidades dispersas, enmarcadas por 
la influencia de desarrollo actual de remix neocolonial en la ocupación 
y renta de su espacio.

En este contexto, se suma la formación activa y creciente de descom-
posición de las formas de actuación y cadenas de sucesos que incitan 
la corrupción de sectores públicos y privados, en todas sus escalas y 
niveles, y al mismo tiempo de un poder lateral de origen violento, per-
verso, que acecha la realización plena de la sociedad. No obstante, en el 
discurso y en la retórica oficial se sigue llamando a la construcción de 
una sociedad democrática, sobre todo ahora cuando la concentración 
en unos pocos individuos y grupos de poder en el mundo de la riqueza 
socialmente producida es innegable, causa y motivo de desigualdad y 
violación de derechos humanos en una amplia gama de actividades 
y acciones.

Tal panorama se nos aparece como un orden-desorden de difícil solu-
ción en su totalidad, dada la poliédrica composición y los intereses que 
lo rigen y orientan. Proceso que además va vinculado al reacomodo 
de las fuerzas productivas, así como al dinámico cambio de la fase de 
producción y consumo en la cadena de transmisión de la innovación y 
la construcción de escenarios de una nueva era, dicho así, sin definicio-
nes únicas pero sin negar que se vive un proceso de cambio e impacto 
que nos involucra a todos. En especial, ante la realidad de los esque-
mas de cambio que se suceden centrados en las ciudades, lugares en 
donde se mueven comunidades urbanas estratificadas, fragmentadas, 
y donde se reproduce la segregación y el privilegio; signo distintivo y 
clave para que el modelo de vida que construye y alimenta el sistema 
de enriquecimiento selectivo, generado por la modernidad-posmoderna 
neoliberal, perviva y se reproduzca.
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En esta vía, en América Latina, considerada por muchos estudiosos y 
organismos internacionales la más desigual, la planeación y construc-
ción de las ciudades han seguido la concepción institucionalizada de la 
modernidad decimonónica, en la que se forjó la industrialización y el 
funcionalismo bajo los esquemas que concibió el movimiento moder-
no. La ruta seguida ha sido un esquema tecnocrático sin autocrítica, 
alimentada y aceitada su maquinaria por su repetición institucional 
al servicio de intereses particulares, de grupos articulados de poder, 
recientemente velada entre las telarañas de una supuesta y simulada 
planeación participativa.

Se reproduce por doquier una suerte de versión planificadora que le-
gitima y promueve la continuidad al servicio de cuerpos de interés 
particular asidos a la especulación del capital financiero, cuanto a una 
tendencia oscura de inversiones inmobiliarias, mediante una planeación 
que alienta una edificación contraria a la igualdad socioespacial. Es-
quema que ahora trata de concentrar su disposición planificadora en la 
convocatoria a construir ciudades densas, por razones nada ocultas de 
alentar una nueva etapa de especulación y control del desarrollo urbano.

La destrucción de la trama urbana de las grandes ciudades del conti-
nente es un tema ampliamente conocido. La degradación del espacio 
tradicional, denominado como centro histórico, lo mismo que otras 
áreas de la primera modernidad, o han sufrido de abandono o se han 
transformado en sitios concentradores de oficinas o lugares de ocio 
y comida. Se ha producido una relación urbana centro y periferia, 
vinculada a la gestión del capital inmobiliario especulador, que deter-
mina la noción de calidad ambiental de los escenarios, de la pobreza 
popular a la fascinación ambiental por el consumo y la jerarquización 
habitacional.

El resultado de la tendencia seguida por la planeación moderna basa-
da en la antigua tradición del zonning ha sido la configuración de una 
especie zoológica de urbanismo y de espacialidad de precariedad y 
desigualdad espacial; de lugares aislados, ejemplo de fragmentación 
urbana, en donde se reproduce la parcelación y germinan las diver-
gencias, caldo de cultivo de la violencia soterrada y cotidiana.
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El mito de la participación ciudadana es ahora una postura muy so-
corrida a pesar de la pobreza de resultados, el atentado a la dignidad 
de millones de personas y sus comunidades, y a la salud ecológica 
del planeta. No obstante, entre los bordes de todo esto se mueven las 
inquietudes ciudadanas y de comunidades que exigen cada vez más 
participar en el aliento democrático que supone ser copartícipe de la 
construcción de la ciudad.

Existe un difícil equilibrio que a veces parece romperse, quebrarse, 
desaparecer aquello que parecía sólido. Se derrumban o se vuelven 
vulnerables las convenciones y las normas sobre las que se sustenta 
una determinada organización social que, de manera involuntaria e 
insospechada, puede convertirse en una estructura trivial de aparente  
convivencia en la que dejan de existir las relaciones espaciales y de 
convivencia. (Cortés, 2010, p. 223)

Se hace necesario reparar en que la forma de planear y construir las 
ciudades, de ordenar el territorio desde la forma tradicional moderni-
zadora, ha sido rebasada por las ingentes realidades en una espiral de 
conflictos en el tránsito de una era a otra. Esta encrucijada no acepta ya 
matices planificadores, pues niega el concepto tradicional de ciudad al 
que aspiran los colectivos humanos y comunidades que la conforman.

No se puede dejar de analizar críticamente la parte esencial del deve-
nir del proceso histórico socioeconómico moderno que ha regido, que 
suma la implicación del poder depredador, local y trasnacional, al de 
la naturaleza ecológica. El problema del cambio climático, ya no solo 
del trillado discurso del medio ambiente y la sustentabilidad, exhibe 
el modelo de existencia enmarcado por un sistema económico espe-
culador y su esencia insustentable; véase el ejemplo de la Amazonía.

El tratamiento de los vínculos de lo urbano, en su síntesis de Urbs-Ci-
vis-Polis, con lo que constituye el contenido tradicional de lo que aún 
entendemos como ciudad, su significado y funciones, se encuentra en 
el centro de los problemas y retos por resolver lo antes posible, aun en 
la comprensión de que no es una tarea para impacientes. Es necesa-
rio entender que el costo negativo de todo esto nos incluye a todos, a 
todos, todos.



123

Ciudad y conflicto: encrucijada  de América Latina

Conflicto o encrucijada de violencia

La sociedad de consumo consume fugacidades. Cosas, personas: las 
cosas, fabricadas para no durar, mueren poco después de nacer; y 
hay cada vez más personas condenadas desde que se asoman a la 
vida. Los niños abandonados de las calles de Bogotá, que antes se 
llamaban gamines, ahora se llaman desechables y están marcados 
para morir. Los numerosos nadies, los fuera de lugar, son “econó-

micamente inviables”, según el lenguaje técnico. La ley del mercado 
los expulsa, por superabundancia de mano de obra barata. ¿Qué 

destino tienen los sobrantes humanos? El mundo los invita a desa-
parecer, les dice: “Ustedes no existen, porque no merecen existir”. 
La realidad oficial intenta ocultarlos o perderlos: se llama Ciudad, 

oculta la población marginal que más ha crecido.

Eduardo Galeano, Patas arriba. La escuela del mundo al revés

Como explica Carrión,

es necesario aclarar que conflicto y violencia no son sinónimos, como 
tampoco se expresan a través de una determinación lineal. Las ciuda-
des no solo son el lugar fundamental de la concentración de la pobla-
ción, sino que también lo son de la diversidad y de la heterogeneidad 
[…] La conflictividad urbana es una síntesis multicausal que provoca 
varios efectos, algunos de los cuales pueden asumir formas violentas 
[…] La violencia es producto de una relación social conflictiva que 
surge de intereses y poderes que no encuentran soluciones distintas a 
la fuerza. Es un nivel de conflicto que no puede procesarse dentro de 
la institucionalidad vigente porque, por ejemplo, el sistema político 
está construido sobre una representación social que tiene muchos vi-
cios. (Carrión, 2001, pp. 3-4)

¿La aglomeración que pernocta o habita, se mueve y transita por los 
canales de la producción, consumo y realización de su espacialidad, es 
una condición neutral de la conflictividad urbana? ¿El excesivo mal-
trato que deviene de la ineficiencia del transporte público, el tráfico 
y el ruido, la ansiedad que provoca el uso del tiempo se puede evitar 
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en la vida cotidiana de la ciudad? ¿La cubierta denominada casa y su 
calidad intrínseca es equitativa para todos? ¿La ausencia de espacios de 
reunión y proximidad, la necesidad de abasto y alimento, son ajenos a 
las relaciones de poder que se dan en su contexto? ¿La pobreza es una 
condición indefectible de la relación salario-trabajo? ¿La educación tiene 
un significado urbano clasista? ¿La inseguridad y la criminalidad son 
consustanciales al habitar en ciudad? ¿Todos estos problemas confor-
man la madeja de sucesos, entre otros, que culminan en una serie de 
consecuencias que podemos comprender como violencia cotidiana de 
bajo impacto o residual? ¿La violencia, en sus diferentes magnitudes y 
realización, forma parte innegable de la vida urbana, por lo tanto, de 
la ciudad en sí misma?

En este contexto y suma de condiciones, debemos asumir sin excusas, 
recordar y no olvidar, que América Latina es el continente más desi-
gual del mundo. Muchos estudios y datos, cifras y estadísticas, especia-
listas e informes de organismo lo han repetido y anotado las causas. No 
es desconocido para todas las instancias de gobierno y grupos de poder 
que esto se ha venido concentrando en nuestras ciudades por más de 
medio siglo. La desigualdad espacial urbana ha sustituido el tema de 
la pobreza radicada en las ciudades, como factor clave de los proble-
mas del orden-desorden que resulta de la asimetría pobreza-riqueza. 
La primera ha aumentado exponencialmente en números acuciantes 
para la salud social y lo que se pretende como democracia, mientras 
que la segunda ha crecido y se ha concentrado escandalosamente, si-
tuación que en los últimos meses ha pasado a convertirse en el centro 
de atención mundial ante la obscena prueba de codicia que reviste.

El panorama de las ciudades contemporáneas en Latinoamérica, como 
totalidades sociales y culturales, de base económica en el sistema ca-
pitalista, hace evidente que la urbanización institucionalizada en el 
marco de las normas que le tutelan, la planeación y construcción con 
que oficialmente se han producido y desarrollado, ha desempeñado 
un papel importante y crucial en la especulación y absorción de las 
ganancias. Es inocultable la concentración de riqueza subrogada en 
su espacialidad, y la pérdida cualitativa de su finalidad por las ma-
yorías (Harvey, 2013). Este proceso ha generado que el privilegio se 
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reproduzca y sus consecuencias se orienten al despojo cualitativo de los 
ambientes urbanos para las mayorías y la insularización de las mino-
rías: el deterioro o abandono del espacio público y el enclaustramiento 
en sitios de apariencia aséptica y descontaminada, de desclasamiento 
ideológico, llamados centros o plazas comerciales o en zonas residen-
ciales acuarteladas.

A pesar de los datos y cuadros estadísticos, que en muchas ocasiones 
tratan de disminuir sus efectos públicos con el fin de rescatar el descré-
dito en los Gobiernos y los partidos políticos, se puede argumentar, sin 
duda, que la idea romántica de la ciudad —entendida como solución 
a los problemas del campo, espacio de interacción y construcción de 
ciudadanía— ha sido dejada atrás, y que ahora se consolida una pers-
pectiva alterna que la asume como espacio de conflicto, desorden y 
seguridad. Así, la imagen que se fortalece de la ciudad es expresión de 
la sensación de desprotección frente a lo desconocido. Nos encontra-
mos con un urbanismo debastado y un tejido social desintegrado, que 
hacen imposible la poca existencia de las ciudades en un ambiente de 
seguridad y sana convivencia.

Todo esto es el resultado de muchos errores y políticas públicas equi-
vocadas y de corto plazo —aunque no se acepte— de la planeación, 
antes y actual de las urbes, ahora bajo la pretensión de una competiti-
vidad marcada por intereses concentradores de poder ajeno al sentido 
de comunidad. En esta se induce a políticos y sectores profesionales, 
incluso a intelectuales del amplio abanico institucional y burocrático, a 
grupos de interés privado nacionales y extranacionales, a involucrarse 
en discusiones y debates conceptuales de supuesto interés colectivo, que 
exhortan y enredan posturas y propuestas en los márgenes de los pro-
gramas y proyectos de renovación, algunos remediales, que integran las 
políticas públicas y privadas desde hace un buen número de décadas.

Durante muchos años se ha realizado planeación urbana para intentar 
lo que se desea que suceda, y no sucede; sería tiempo de ir pensando 
ya en una planeación para los que no queremos que suceda.
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El contexto desigual de los entornos urbanos

La economía latinoamericana es una economía esclavista que se 
hace la posmoderna: paga salarios africanos, cobra precios euro-
peos, y la injusticia y la violencia son las mercancías que produce 
con más alta eficiencia. Ciudad de México, 1997, datos oficiales: 

ochenta por ciento de pobres, tres por ciento de ricos y, en el medio, 
los demás. Y la Ciudad de México es la capital del país que más 
multimillonarios de fortuna súbita ha generado en el mundo de 

los años noventa: según los datos de las Naciones Unidas, un solo 
mexicano posee una riqueza equivalente a la que suman diecisiete 

millones de mexicanos pobres.

Eduardo Galeano, Patas arriba. La escuela del mundo al revés

Relatar lo que a diario tienen que vivir los habitantes más pobres en su 
confrontación cotidiana con su existencia en la ciudad en muchos mo-
mentos puede parecer una novela de pesadilla o una borrosa comedia 
de mal gusto. En su cotidianidad se confrontan con las contradicciones 
que se imprimen en su funcionamiento “normal” para poder mantener 
una vida con los mínimos índices de dignidad humana. Basta observar 
el tiempo que pierde un trabajador en trasladarse y volver de su trabajo 
cada día, sumar las horas que pierde una persona en semanas, meses 
y años de su vida productiva. Si se juntan las de toda una colectividad 
se podría dar cuenta de la suma de años de capacidad productiva que 
pierde una comunidad.

Revisar algunas muestras del anaquel de los problemas que marcan la 
realidad urbana de América Latina genera por lo menos una percep-
ción de lo que sucede en el contexto urbano de la desigualdad: áreas 
en las que se muestra el aumento de la pobreza y la concentración de 
la riqueza, evidencia espacial de la fragmentación socioespacial; con-
taminación ambiental e insuficiencia en el tratamiento de desechos; 
burbuja inmobiliaria y especulación con el suelo urbano, que ha dado 
por consecuencia miles de viviendas abandonadas (40 000 en el área 
metropolitana de Guadalajara); construcción de lugares de vivienda en 
cotos cerrados, muestra de la fractura territorial y de la apropiación de 
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lo urbano de la ciudad; transporte público, que es privado, deficiente y 
maltrecho; áreas y actividades de delincuencia sin control; carencia de 
infraestructura hidrosanitaria; desempleo y deterioro de los salarios, 
que resulta en un extenso comercio informal, y la activa participación de  
las empresas outsourcing que forman parte del circuito de explotación de 
los trabajadores; insuficientes políticas públicas en salud, educación y  
cultura; pérdida proporcional de espacio público y verde; Gobiernos 
y autoridades corruptos, a lo que se puede agregar el aumento de la 
represión policiaca y la impunidad.

Condiciones en conjunto unidas a un sinnúmero de etcéteras, que 
reflejan a la vez Gobiernos sometidos a intereses alejados del denomi-
nado bien social, que muestran y dan un trazado de incongruencias 
y deslealtades civiles y políticas, que explican con cierta claridad un 
espacio continental inmerso en un laberinto de incertidumbres, que 
a la vez se enmarca en el producto de décadas recientes de construc-
ción de una realidad en constante cambio, especialmente inmersa 
en la dinámica trayectoria de reconversión del modelo capitalista de 
desarrollo neoliberal y sus pretensiones de acumulación. Para qué es 
el Plan Mérida que ha entrañado una cantidad de dólares al Gobierno 
de México, si no para emprender una suerte de plan de represión, ya 
que a esto se le ha acompañado con una nueva ley que sanciona las 
manifestaciones públicas.

Tal condición afecta también a los estratos cuya capacidad media o 
de los altos rangos económicos viven, mientras su entorno se nutre 
de información que trata de manera complaciente esa realidad en la 
que los medios de información masiva, en especial los electrónicos en 
manos de los grupos hegemónicos, les llenan de paliativos y modelos 
(Cortés, 2010, p. 210) que corresponden a procesos culturales ajenos, al 
mismo tiempo que la globalización genera las tendencias uniformado-
ras de consumo y comportamientos. Las manifestaciones de violencia 
condicional o criminal, en sus diversas expresiones, son parte de los 
esquemas y procesos de vida de las sociedades en las urbes de Lati-
noamérica. De esto forma parte el repertorio de confrontaciones de 
apariencia invisible u oculta que se producen.
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En reciente artículo aparecido en el periódico español El País, los ar-
ticulistas invitados, Caetano y De Armas, anotaban que

según Oxfam, el año pasado el 1 % más rico del planeta era due-
ño del 48 por ciento de la riqueza del mundo. Pero las tendencias 
tienden a agravarse: en el 2016 ese 1 % tendrá más del 50 % y en el 
2019 más del 54 %. Si desagregáramos los grandes segmentos, nos 
encontraremos con asimetrías incluso más irritantes: en el 2014, el 
20 % del 99 % concentraba el 46,5 % de ese restante 52, al tiempo 
que las ochenta personas más ricas del planeta poseen actualmen-
te lo mismo que los 3600 millones de personas más pobres. En ese 
contexto escandaloso, la situación de América Latina, a pesar de 
haber mejorado en la última década, sigue manteniendo guarismos 
muy preocupantes. Según el Banco Mundial y el Centro de Estudios 
Distributivos, Laborales y Sociales (Cedlas), América Latina es la se-
gunda región más desigual del planeta (52,9 de coeficiente de Gini), 
apenas por debajo del África Subsahariana (56,5 y seguida desde 
bastante lejos por Asia (44,7) y por Europa del Este y Asia Central 
(34,7). Por su parte, el recientemente publicado Panorama Social de 
América Latina 2014 de la Comisión Económica para América Latina 
de las Naciones Unidas (Cepal) ha registrado un estancamiento en la 
baja de la pobreza: el porcentaje de personas con ingresos inferiores 
a la línea de pobreza fue 28,1 en el 2013, al igual que en el 2012, y 
se proyecta que baje apenas en una décima porcentual para el 2014. 
(Caetano y De Armas, marzo de 2015)

En el territorio continental geográfico de la original América, renom-
brada América Latina o Latinoamérica —según agencias de todo 
rango—, aproximadamente el 76 % de la población habita hoy día en 
áreas urbanas. Espacio geográfico continental plagado de actividades 
productivas industriales y de consumo depredadoras y contaminantes, 
de pobreza ambiental y espacios de privilegio, lo que nos lleva a com-
prender una posible versión de lo que forma y representa actualmente 
el reducto de lo urbano como estructura de la ciudad. Espacio en donde 
la proclama de igualdad, libertad y fraternidad dio pauta al proceso, 
no el único, de creación del sueño y aspiración de construir otra forma 
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de acuerdo social para convivencia: la democracia. Estas palabras y su 
contenido han perdido sustancia ante la evidencia de la insolidaridad, 
la desigualdad y la debilidad del respeto a los derechos humanos.

Así, todo hace parecer que el deseo de democracia fue secuestrado 
por las élites solo para su beneficio, condición que supone la fórmula 
democracia igual a mercado; ideología fundamentalista que prima en 
la visión de los ejes del poder mundial. En este contexto, se calcula, en 
México, que aproximadamente el 60 % de su población de alrededor 
de 120 millones de habitantes vive en el umbral de la pobreza, y de esa 
cantidad el 30 % vive en condiciones de miseria existencial, que com-
prende el espacio y el contexto próximo habitable, las oportunidades 
de trabajo, salario suficiente, educación, alimentación, etc. El aumento 
de la criminalidad y la sensación de inseguridad se funden con la co-
rrupción y la impunidad; la institucionalidad vigente se menoscaba y 
pierde sentido y legitimidad porque, por ejemplo, el sistema político está 
construido sobre una representación social que tiene muchos vicios: la 
legitimidad de los gobernantes se erosiona rápidamente, el clientelismo 
—como expresión de la privatización de la política— tiene sus límites, 
y las relaciones de poder se fundan en la exclusión del oponente antes 
que en la inclusión, el consenso o la concertación (Carrión, 2001, p. 4).

En un conocido periódico publicado en España apareció un artículo 
firmado por Alicia Ziccardi en el que retrata fielmente la compleja rea-
lidad de las ciudades de América Latina, envueltas en un entramado de 
circunstancias y contradicciones históricamente acumuladas, que ponen 
de manifiesto las graves dificultades y retos por solucionar de cara al 
futuro en este siglo XXI.

En el marco de una nueva oleada modernizadora del espacio ur-
bano —impuesta para adecuar el territorio a los requerimientos de 
la economía global—, las ciudades han transformado rápida y pro-
fundamente no sólo su fisonomía, sino también las relaciones entre 
la economía, la sociedad y el territorio. Se trata de construir nuevas 
relaciones que sustituyan a las construidas durante el proceso indus-
trializador fordista característico del siglo XX. En este contexto uno 
de los rasgos que signa el espacio urbano en la región es la expan-
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sión de las condiciones de pobreza y desigualdad. En este sentido, 
las ciudades latinoamericanas no sólo son la expresión espacial de 
profundas desigualdades económicas y sociales sino que son produc-
to de un intenso proceso de apropiación y uso del espacio urbano de 
corte neoliberal, generador de nuevas y diferentes inequidades en el 
acceso a los bienes y servicios de la ciudad. Precisamente son estas 
desigualdades urbanas las que modifican y amplifican las desigual-
dades estructurales que han caracterizado históricamente a nuestras 
sociedades. (Ziccardi, abril de 2005, p. 23)

Sin embargo, y a pesar de lo acumulado en la larga historia de trans-
formaciones, que ha supuesto una toma de conciencia y los llamados 
a intervenir por parte de los organismos internacionales que represen-
tan la voluntad colectiva de los países y sus Gobiernos, de las firmas 
de convenios y programas que han considerado atender las posibles 
soluciones a los problemas más acuciantes que se ciernen sobre las 
urbes y sus habitantes, la realidad que se manifiesta como esencia del 
proceso se encuentra, según se reconoce, en la desigualdad sobre la 
que se construyen los resultados de la pobreza y la precariedad, así 
como sus consecuencias en el caso de las áreas urbanas y sus cualidades 
espacial y funcional.

La conflictividad de la vida urbana en Latinoamérica genera una es-
pecie de sentimiento de riesgo, lo que está ocasionando el surgimiento 
de múltiples alternativas de protección y segregación espacial. En este 
sentido, se está creando todo un conjunto de entornos privados (centros 
comerciales, campus universitarios, parques de atracciones, zonas de 
oficinas) relacionados entre sí como una vasta red, y conteniendo cada 
uno sus propios espacios “públicos”, cuyas consecuencias más evidentes 
son tanto el incremento de las distancias espaciales o la fragmentación 
del espacio y las relaciones en la ciudad, como la privatización de los 
lugares comunitarios y de las responsabilidades cívicas.

De este modo, la planificación de la ciudad está diseñada para preser-
var la posición de privilegios de determinadas clases sociales a partir 
de sutiles variaciones en los códigos de construcción y de densidad 
(Cortés, 2010, pp. 122-126). Habría que añadir aquello que explicaba 
Touraine acerca de que la ciudad latinoamericana del presente es 
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testimonio de la fragmentación creciente de experiencias individuales 
que pertenecen a varios lugares y tiempos, condición que constituye 
un rasgo esencial de la vida moderna (Touraine, 1997).

Del escaparate de las realidades

Inundaciones, inmundaciones: torrentes de inmundicias inundan el 
mundo y el aire que el mundo respira. También inundan el mundo 

las cataratas de palabras, informes de expertos, discursos, decla-
raciones de Gobiernos, solemnes acuerdos internacionales, que 

nadie cumple, y otras expresiones de la preocupación oficial por la 
ecología. El lenguaje del poder otorga impunidad a la sociedad de 

consumo, a quienes la imponen por modelo universal en nombre 
del desarrollo y también a las grandes empresas que, en nombre 

de la libertad, enferman al planeta, y después le venden remedios 
y consuelos. Los expertos del medio ambiente, que se reproducen 

como conejos, se ocupan de envolver a la ecología en el papel celo-
fán de la ambigüedad. La salud del mundo está hecha un asco, y el 
lenguaje oficial generaliza para absolver: somos todos responsables, 
mienten los tecnócratas y repiten los políticos, queriendo decir que, 

si todos somos responsables, nadie lo es.

Eduardo Galeano, Patas arriba. La escuela del mundo al revés.

El espacio público, la planeación especulativa, el transporte pú-
blico deficiente, son desde hace tiempo adjetivos y sustantivos fre-
cuentemente escuchados o utilizados en trabajos de análisis o en 
conferencias y discursos. Todo esto destaca como la preocupación 
esencial en cualquier encuesta seria de las múltiples que se han 
realizado sobre la situación y condiciones de vida en las grandes 
urbes, a lo que se ha agregado con énfasis, en los últimos años, la 
desigualdad, la violencia y el miedo, la impunidad y el crimen orga-
nizado, la falta de seguridad de las personas y sus bienes, la impu-
nidad y la corrupción. Mientras tanto, el desempleo, el hambre, la 
contaminación, la corrupción, la precariedad espacial y ambiental, 
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la educación y el privilegio, el consumo diferenciado, la televisión, 
los avances tecnológicos, la insuficiencia en los servicios de salud y,  
sobre todo, la inseguridad y la represión, el secuestro, el narcotráfico  
y el crimen concretan una realidad cada vez más apremiante.

Un mapa de incertidumbre sobre el futuro de nuestras ciudades, la fragi-
lidad y la inseguridad de la coexistencia diaria, cubre hoy el panorama 
de los habitantes en las urbes de América Latina. En estas cunde y se 
procesa la fragmentación social y la confrontación privilegio-desigual-
dad espacial. Aparecen sobre su suelo especulación y pobreza como una 
reunión inequívoca del modelo de desarrollo. Al lado de barriadas de 
pobreza existencial están los llamados cotos cerrados, lo que ha hecho 
progresar una especie de aislamiento formal como distinción social, 
como estatus.

Frente a la inseguridad y el temor, vivir entre iguales produce un es-
tado anímico de bienestar. Los espacios de consumo se especializan, 
producen los ambientes de aislamiento clasista, y se generalizan urba-
nizaciones controladas y sitios como mundos y oasis en donde no hay 
lugar ni para el desorden ni para la amenaza. Los barrios populares se 
satanizan y se cubren de vigilancia policiaca, y a sus habitantes se les 
detiene por, como dice Galeano, portación de cara o vestimenta. Las 
fronteras infranqueables de coexistencia pierden la relación confiable 
entre el nosotros y el otro.

Políticas públicas y programas han pasado por años, y la realidad 
contradice su resultado, mientras los informes propios y de organismos 
externos difunden avances. Hace tiempo leí en algún lado una reseña 
en la que aparecían unas notas sobre el pensamiento de un político y 
estadista inglés del pasado. Se leía lo que se supone había escrito sobre 
tres clases de mentiras: las piadosas, las diabólicas y las estadísticas. 
Esas cifras en las que las ciencias duras y el pragmatismo han cimen-
tado verdades, que no obstante parecen irrefutables, no han sido la 
base para cambiar un estado de cosas y, antes bien, han sido cimiento 
para todo lo contrario. Porque ante la realidad que nos envuelve, las 
estadísticas y los números duros se revelan cada vez más como un 
placebo para un síntoma que tiene sede en el origen de su enfermedad.
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Lo cierto es que vivimos una etapa de transición hacia una nueva era, 
bajo el influjo de las corrientes económicas y culturales que impactan 
la construcción y realización de los escenarios urbanos del siglo XXI, 
entre los que se inserta el conflicto de la violencia y el deterioro de la 
seguridad social e individual. Ser consciente de la complejidad de la 
realidad formada por numerosas determinaciones debe ser una guía no 
suficiente en nuestros estudios y propuestas de acción. El conocimiento 
genera, a su vez, la responsabilidad por comprender las interrelaciones 
que se activan en su proceso para intentar cambiar esa cadena de la 
realidad conformada por los intereses particulares que intervienen en 
esta, y para llevarlas al ámbito de los intereses comunes.

Atreverse a visualizar los caminos en los que se puede alcanzar la uni-
dad de factores e intereses, tratar de irrumpir en la ruta de que otro 
orden es posible, teniendo en cuenta la historia de los conflictos y su 
fondo, es una tarea en espera constante. Dejar atrás la simple relación 
de causa-efecto que priva en muchos de los estudios y propuestas de 
política pública, privada, y de muchas de las instituciones encargadas 
de generar conocimiento.

Asumir y trabajar en el reto de construir nuevos procesos conceptuales 
para asentar paradigmas innovadores y cambios del orden social esta-
blecido construido bajo la égida del sistema de acumulación indeseable 
o perversa no es algo simple, sino ya imprescindible para una mejor 
convivencia. Estudiar y entender la complejidad del entramado que 
genera la existencia de lo urbano-ciudad, al hilo de la relación entre la 
sociedad, el territorio particular como contexto, el nacional si se quiere, 
y los flujos de realidad que fluyen por diversos canales de la convivencia 
mundial entre las geografías continentales y locales. Indagar en los 
problemas ecoambientales producto del modelo y del sistema, que son 
una preocupación y un dilema para Gobiernos, organismos y grupos 
intelectuales en todo el orbe, que impactan los espacios de desigualdad.

Se debe abrir el reservorio de las preocupaciones intelectuales que se 
veían venir, pero que el sistema, en sus niveles de influencia política, 
económica, social y educativa ha intentado controlar u oscurecer entre 
los decorados de una sociedad saturada de información superflua, y de 
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la herencia conformadora de una comunidad global ligada al consumo 
y la égida de un sistema neoliberal impregnado de conservadurismo 
—explicable— que busca imponer el orden y los valores convenientes 
a su proyecto de dominio.

En los albores del siglo XXI, la ciudad significa una acumulación de 
hechos y desenlaces, rastros y consecuencias de un modelo de construc-
ción social y económica, de un sistema y de un proceso de desarrollo 
implantado e impuesto desde hace muchas décadas, por no ir más 
atrás, a escala planetaria. Mientras tanto sería bueno recordar las 
palabras de Eduardo Galeano:

No es mucha la gente que nace con esa incómoda glándula llamada 
conciencia, que impide dormir a pata suelta y sin otra molestia que 

los mosquitos del verano; pero a veces se da.

Eduardo Galeano, Patas arriba. La escuela del mundo al revés.
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Fabio Zambrano Pantoja1

Introducción

En la historia del ordenamiento territorial (OT) colombiano encontra-
mos cinco modelos, lógicas o etapas en que se ha organizado el actual 
espacio 2. Si comparamos el caso colombiano con el del México, donde 
el espacio se ordenó en el siglo XIV y así quedó hasta el presente, o el del 
Perú, donde desde la fundación de Lima hay un solo modelo de OT, en 
nuestra historia encontramos la sucesión de varios modelos que están 
atravesados por profundas dislocaciones en las primacías urbanas. Si 
se exceptúa a Bogotá, el cambio en el orden de las ciudades primadas 
es constante, y solamente hay un relativo equilibrio en el último siglo.

La explicación de este cambio constante en la distribución de la pobla-
ción en el espacio radica en la disposición de los recursos en el espacio 
y en las instituciones. El establecimiento del Estado español definió 
una estructura espacial en función de la extracción de recursos y su 

1	 Magíster en Historia de América Latina de la Universidad de la Sorbona, París 
(Francia). Profesor titular de la Universidad Nacional de Colombia, adscrito al Insti-
tuto de Estudios Urbanos (IEU).

2	 No consideramos el ordenamiento del territorio que establecieron los indígenas, por 
no haber sido urbano. Sin embargo, el poblamiento prehispánico sigue siendo el 
fundamental, en razón a que los españoles fundaron ciudades de preferencia donde 
había población indígena sedentaria. Donde había pobladores nómadas se formaron 
fronteras de enfrentamientos militares. 

Capítulo 7

El futuro de las ciudades en Colombia
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acumulación en España. Esto creó unos corredores de comunicaciones 
entre las provincias ricas en tributación, como el centro oriente, y las 
provincias mineras, como el occidente. Todo se drenaba por el río 
Magdalena al puerto caribeño de Cartagena. Estos intereses crearon 
la primera red urbana en la Colonia temprana.

Sin embargo, para entenderlo mejor, hay que tener presente la desigual 
disposición de los recursos en el espacio. En primer lugar, encontramos 
la organización de las montañas andinas en tres fragmentos, muy dife-
rentes entre sí. En ellas, la población prehispánica habitó de preferencia 
en las tierras altas, donde se desarrollaron sociedades sedentarias que 
fueron básicas para el establecimiento de los circuitos de tributación 
hispánicos y, por lo tanto, donde tuvo éxito la imposición de las ciuda-
des y las instituciones españolas, en especial la Iglesia católica.

Este espacio andino se encontraba muy débilmente conectado con la 
fachada marítima caribeña, en razón a que el río Magdalena carece 
de vientos y, por ende, no permitió la navegación a vela, lo cual obligó 
al uso de la boga, lento sistema que no facilitó el intercambio. Además, 
el valle del Magdalena es una zona proclive a fuertes enfermedades 
tropicales que dificultaron el establecimiento de ciudades y su empleo 
para la agricultura.

Los puertos caribeños debieron su éxito a la prestación de servicios 
portuarios a las economías del interior. Cartagena durante la Colonia, 
gracias al canal del Dique, que facilitó la comunicación con el río 
Magdalena; luego, desde 1830, Barranquilla. No fueron puertos que 
sirvieran a las exportaciones de sus propias economías, debido a la 
ausencia de la plantación, en razón a contar con una fabulosa dotación 
de ecosistemas pero en unidades muy fragmentadas que impedían su 
uso intensivo, como lo exigen las economías de escala para competir en 
los mercados externos. Las economías caribeñas estuvieron vinculadas 
a la extracción de recursos naturales, y algo a la minería, además del 
intenso comercio que se derivaba de la condición de puertos asociados 
a las funciones que el imperio español imponía.

El orden soñado por España, y establecido en el siglo XVI, era un orden 
urbano, que presuponía su permanencia en el espacio y en el tiempo.  
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El modelo de ciudad provenía del principio de que era una metáfora del 
cielo, y bajo esta idea se definió el urbanismo español en América. No 
obstante, si bien el Estado es el actor fundamental en el ordenamiento 
del territorio y en la definición de las redes urbanas, la disposición de 
los recursos en el espacio es la otra variable que define la suerte de las 
ciudades fundadas en el siglo XVI.

El cambio constante del ordenamiento territorial ha tenido que ver 
con dos variables. Una, la debilidad de las instituciones para ejercer un 
control sobre la población, desde la dimensión moral y su obligatoria 
residencia urbana. Esta se manifiesta en el profundo mestizaje que se 
sucede en la segunda mitad del siglo XVIII. La segunda, en el intenso 
proceso de ruralización de la población, en especial en la colonización 
de vertiente iniciada en 1740.

El surgimiento del campesino constituyó una subversión del orden 
urbano que impuso España. Esto fue posible por la existencia de fron-
teras agrarias abiertas por los campesinos, que permitieron la colo-
nización en diversos frentes que fueron apareciendo desde entonces. 
Hasta ahora, es una variable que actúa de manera permanente en el 
OT. Colombia no ha cerrado las diversas fronteras agrarias que han 
existido en su territorio, y esto ha facilitado la constante formación de 
diversos procesos de colonización.

La ruralización de la población (siglo XVIII) inicialmente tuvo que ver 
con la búsqueda de la libertad de los mestizos; luego, con la libertad 
que otorga el acceso a la tierra, y más tarde el cultivo de productos 
para la exportación, como el café, y posteriormente los cultivos ilícitos, 
además de la minería legal e ilegal. Esta historia ha estado asociada 
a la constante urbanización de la población que se ha sucedido en el 
siglo XX. La disminución de la población rural no ha frenado la per-
manente existencia de las fronteras agrarias abiertas que han actuado 
como puntos de fuga a las coerciones de la sociedad mayor.

Otro fenómeno que incide en el OT ha sido la débil articulación de los 
diversos espacios que conforman el territorio de la actual Colombia.  
La integración terrestre del territorio ha sido algo que ocurre en la se-
gunda mitad del siglo XX. Los intercambios se han sucedido de manera 
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más constante entre las provincias andinas que entre estas y las fachadas 
marítimas. Es lo que ayuda a explicar la formación del Estado nacional 
que tenemos, que ha dejado partes sustanciales del territorio nacional 
sin mayor atención en razón a su consideración como espacio residual3.

Así, profundos cambios han tenido lugar en la historia del ordenamien-
to territorial colombiano, al igual que se han dado marcadas conti-
nuidades. En primer lugar, el Caribe colombiano ha experimentado 
en los dos últimos siglos un continuo llenado de su espacio geográfico 
con diversos procesos de colonización. Es el lugar que ha presentado 
un constante crecimiento de su población, lo cual es exclusivo en la 
historia demográfica colombiana. Los otros lugares suben y bajan en la 
participación de la población nacional. De manera simultánea, se trata 
de una población que cada vez más incrementa los niveles de pobreza.

Una radical discontinuidad ha sido el despoblamiento de los altipla-
nos andinos. La emigración del altiplano cundiboyacense ha sido el 
movimiento poblacional más importante que se ha dado en la histo-
ria colombiana. Sin embargo, una gran continuidad es el hecho de 
encontrar que buena parte de las grandes ciudades siguen localizadas 
en las montañas andinas y en los valles interandinos.

Otra gran discontinuidad es el poblamiento de las tierras bajas. Las lla-
nuras del Caribe, los piedemontes amazónico y llanero, así como los 
puertos en el Pacífico, son territorios que han visto crecer aceleradamente 
centros urbanos que han ascendido en la primacía urbana. Sin embargo, 
continúa el despoblamiento del valle del río Magdalena, pues si excep-
tuamos a Barrancabermeja, cuya razón de existir ha sido inicialmente la 
explotación petrolera, hay un relativo despoblamiento de este territorio.

Al comenzar el siglo XXI, la gran novedad radica en la conformación 
de las aglomeraciones urbanas. El sistema de ciudades está cambiando 
de manera radical y el crecimiento urbano está asociado a esta nueva 

3	 En 1887 el Estado colombiano firmó un tratado internacional, el Concordato, con 
el Vaticano, por medio del cual cedió las dos terceras partes del territorio a la admi-
nistración de las prefecturas apostólicas, autoridades que tenían mayor jurisdicción 
que los intendentes y comisarios. Precisamente en estos territorios es donde se van a 
presentar los procesos de colonización del siglo XX.
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forma de urbanización. Con todo, al mismo tiempo que los grandes 
centros urbanos se globalizan y se modernizan cada vez más, sus en-
tornos se mantienen en el atraso, de manera similar a lo que sucede 
con los municipios que están por fuera de las aglomeraciones.

Esta situación remite a la ausencia de una integración efectiva de 
la economía nacional. Todavía las migraciones se dan, de manera 
preferente, dentro de las regiones, y aun no se configura un mercado 
laboral nacional. La paradoja del Caribe, donde crece la población y 
también lo hace la pobreza, contradice el principio de la formación 
de migraciones que equilibren esta situación.

El orden soñado: la primera red urbana, 1525-1750

La primera red urbana se estableció como consecuencia de la Con-
quista, y obedeció a una lógica de fundar ciudades para explotar los 
recursos: mano de obra, minas y comercio. Producto de esta estrate-
gia resultaron las ciudades administrativas, las mineras y los puertos 
marítimos. Luego se establecieron, en una estricta jerarquía política 
administrativa, las villas, las parroquias —y más tarde los pueblos de 
indios—, cada uno de ellos con funciones determinadas y normalizadas 
por las instituciones urbanas definidas por el Estado español.

Las ciudades administrativas cumplían la función de controlar las 
grandes poblaciones de indígenas tributarios que habitaban los altipla-
nos cundiboyacense, el de Pamplona, el de Pasto y la meseta de Puben-
za, mientras que las ciudades mineras, de preferencia se encontraban 
al occidente. Al tiempo que los tres puertos marítimos de Riohacha, 
Santa Marta y Cartagena detentaban el título de ciudad, los fluviales, 
como Mompox y Honda, el de segundo orden con el título de villas y, 
por lo tanto, subalternas a las ciudades.

La distribución de los recursos humanos, naturales y de localización 
en el espacio determinó el acomodo de la primera red urbana. Esta 
cartografía inicial del urbanismo español sufrió una profunda transfor-
mación en el siglo XVII. La centuria denominada el siglo maldito, como 
también el de la crisis general, se caracterizó por presentar la Pequeña 
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Edad de Hielo, cuando la Tierra padeció las temperaturas más frías 
registradas en más de un milenio y, como consecuencia, se calcula que 
murió un tercio de la población mundial (Parker, 2013, p. 13).

En el Nuevo Reino de Granada esta catástrofe mundial se expresó en 
la caída de la población indígena, la crisis minera y un total replantea-
miento de la ocupación del espacio colonial. La primera red urbana, 
establecida como un sistema definitivo, en gran parte va a colapsar y 
hay que esperar a la recuperación sucedida durante la segunda mitad del 
siglo XVIII, cuando concluye la nefasta influencia del enfriamiento global.

El segundo ordenamiento territorial. Libres de todos los colores: 
la insurgencia de las villas y el poblamiento mestizo, 1750-1850

En ningún otro periodo de la historia del poblamiento colombiano 
se produjo con tanta intensidad el establecimiento de nuevos centros 
urbanos como durante la segunda mitad del siglo XVIII, esta vez como 
consecuencia del calentamiento global. Cerca de la cuarta parte de los 
actuales municipios colombianos surgieron entre 1740 y 1800.

Esta nueva red urbana, la segunda que encontramos en nuestra histo-
ria, presenta una característica de singular importancia, como es la de 
ocasionar una profunda dislocación espacial en razón a que el mayor 
número de las nuevas poblaciones se establecieron en tierras de lade-
ras de las montañas andinas. La nueva red urbana presentaba varias 
novedades disruptivas del orden soñado por España en el siglo XVI.

Empezaba a surgir un nuevo país, resultante de los novedosos procesos 
de poblamiento como consecuencia de varios procesos de colonización 
y de los esfuerzos del Estado español por controlar el poblamiento cam-
pesino, no urbano, que se estaba presentando en todas las provincias 
del reino. Comenzaba a establecerse un cambio en los ejes del pobla-
miento, al mismo tiempo que a romperse la jerarquía urbana formal 
que controlaba el Estado español de ciudades, villas y parroquias, y en 
su reemplazo surge uno nuevo, que en su momento es completamente 
informal, siendo esta la primera disrupción.
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Este fenómeno sorprendente de explosión fundacional sucedido en el 
corto lapso de seis décadas se presentó en todo el territorio entonces 
poblado, es decir, en el centro oriente, el occidente y la costa Caribe. Fue 
el resultado directo de la recuperación demográfica, especialmente en 
los altiplanos, de donde empezaron a emigrar pobladores hacia nichos 
ecológicos que ofrecían las fronteras agrarias de las vertientes cordille-
ranas, en tanto que en el Caribe se presentaba la ocupación espontánea 
de algunos territorios por fuera del litoral. Consideramos esta la segunda 
disrupción, siendo la primera el esfuerzo español por convertir a todos 
los neogranadinos en habitantes urbanos, y la segunda, la originada en 
la amplia colonización de vertiente y en los arrochelados del Caribe.

Además, este quiebre fue acompañado de un profundo proceso subversi-
vo del orden soñado por España, como el hecho de que la recuperación 
demográfica estuvo en cabeza de la población mestiza, además de los 
esclavizados que huían al cimarronaje y a organizar palenques. Cerca 
de las dos terceras partes de la población del Nuevo Reino de Granada 
estaban representadas por los mestizos, que rompían con el ordenamien-
to sociorracial que había establecido España en el ya lejano siglo XVI.

Insistimos en la importancia que tuvo la amplia ruralización que estaba 
surgiendo en todas las provincias neogranadinas. El arrochelamiento 
fue un proceso de amplio desarrollo en la provincia de Cartagena, al 
igual que entre quienes poblaron los insurgentes palenques caribeños. 
Así mismo, en las provincias del centro oriente se estaban presentan-
do diversos procesos de colonización de las vertientes cordilleranas, 
como también en el valle del río Cauca, donde nuevos campesinos se 
establecían en los intersticios de las haciendas.

Este amplio fenómeno de insurgencia de un poblamiento que desafiaba 
el ordenamiento urbano produjo en el Estado español la respuesta de 
iniciar varios procesos de urbanización con la creación de nuevas pobla-
ciones, y sujetar el crecimiento demográfico en núcleos urbanos donde 
se viviera en “policía”, en sociedad, dentro de los controles morales y 
sociales que ofrecía la vida urbana. Es lo que hacen Antonio de la Torre 
y Miranda en la provincia de Cartagena en 1774 y José María de Mier 
y Guerra en la de Santa Marta, el oidor Mon y Velarde en la provincia 
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de Antioquia y Moreno y Escandón en las provincias de centro oriente. 
Con resultados desiguales, sus esfuerzos no lograron controlar el amplio 
proceso de formación de sociedades rurales y mestizas.

Sin embargo, más allá de los esfuerzos españoles por controlar el am-
plio y diverso proceso de poblamiento que se estaba presentando, era 
evidente que el orden soñado por España estaba siendo sustituido por 
las nuevas dinámicas poblacionales. La nueva red urbana que estaba 
surgiendo llegaba para quedarse y creó un nuevo ordenamiento terri-
torial en el Nuevo Reino de Granada.

La Independencia y las dislocaciones republicanas

Cuando se sucede la Independencia, ya se venía trastocando profun-
damente el ordenamiento que España había establecido en el siglo XVI. 
La organización del espacio en dos sociedades ideales, la República de 
blancos y la República de indios, había sido destrozada por el amplio 
y generalizado mestizaje. Si bien se mantenía como el orden legal el 
jerárquico y vertical de ciudades, villas y parroquias, había otro orden 
de hecho cuando muchas villas sustituyeron a algunas ciudades en la 
primacía real.

La guerra misma produjo fuertes remezones en algunas provincias y con 
ello aceleró la descomposición del orden soñado por España. Es intere-
sante encontrar que el ordenamiento español comenzó a desbaratarse 
medio siglo antes de la Independencia. Este es el caso de la provincia de 
Cartagena, ciudad que fue destruida durante la guerra, y cuya pérdida 
de jerarquía permitió que surgiera Barranquilla. En menor intensidad 
Popayán, la ciudad más poderosa del occidente, padeció los efectos de 
la guerra y comenzó un lánguido descenso como ciudad primada.

Estas nuevas tendencias fueron recogidas por la Ley de 25 de junio de 
1824, que dispuso la división de Colombia en departamentos, provin-
cias y cantones, abolió el sistema jerárquico de privilegios y promo-
cionó automáticamente a muchas poblaciones al rango de municipio. 
La igualdad republicana, que se demoró en llegar a las personas, fue 
más efectiva en las jerarquías urbanas. La Independencia aceleró el 
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reemplazo de los centros de poder tradicional y reconoció las primacías 
reales que venían surgiendo desde mediados del siglo XVIII.

Sin embargo, la distribución espacial de la población conservaba las 
tendencias generales que presentó durante la Colonia. Esto es, que las 
ciudades más pobladas se encontraban en el eje que de Bogotá lleva a 
Pamplona, mientras que en la cordillera Central había un gran vacío 
entre Cali y Medellín. En los censos de 1843 y 1851, en los departa-
mentos de Cundinamarca, Boyacá y Santander habitaba el 51 % del 
total de la población nacional.

El tercer ordenamiento urbano: agricultura de exportación  
y las ciudades de vertientes, 1850-1951

A partir de 1850 se inicia una profunda reconfiguración del poblamiento 
colombiano como resultado de la economía exportadora. Recordemos 
que desde el 1.° de enero de 1850 se estableció el librecambio. La pri-
mera ciudad que empieza a crecer como resultado de las exportaciones 
agrícolas, en este caso el café, fue Cúcuta. Beneficiada de la temprana 
introducción del café a Salazar de las Palmas y a otros lugares cercanos, 
Cúcuta se convirtió, por su cercanía al río Zulia y al lago de Maracai-
bo, en un animado centro de comercio cafetero y destino de migrantes 
europeos, y rápidamente dejó atrás su pasado de pueblo de indios que 
había sido durante la Colonia, subalterno de la Villa del Rosario.

Cúcuta se convirtió en la primera ciudad cosmopolita de Colombia, 
y la pionera en adquirir la primacía urbana gracias a la economía 
agroexportadora. Colombia iniciaba un nuevo ordenamiento territo-
rial. Además, al convertirse en una ciudad exportadora, sustituyó a la 
ciudad primada colonial, como había sido hasta entonces Pamplona. 
El cambio fue radical, puesto que esta había sido una ciudad sede 
episcopal, centro de una agricultura del trigo y de la explotación de 
la mano de obra indígena por encomenderos, y cumplía así con todos 
los requisitos de ciudad colonial, de antiguo régimen. En tanto, Cúcuta 
estaba mostrando el camino de la modernización urbana que Colom-
bia comenzaba a recorrer. Era el mundo al revés: un pueblo de indios 
sustituyendo la primacía de una ciudad episcopal.
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La otra que estaba siguiendo este camino era Barranquilla. Luego de 
haber sido un sitio al final de la colonia, recibe el título de villa en los 
avatares de la guerra de independencia. Sin embargo, su crecimiento 
tiene que ver con la pérdida de la navegación por el canal del Dique y la 
crisis general de Cartagena; estas fueron las causales para que se perdiera 
el puerto en el Caribe que aseguraba el comercio exterior a Colombia.

Debido al régimen de vientos que dificultó la navegación por el río 
Magdalena, el puerto de Barranquilla fue surgiendo en los caños que 
llegaban al río, y la ciudad floreció de manera espontánea paralela a 
estos afluentes. La economía exportadora del tabaco proveniente de 
Ambalema, sumada a la reactivación económica de Panamá con el 
ferrocarril transoceánico, reportó efectos positivos en el crecimiento 
del nuevo puerto que, al igual que en la historia de Cúcuta, reemplazó 
a una ciudad del antiguo régimen como era Cartagena.

Sin pasado colonial, se trata de una historia urbana donde todos los 
protagonistas son migrantes, nacionales y extranjeros. Rápidamente 
consolida una vida urbana cosmopolita, abierta, sin presencia de la 
Iglesia ni prestigios heredados. Otro caso del mundo al revés: un sitio, 
o lugar, sustituye la primacía de una ciudad colonial.

El librecambio permitió la libre importación de manufacturas eu-
ropeas, en especial de textiles, comercio que golpeó fuertemente a 
las ciudades de las provincias santandereanas que habían disfrutado 
hasta entonces de un gran proteccionismo. Centros artesanales como 
El Socorro, San Gil, Barichara, entre otros, pronto entraron en crisis 
y perdieron de manera definitiva el puesto de ciudades primadas co-
lombianas. Esta fue una de las causas para que la cordillera Oriental 
acelerara el proceso de vaciamiento poblacional.

El censo de 1870 ya consigna estas nuevas dinámicas urbanas, y en él 
aparece Cúcuta como la segunda ciudad en tamaño poblacional. Igual-
mente, las ciudades de El Socorro, Jesús María, Soata y Chiquinquirá 
ocupaban los puestos 4, 5, 6 y 7 en la primacía demográfica nacional, 
que reflejaban la pujanza, aún, de la economía artesanal. La coloniza-
ción antioqueña comenzaba a poblar la cordillera Central, donde em-
pezaban a surgir nuevos centros que mostraban crecimientos inusitados,  
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como es el caso de Manizales, ciudad de reciente poblamiento, pues 
allí comenzaron a asentarse los colonos en 1851 y ya en 1870 ocupaba 
el puesto 15 entre las ciudades más pobladas de Colombia, por enci-
ma de Pasto e Ibagué, que habían sido ciudades coloniales y centros 
de poderes de amplia proyección territorial. Barranquilla ocupaba el 
puesto 11, seguida de Sincelejo, lo cual mostraba la sustitución de los 
centros coloniales, como habían sido Cartagena y Mompox.

En los treinta municipios más poblados de Colombia, doce se encon-
traban en las vertientes cordilleranas, superando a los diez que se 
hallaban en las tierras altas, proporción que muestra la fuerza de los 
procesos de colonización y el reacomodo de la población en los nuevos 
espacios. Estaban surgiendo numerosas y vitales ciudades de vertiente, 
fenómeno completamente desconocido en la Colonia, como eran los 
casos de Manizales, ya mencionado, además de Sonsón (puesto 10), 
Bucaramanga (puesto 14), y Sopetrán (puesto 24).

En síntesis, se trataba de un nuevo país, muy diferente al que había 
existido durante la Colonia. En efecto, se deja notar una dislocación 
espacial en cuanto a que la economía exportadora no se realizó en 
las provincias donde habían sido fuertes las haciendas coloniales. Se 
trataba de nuevos territorios, con nuevos centros de poder y con nuevas 
estructuras de propiedad agraria, más ajustadas a las tierras quebradas 
de las laderas cordilleranas.

Todavía se mantenían algunas primacías que venían de la Colonia. Estos 
son los casos de Bogotá, que siempre ha ocupado el primer puesto en el ám-
bito urbano, condición que merece un tratamiento aparte. Cali, puesto 8, 
ya estaba sustituyendo a Popayán, por fuera completamente de las nuevas 
primacías republicanas. Ibagué, puesto 17, Santa Fe de Antioquia, puesto 
18, Pasto, el 20, y Girón, el 23. Por fuera de estas primacías republicanas 
estaban Cartagena, Mompox, Santa Marta, Tunja, Honda y Popayán.

Es notorio que ningún puerto en el río Magdalena aparezca en el 
rango de las ciudades más pobladas. En parte esto fue el resultado 
de los cambios que estaba introduciendo la navegación a vapor por 
este río, que cambió los circuitos de paradas y avituallamiento que 
había tenido la boga. Ahora, el leñateo de los vapores estaba creando 
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nuevos circuitos portuarios, con efectos muy diferentes a los que había 
cuando se hacía la navegación en champanes. El caso de Mompox es 
dramático, afectado por el cambio del curso del río y el surgimiento 
de nuevos puertos como Magangué y El Banco.

Al comenzar el siglo XX, y pasada una centuria desde el comienzo de 
la República, la geografía nacional registra las dinámicas que se han 
iniciado a mediados del siglo XIX resultantes de la economía exportado-
ra y las fuertes migraciones internas. En el centro oriente el cambio es 
radical. En el censo de 1918, solamente cuatro ciudades de las treinta 
más pobladas se hallaban en la cordillera Oriental: Bogotá (1), Cúcuta 
(8), Bucaramanga (14), Chiquinquirá (19). El cambio de Cúcuta del 
puesto 2 en 1870 al puesto 8 en 1918 fue el resultado de la pérdida del 
dinamismo de la economía cafetera y de las dificultades de consolidar 
un transporte eficiente hacia Maracaibo, además del agresivo terre-
moto que la había destruido en 1875, sumados los efectos negativos 
de la Guerra de los Mil Días (1899-1902), particularmente violenta en 
este lugar. En la región del centro oriente, donde a fines del siglo XVIII 
vivía cerca del 60 % del total de la población de la Nueva Granada, en 
1918 esta participación se había reducido al 34,8 % del total nacional.

En cambio, la cordillera Central se encuentra en pleno auge económico 
que tiene fuertes expresiones demográficas, lo cual se muestra en el 
hecho de que quince de los treinta municipios más poblados se encuen-
tran en este territorio. Este cambio, bastante radical en la distribución 
espacial de la población colombiana, se explica por la incidencia de 
dos factores: la economía cafetera y las colonizaciones en la cordillera 
Central, tanto la expansión poblacional de colonos antioqueños hacia 
el sur, como la de caucanos y vallecaucanos hacia el norte. Municipios 
como Trujillo, Caicedonia y Sevilla, al norte del Valle, por ejemplo, 
surgen a comienzos del siglo XX. Aunque menos frecuente, también hay 
presencia de colonos boyacenses en cercanías al nevado del Ruiz, como 
los que poblaron Murillo, al norte del Tolima, al finalizar el siglo XIX.

El café se convirtió, desde que reseñamos el caso de Cúcuta, en el 
factor determinante de la urbanización colombiana. Si se compara el 
censo poblacional con el cafetero realizado en 1927 (Monsalve, 1927), 
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se puede constatar que de los treinta municipios más poblados en 1918, 
diez eran grandes productores cafeteros y de reciente formación como 
poblados. Estos son: Andes, Fredonia, Abejorral, Manizales, Aguadas, 
Líbano, Pereira, Calarcá, Sonsón, Santa Rosa de Cabal. El café se 
constituyó en el responsable de la nueva red urbana en Colombia.

Otro factor de gran importancia para la comprensión de las nuevas 
dinámicas poblacionales se encuentra en el desarrollo del sistema de 
transportes. La apertura del canal de Panamá en 1914 y la conexión 
de Cali a Buenaventura gracias al ferrocarril del Pacífico, construido 
en 1915, permitió que la vertiente occidental de la cordillera Central 
pudiera exportar el café por esta nueva vía. Hasta entonces, el café se 
transportaba a lomo de mulas y bueyes a los puertos del Magdalena.

Cabe señalar que esta apertura hacia el occidente de las exportaciones 
poco a poco va a quitarle vitalidad al puerto de Barranquilla, gene-
rando una crisis que va a llegar a su máxima expresión en las décadas 
del sesenta al ochenta. En 1944, cerca del 60 % del café colombiano 
era movilizado por el Ferrocarril del Pacífico hacia Buenaventura, 
siendo este el puerto más activo del país (McGreevey, 1975, p. 263).

No solo fue este caso, puesto que la construcción de los ferrocarriles de 
Antioquia y Cundinamarca, de manera similar al del Pacífico, fueron 
los responsables de consolidar las primacías de Medellín, Bogotá y 
Cali. A su vez, el ferrocarril que unió a Cartagena con Calamar sobre 
el canal del Dique ayudó a la recuperación de este puerto, al igual que 
desde décadas antes el Ferrocarril de Bolívar unió a Barranquilla con 
Puerto Colombia, que con su moderno muelle fue la obra de ingeniería 
más importante que tuvo Colombia en ese momento.

En la cordillera Oriental la construcción de la Carretera Central del 
Norte, iniciada en 1905, que luego de tres décadas de construcción 
conectó a Bogotá con Cúcuta, se encargó de vaciar la población bo-
yacense en dirección a la capital. El camión fue el responsable de 
acabar con la dictadura de la distancia de los tres días de camino, que 
era el límite de las migraciones hasta entonces. El país entraba en la 
senda de la modernización al ritmo de la economía exportadora, la 
transformación de los transportes y la urbanización.
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En la cuarta década de la pasada centuria estas dinámicas se conso-
lidaron totalmente. En efecto, el censo de 1938 registraba los intensos 
movimientos poblacionales sucedidos en las décadas anteriores. En 
los departamentos de Cundinamarca, Boyacá y los Santanderes, es 
decir, en la cordillera Oriental, habitaba el 29 % de los colombianos, 
un poco menos de la mitad de la cifra que se mostraba un siglo antes.

El contraste con lo que estaba sucediendo en la cordillera Central es 
radical, pues mientras en la Oriental se presenta un proceso de vacia-
do poblacional, el llenado en Antioquia, Caldas y el norte del Valle es 
notorio, pues llegan a acoger al 23,5 % de los colombianos, el doble de 
lo que tenían un siglo antes. En ese año, quince de los municipios más 
poblados eran cafeteros. Mientras que en el centro oriente se encon-
traban tres de los treinta municipios más poblados de ese censo, en la 
cordillera Central se hallaban doce. Pero, al mismo tiempo, en los valles 
interandinos y en otras tierras bajas como el Caribe se hallaban trece, lo 
cual mostraba que la tendencia al descenso a tierra caliente continuaba.

A los ferrocarriles ahora se les suman las carreteras como un factor 
determinante de la ubicación poblacional. El impulso recibido en la 
construcción de nueva infraestructura de transportes en los años vein-
te fue definitivo para consolidar las primacías urbanas. Por ejemplo, 
Bogotá, metrópoli nacional, contaba con cuatro ferrocarriles y cuatro 
carreteras; Medellín disponía de dos vías férreas y cuatro carreteras; 
Barranquilla, un ferrocarril y una carretera; de Cali salían tres vías 
férreas y dos carreteras; en menor proporción en las ciudades de Car-
tagena, Cúcuta, Bucaramanga, Manizales, Pereira, Armenia, Ibagué 
y Pasto, en crecimiento, que contaban con estos medios de transporte.

Cuarto ordenamiento territorial: industrias y ciudades, 1951-1991

El impulso de las economías exportadoras empezaba a menguar en la 
posguerra mundial. En el censo de 1951 ya se dejaban sentir nuevas fuer-
zas como las determinantes de la formación de las redes urbanas. Este 
fue el momento en que la participación de la población de la cordillera 
Oriental llegó a su punto más bajo en la historia demográfica del país, al 
albergar al 27,3 % de los colombianos. Igualmente, la cordillera Central 
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alcanzó el punto más alto en la participación de población nacional con 
el 24,8 %. De manera simultánea, el café perdió su dinamismo como 
determinante de la urbanización, pues a partir de ese año la población 
de las ciudades cafeteras empezó a decrecer, con la excepción de aquellas 
donde se establecieron los centros administrativos y las instalaciones 
manufactureras. Se cierra la etapa en la cual la economía exportadora 
fue la determinante de las dinámicas poblacionales.

El censo de 1973 registró la recuperación del centro oriente, cuando 
su población subió al 29 % del total nacional, al mismo tiempo que 
Antioquia y el Eje Cafetero bajaron al 22 %. Como si existieran vasos 
comunicantes, encontramos que en términos relativos, cuando crece 
la población en una cordillera, decrece en la otra. En la participa-
ción de los treinta municipios más poblados, la cordillera Central se 
redujo a seis y la Oriental subió la misma cantidad. Los municipios 
cultivadores de café ya no aparecían en las primacías nacionales, y 
solamente quedaron los centros de beneficio del grano, que también 
fueran centros administrativos y polos industriales.

Además, catorce de estos centros poblados se encontraban en las tierras 
bajas, panorama completamente diferente al que existía un siglo antes, 
situación que registró mejoras en las condiciones de vida en el trópico 
colombiano, tales como la reducción de las enfermedades tropicales, la 
modernización de los servicios públicos, y, por supuesto, el crecimiento 
de la economía de mercado. La interconexión eléctrica, que permitió 
asegurar el servicio de energía a los municipios que no producían ener-
gía de manera eficiente con generadores que no prestaban el servicio 
sino por algunas horas, fue un elemento fundamental en el mejoramien-
to de las condiciones de vida en muchas ciudades de las tierras bajas, 
pues permitió consolidar las cadenas de frío, mejorar la conservación de 
los alimentos y diversificar la oferta de estos, además de la comodidad 
de contar con ventiladores, aire acondicionado y otros electrodomésticos 
que hicieron más amable y saludable la vida cotidiana.

Es evidente que desde la posguerra, y consolidado en la década del 
setenta, surgió un nuevo factor de poblamiento: la industrialización. 
En el censo de 1973 fue visible que el café ya no era el dinamizador 
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de las primacías urbanas, como se dejaba sentir en 1951. Las ciudades 
primadas eran aquellas que registraban mayores índices de desarrollo 
industrial y de servicios urbanos modernos, como los bancarios, edu-
cativos, de salud y comunicaciones.

Esto es más palpable en el censo de 1985, cuando se registra que la 
población en la cordillera Oriental se mantiene con el 29 % del total 
de la población nacional, mientras que Antioquia y el Eje Cafetero 
continúan reduciendo su participación al descender al 20 %, y más de 
la mitad de los treinta municipios más poblados se encuentran en las 
tierras calientes. Un dato de gran importancia que arrojó este censo es 
que por primera vez en la historia demográfica colombiana, desde 1985 
viven más nacionales en las tierras calientes que en el resto del territorio.

La modernización del sistema de transportes desempeña un papel de-
finitivo en estas dinámicas. La innovación que inició la transformación 
del país tuvo lugar gracias a los ferrocarriles, cuya construcción estuvo 
orientada a conectar los lugares de producción de café con los puertos 
de embarque para su exportación. La construcción de carreteras, que 
fueron obras públicas de lento comienzo a partir de 1905, fue sustitu-
yendo a los ferrocarriles, que desde 1930 comenzaron a representar un 
papel secundario en el sistema de transporte, cuando la movilización 
en camión empezó a acercar las ciudades entre sí.

La integración vial de las grandes regiones del país se empieza a hacer 
realidad al comenzar la segunda mitad del siglo XX, lo que tiene una 
relación directa con la primacía de las metrópolis regionales. La loca-
lización de las industrias y la consolidación de los mercados regionales, 
en virtud de los modernizados sistemas de transporte, tanto en medios 
como en vehículos que permitieron la reducción de los tiempos y costos 
de transporte, fueron consolidando las regiones económicas que cada 
metrópoli controlaba. Así, las carreteras hicieron posible la mayor 
concentración de las actividades económicas por la vía de un mayor 
control de los mercados regionales, cuyo resultado fue la formación 
del llamado Triángulo de Oro, conformado por Bogotá, Cali y Me-
dellín, complementado con un eje en la costa norte con Cartagena, 
Barranquilla y Santa Marta.
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La distribución espacial de la población presenta grandes novedades en 
los años noventa, cuando su crecimiento en tierra caliente es el gran fe-
nómeno demográfico nacional, pues veinte de los treinta municipios más 
poblados se encuentran en las tierras bajas. Las nuevas economías, unas 
lícitas, otras no tanto, son las responsables de que los centros urbanos en 
las tierras bajas se conviertan en lugares atractivos para las migraciones.

En la historia demográfica moderna de Colombia, el crecimiento de 
la población en el Caribe colombiano constituye, en especial, el gran 
fenómeno, junto con la migración boyacense. Si en el censo de 1851 
el 11 % de los neogranadinos vivía en el Caribe, al comenzar el siglo 
XXI esta proporción pasa a ser cercana al 22 %. Esto significa que un 
poco más de la quinta parte de los colombianos habita en el litoral y 
sus llanuras adyacentes. De manera sorprendente, el incremento de 
la población caribeña en el total nacional ha ido a la par del aumento 
de los indicadores de pobreza, contradicción que deja sospechar que 
las migraciones, de manera preferente, se han dado en el interior de 
las regiones y no ha habido migraciones nacionales.

El crecimiento de las ciudades

Este reordenamiento espacial de la población ha estado acompañado 
de un constante proceso de concentración en algunas ciudades y el 
vaciado de otras. En el censo de 1851, los cinco municipios con mayor 
población concentraban el 4,58 % del total nacional, y el más grande 
era 3,68 veces la población de la ciudad número 30 de este censo.

En 1870, las cinco ciudades más pobladas agrupaban el 5,59 % de la 
población nacional, y Bogotá era 4,46 veces más grande que Rionegro, 
Antioquia, la ciudad número 30 de este censo. Se trataba de ciudades 
de una escala que hoy parece pequeña, pues Bogotá tenía 40 883 ha-
bitantes, y Rionegro, 9155.

En 1918, el recuento poblacional mostró que las tendencias de la cen-
turia pasada se incrementaban. Las cinco ciudades más grandes su-
maban el 7,15 % de la población nacional, y la mayor era 7,46 veces 
la última del umbral que hemos escogido. Entonces, desde los años 
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veinte, y como resultado de la progresiva modernización de los trans-
portes que se acelera desde entonces, las proporciones van a variar de 
manera sustancial.

Esto se deja notar en 1951, cuando el censo de ese año registra que 
las cinco ciudades más grandes concentran el 17,03 % de la población 
nacional, proporción notablemente mayor a la de tres décadas antes. 
Veinte años más tarde, en 1973, esta proporción pasó a ser de 30,98 %, 
y Bogotá, que en 1951 era 16,34 veces la número 30, en 1973 subió a 
38,07 veces.

Un sencillo ejercicio aritmético nos permite mostrar que Bogotá cre-
ció 185 veces en siglo y medio, mientras que la ciudad número 30 
solamente multiplicó 14 veces su población. Otro proceso que se iden-
tifica es que, a medida que se incrementa la internacionalización de 
la economía, la población que habita en los puertos asciende, puesto 
que si en 1851 el 1,24 % de los colombinos habitaba en estas ciudades 
portuarias, en el inicio del siglo XX en Barranquilla y Cartagena lo 
hacía el 2,15 %, y para fines de esa centuria llegaba a 8,65 % en los 
siete puertos.

Otro fenómeno que encontramos se refiere a las tasas de crecimiento 
intercensal. Entre los padrones de 1870 y 1938, los municipios que 
mayor tasa de crecimiento presentan son los que se asocian al cultivo 
del café, que coinciden con la condición de encontrarse en las fronteras 
de las colonizaciones. Por ejemplo, entre los censos de 1870 y 1912, el 
municipio con mayor tasa de crecimiento anual intercensal fue Perei-
ra, seguido de cerca por ciudades cafeteras como Armenia, Líbano, 
Fresno, Viotá y Támesis, entre otras.

Las nuevas fronteras agrarias que surgen en la segunda mitad del siglo 
XX son las que más crecen, como los municipios que se están formando 
en el oriente. Del mismo modo, los adosados a las metrópolis regiona-
les aceleran su crecimiento, tal es el caso de Itagüí, Duitama, Nobsa, 
Yumbo, Envigado, además de Barrancabermeja, Cali y Medellín.
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Quinto ordenamiento territorial. Las nuevas globalizaciones  
y el sistema urbano en el siglo xxi, 1970/1991-2015

Las aperturas económicas se han constituido en fuerzas que han ge-
nerado la valorización de unos territorios y la pérdida de dinamismo 
de otros. Ya señalamos que en 1850 el librecambio fue el responsable 
del auge y la caída de varios centros urbanos, así como también que 
el café ocasionó el surgimiento de una densa y activa red de ciudades 
de vertientes, y también de nuevos puertos fluviales y marítimos.

Desde mediados del siglo XX se estableció una fuerte política proteccionis-
ta que buscaba promover la industrialización por la vía de la sustitución 
de importaciones. Una de sus consecuencias fue el incremento del con-
trabando de productos que la industria nacional producía caros, de mala 
calidad o que eran inaccesibles para la mayoría de los consumidores.

Si bien el contrabando está presente desde la Colonia, se convierte en 
un negocio ilegal de grandes volúmenes de manera incipiente en los 
años sesenta, toma fuerzas en los años setenta y se convierte en un fe-
nómeno imparable en los ochenta. Este fenómeno construyó corredores 
de internación de las mercancías que valorizaron ciertos territorios, 
como la Guajira y Urabá, por ejemplo. Algunos de ellos eran rutas que 
venían del siglo XIX asociadas al contrabando de oro y armas, otras 
datan de la Colonia, y las más, eran caminos de origen prehispánico4.

Esta apertura, ilegal, pronto incentivó otra, la de exportación de es-
tupefacientes, que se montó sobre los corredores ya creados. Primero 
marihuana, luego cocaína y más tarde las armas necesarias para pro-
teger los cultivos y asegurar las rutas, fueron productos ilegales que 
valorizaron territorios de exclusión y favorecieron la introducción de 
mercancías para el mercado interno, asociadas al lavado de dinero ile-
gal derivado del narcotráfico. Si bien estos territorios se encuentran dis-
tantes de las grandes ciudades colombianas, el efecto nocivo del contra-
bando produjo fuerte desempleo en las ciudades más industrializadas  

4	 Este es el caso del camino de Jerusalén, que llevaba la sal de la Guajira a la Depresión 
Momposina. Se convirtió en el camino del contrabando de oro que salía de la Ser-
ranía de San Lucas y era exportada por la Guajira. Más tarde sería una ruta de 
contrabando de mercancías y de marihuana y cocaína.
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como Medellín y Cali. Los cigarrillos, los licores y los textiles fueron, 
de preferencia, las mercancías que inundaron las calles y que despla-
zaron a la producción nacional.

La crisis de las industrias locales, junto con la caída del empleo y los 
altos niveles de violencia que acompañaron al contrabando, se cons-
tituyeron en otra causa de la crisis de varias ciudades al finalizar el 
siglo XX. El Gobierno trató de recomponer la situación con la apertura 
económica decretada al comenzar los años noventa, pero esta interven-
ción estatal no logró desincentivar el contrabando y ello trajo consigo 
profundos efectos en las redes de ciudades, pues aceleró el surgimiento 
de nuevos centros urbanos y acentuó la crisis de otros.

En efecto, los puertos sobre el Caribe recibieron un nuevo aire para 
su renovación urbana —Santa Marta, Barranquilla y Cartagena—, 
y también Buenaventura, que creció, pero sin beneficiar a la ciudad, 
sino solamente las actividades portuarias. Este municipio continuó 
siendo un muelle en razón de que el dinamismo portuario se dejó 
sentir en Cali y luego en Bogotá debido a las nuevas modalidades de 
transporte marítimo: los contenedores. Esta innovación, junto con el 
abaratamiento del transporte aéreo, van a explicar el enganche de 
Bogotá con la última etapa de la globalización.

Otras ciudades beneficiadas por esta nueva oleada de globalización 
fueron las que presentaban una baja industrialización y una mayor ac-
tividad de servicios. Son los casos de Bogotá y Bucaramanga, ciudades 
que han crecido notablemente debido a que se vieron favorecidas por 
la desindustrialización nacional. A su vez, en Medellín y Cali, donde el 
desmonte de los entables industriales se ha demorado, el paso a centros 
de servicios no ha sido fácil.

La urbanización de la población colombiana es relativamente tardía si 
la comparamos con la experiencia de otros países de Latinoamérica, 
puesto que en la relación de población rural y urbana, por ejemplo 
en el censo de 1938, el 70 % de la población colombiana vivía en el 
campo y solamente el 15 % habitaba en municipios que tenían más 
de 10 000 habitantes. El proceso se acelera entre los años censales de 
1951 y 1973. Así, en 2010 la población urbana llegaba a 34,7 millones 
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de habitantes, que se corresponde con el 76,4 % de los 45,4 millones; 
las proyecciones para el 2035 calculan que la población urbana va a 
llegar al 83,5 % del total nacional.

En esta urbanización, al contrario de la experiencia de buena parte 
de América Latina, donde ha predominado la macrocefalia urbana, 
se mantiene la estructura que ha prevalecido desde el siglo XVI, es de-
cir, perviven varias metrópolis regionales y un importante número de 
ciudades intermedias, al igual que la primacía nacional de Bogotá. No 
vivimos el fenómeno de la gran metrópoli nacional acompañada de nu-
merosas ciudades pequeñas, sin mayores equilibrios territoriales, como 
se encuentra en Argentina, Uruguay y Perú, por ejemplo.

Una constante de la urbanización de Colombia a lo largo de la historia 
ha sido el crecimiento de Bogotá, puesto que ha presentado altas tasas 
de crecimiento poblacional, y esta tendencia se mantiene en las proyec-
ciones para el año 2035. La capital siempre ha ocupado el puesto de 
la ciudad primada de Colombia, aunque ha compartido la primacía 
económica en algunos momentos con otros municipios, como sucedió 
en la Colonia con Popayán y Cartagena, y aunque la condición de 
contar con el Gobierno central ha pesado, la ciudad ha dispuesto de 
otros atributos para mantener esta supremacía demográfica.

Por lo tanto, si las proyecciones demográficas muestran que Bogotá se 
mantiene en ese lugar de preponderancia, esta situación es coherente con 
la historia poblacional del país. Igualmente coherente con el pasado es 
que se mantiene la red de ciudades que acompañan a la capital. Se cal-
cula que la población de Bogotá y los municipios vecinos ha crecido para 
los años de 2005 a 2010 a una tasa de 1,65 %, mientras que Medellín 
lo hizo a 1,54 %, Cali a 1,31 %, Barranquilla a 1,52 % y Bucaramanga 
a 1,04 % (Departamento Nacional de Planeación (DNP) y Barco, 2013).

Si recordamos que en el periodo intercensal de 1951 a 1963 Bogotá 
creció a una tasa del 6,7 % anual, medio siglo después la desaceleración 
demográfica capitalina es una buena noticia. Sin embargo, la población 
nacional sigue aumentando y se dirige a las ciudades intermedias y a 
nuevos centros urbanos en las periferias del territorio nacional. Ade-
más, un nuevo fenómeno se ha presentado: el de la conformación de 
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las aglomeraciones urbanas, donde se está produciendo un traslado a 
las periferias de las ciudades metropolitanas de parte de las actividades 
industriales y residenciales.

Las ciudades desbordan los municipios y crean nuevas realidades ur-
banas que están creando disrupciones institucionales. El empleo, la 
vivienda, el comercio y los servicios dejan de estar concentrados en las 
metrópolis y se extienden en los municipios cercanos. Sin disponer de 
la capacidad institucional para gestionar los crecimientos inusitados, se 
están produciendo profundas distorsiones en el ordenamiento territorial 
y en la gestión del crecimiento urbano.

Al igual que lo ocurrido con la modernización de los transportes, de los 
años veinte a los sesenta, cuando el crecimiento urbano se dejó sentir en 
las ciudades industriales y en los municipios que se escapaban al vaciado 
poblacional que los transportes ocasionaban en favor de las metrópolis 
regionales, ahora, al comenzar el siglo XXI, las ciudades que presentan 
las tasas de crecimiento más altas son Riohacha, Apartadó, Yopal, Tu-
maco, Maicao, Caucasia, Ipiales, Turbo, San José de Guaviare, Puerto 
Asís, Mocoa, Mitú, Puerto Inírida y Puerto Carreño. Además, a los 
anteriores se le suman Valledupar y Fusagasugá, municipios que crecie-
ron a tasas superiores al 2,5 % entre los años 2005 y 2010 (Colombia. 
Departamento Nacional de Planeación (DNP) y Barco, 2013).

Llama la atención que solamente uno de estos municipios está asociado 
a la extracción de petróleo: Yopal. Los otros, como Puerto Asís y Mo-
coa, prestan servicios a las actividades de diverso tipo que se realizan 
en el piedemonte amazónico, mientras que Apartadó, que pasó de tener 
78 650 habitantes en 1993, creció hasta 178 257 para 2015, lo cual está 
asociado a la agroindustria del banano en Urabá y a las funciones de 
puerto que tiene este municipio. Precisamente, el desarrollo urbano 
de Apartadó llevó a que impulsara una conurbación con los cercanos 
Turbo y Chigorodó. Allí encontramos agricultura moderna, actividad 
portuaria y centros de servicios, pero poca presencia del Estado. Algo 
similar se puede anotar para los municipios de los departamentos de 
la Amazonia, la Orinoquia y la Guajira.
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La urbanización de la población colombiana se ha acelerado en las últimas 
décadas, pues en seis pasó del 40 % en 1951 al 76 % en el año 2010. Sin 
embargo, esto va acompañado de una tasa declinante de la población ur-
bana, pues si en el periodo intercensal de 1951/1964 la tasa de crecimiento 
fue del 6,42 %, en el periodo de 1993/2005 bajó al 1,69 %. Esta tendencia 
expresa las transformaciones que experimentan la composición de la fa-
milia, la reducción de la natalidad y el crecimiento de la población adulta.

Tabla 1. Porcentaje de población urbana desde 1951 y proyectada a 2010,  
2035 y 2050

1951 1973 1993 2010 2035 2050

Población nacional (en miles) 11 229 22 862 36 215 45 428 57 474 61 064

Población urbana (en miles) 4441 13 548 25 237 34 729 48 005 52 626

Población rural (en miles) 6787 9313 10 978 10 699 9469 8437

Porcentaje (%) urbano 39,60 59,30 69,70 76,40 83,50 86,20

Fuente: Colombia. Departamento Nacional de Planeación (DNP) y Barco (2013). Misión para el fortalecimiento 
del sistema de ciudades de Colombia. Documento técnico de soporte político del sistema de ciudades 

de Colombia.

Otro fenómeno que se hace manifiesto en el presente es que la ciu-
dad que más crece continúa siendo Bogotá. Consideramos que esta 
es una singularidad, pues es de esperar, como es la tendencia en todo 
el mundo, que a medida que se intensifica la globalización, las facha-
das marítimas son las que se benefician del crecimiento demográfico. 
Sin embargo, en el caso colombiano encontramos que a medida que 
se internacionaliza más la economía y se mejoran los transportes, la 
capital adquiere mayor primacía nacional.

Según el DNP, el índice de primacía (IP) de Bogotá pasó de 0,78 en 1951 
a 1,28 en 2010, y se proyecta en 1,52 en el año 2050. Esta situación se 
corresponde con la historia del urbanismo colombiano, pues la capital 
siempre ha estado en el territorio más poblado del país, con la mayor 
oferta ambiental diversificada, y ha contado con el mayor número de 
sistemas de transporte. Así mismo, la primacía histórica de la capital 
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siempre ha estado acompañada de importantes puertos, como han sido 
Cartagena, luego Barranquilla y ahora los dos juntos.

Otro fenómeno bastante complejo que se está presentando es el del cre-
cimiento de las ciudades que han desbordado sus límites municipales, al 
igual que los departamentos lo han sido por las regiones. Las dinámicas 
urbanas que se han acelerado en las últimas décadas han producido el 
desplazamiento de actividades propias de las ciudades más dinámicas 
hacia los municipios vecinos. Las industrias se han ido trasladando a 
los vecindarios donde hayan menores regulaciones ambientales o en 
los que logren mejores negociaciones tributarias o encuentren mejores 
localizaciones, como ha sucedido con las zonas francas. De igual ma-
nera, la vivienda y los servicios educativos y recreativos han encontrado 
en los vecindarios dónde ubicarse. Pero no necesariamente se ha dado 
un traslado de las instituciones de gobierno urbano.

Tabla 2. Desbordamiento de las ciudades hacia municipios vecinos

Municipios
Tasa de crecimiento urbano 

 2005-2010 2010-2035  2035-2050

Bogotá 1,49 1,09 0,55

Soacha 2,61 1,9 1,05

Otros municipios vecinos 2,86 2,14 1,19

Total aglomeración alrededor de Bogotá 1,65 1,23 0,64

Medellín 1,25 0,69 (0,00)

Bello 2,3 1,74 1,04

Otros municipios vecinos 2,12 1,61 0,87

Total aglomeración alrededor de Medellín 1,54 1,02 0,36

Cali 1,2 0,94 0,39

Jamundí 3,11 2,61 1,80

Otros municipios vecinos 1,77 1,59 1,07

Total aglomeración alrededor de Cali 1,31 1,07 0,54

Barranquilla 0,69 0,14 (0,66)

Soledad 2,99 2,4 1,6

Otros municipios vecinos 2,1 1,36 0,47

Total aglomeración alrededor de Barranquilla 1,52 1,06 0,44



161

El futuro de las ciudades en Colombia

Municipios
Tasa de crecimiento urbano 

 2005-2010 2010-2035  2035-2050

Bucaramanga 0,33 (0,15) (1,02)

Floridablanca 0,59 0,06 (0,83)

Otros municipios vecinos 3,14 2,6 1,61

Total aglomeración de Bucaramanga 1,04 0,75 0,15

Total de las aglomeraciones, Bogotá, 
Medellín, Cali, Barranquilla, Bucaramanga 1,71 1,29 0,61

Fuente: Colombia. Departamento Nacional de Planeación (DNP) y Barco (2013). Misión para el fortalecimiento 
del sistema de ciudades de Colombia. Documento técnico de soporte político del sistema de ciudades 

de Colombia.

Estas dinámicas rompen con la planeación urbana, pues se esperaba 
que el POT se constituyera en una herramienta para el manejo del 
desarrollo urbanístico. Pero lo que se está presentando es que Bogotá 
es una realidad urbana dividida en veintitrés municipios, cada uno 
de ellos radicalmente autónomo, gracias a la Constitución de 1991. 
A su vez, Medellín es una ciudad troceada en diez municipios; Cali 
igual; Barranquilla en dieciséis municipalidades y Cartagena en siete.

Otro fenómeno que acompaña estas nuevas dinámicas urbanas es el 
crecimiento de los municipios adosados a las ciudades centrales de las 
aglomeraciones. Así, Bogotá cuenta con Soacha, que pasó de alojar a 
258 622 personas en 1993, a 615 492 habitantes en 2015. Del mismo 
modo, Barranquilla se acompaña de Soledad, que durante 2015 tuvo 
511 262 habitantes; Bello, dentro del área de influencia de Medellín, 
contaba con 455 865 habitantes, y Floridablanca, en la órbita de Bu-
caramanga, con 265 000 habitantes.

En los 151 municipios que conforman el conjunto de las aglomeraciones 
que existen en Colombia habita el 67 % de la población nacional y 
produce el 80 % del PIB, cifras que muestran un profundo desbalance 
con el resto del país. Esto subraya el hecho de la fuerte urbanización 
que presenta Colombia y la gran concentración de la economía en el 
13,5 % de los municipios (151 sobre un total de 1114).
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Las dinámicas demográficas muestran unas proyecciones de nueve 
millones de habitantes adicionales al sistema de ciudades entre los 
años 2010 y 2035, de los cuales el 32 % será absorbido por Bogotá 
y sus satélites. Las seis aglomeraciones más grandes concentrarán el 
63,5 % del total del incremento de la población urbanizada, y las siete 
aglomeraciones siguientes recibirán el 14,5 % del total. No se proyectan 
cambios en las jerarquías urbanas.

El crecimiento urbano estará diferenciado entre las ciudades principales 
y los municipios periféricos, pues estos últimos crecerán a tasas mayores. 
Por ejemplo, Bogotá crecerá al 1,1 %, mientras que las ciudades aglome-
radas lo harán al 2,06 %, para un promedio del 1,24 %. En el Valle de 
Aburrá, mientras que Medellín creerá al 0,7 %, sus satélites lo harán al 
1,67 %. En Cali se espera un crecimiento del 0,95 % y las aglomeradas 
al 3,13 %. Barranquilla va a crecer al 0,14 % y el resto al 1,99 %.

Tabla 3. Prospectiva del sistema de ciudades

Aglomeración N.o de 
municipios

Población 
urbana 2010 Municipios de las aglomeraciones

Bogotá, D. C. 23  8 446 990

Bogotá, Bojacá, Cajicá, Chía, Cogua, Cota, 
Facatativá, Funza, Gachancipá, Guatavita, La 
Calera, Madrid, Mosquera, Nemocón, Sesquilé, 
Sibaté, Soacha, Sopó, Sutatausa, Tabio, Tausa, 
Tocancipá, Zipaquirá

Medellín 10 3 376 245 Barbosa, Bello, Caldas, Copacabana, Envigado, 
Girardota, Itagüí, La Estrella, Medellín, Sabaneta 

Cali 10 2 553 603 Cali, Candelaria, Florida, Jamundí, Pradera, Vijes y 
Yumbo; en Cauca: Padilla, Puerto Tejada, Villa Rica

Barranquilla 16 2 135 869

Baranoa, Barranquilla, Galapa, Malambo, Palmar 
de Varela, Polonuevo, Ponedera, Puerto Colombia, 
Sabanagrande, Sabanalarga, San Cristóbal (Bolívar), 
Santo Tomás, Sitionuevo, Soledad, Tubará, Usiacurí

Cartagena 7 1 069 188 Arjona, Cartagena, Clemencia, Santa Rosa, Turbaco, 
Turbaná, Villanueva

Bucaramanga 4 1 015 297 Bucaramanga, Floridablanca, Girón, Piedecuesta

Cúcuta 4 749 880 Cúcuta, Los Patios, San Cayetano, Villa del Rosario

Pereira 3 624 702 Dosquebradas, Pereira, Santa Rosa de Cabal
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Villavicencio 2 419 960 Villavicencio, Restrepo

Manizales 2 403 614 Manizales, Villamaría

Armenia 4 396 590 Armenia, Calarcá, Circasia, La Tebaida

Pasto 2 342 318 Nariño, Pasto

Rionegro 5 198 345 El Carmen de Viboral, Guarne, La Ceja, Marinilla, 
Rionegro

Tuluá 2 191 822 Andalucía, Tuluá

Tunja 5 168 164 Chivatá, Cómbita, Motavita, Oicatá, Tunja

Girardot 3 127 301 Flandes, Girardot, Ricaurte

Sogamoso 9 118 942 Busbanzá, Corrales, Firavitoba, Iza, Monguí, Nobsa, 
Sogamoso, Tibasosa, Tópaga 

Fuente: Colombia. Departamento Nacional de Planeación (DNP) y Barco (2013). Misión para el fortalecimiento 
del sistema de ciudades de Colombia. Documento técnico de soporte político del sistema de ciudades 

de Colombia.

El crecimiento de la población urbana proyectada pasará del 76 % 
en 2010 al 83 % en 2035 y al 86 % en 2050. Esto significa que las 
distancias entre la ciudad y el campo se incrementarán, pues mientras 
que entre 2012 y 2035 las ciudades aumentarán su población en 12,1 
millones, el campo recibirá 1,1 % de nuevos habitantes. Se calcula que 
entre 2035 y 2050 un millón de campesinos emigrará a las ciudades.

Sin embargo, la tasa anual de crecimiento poblacional tiende, de ma-
nera permanente, a decrecer. Si entre 1951 y 1974 era de 3,41 %, des-
ciende al 1,16 % entre 2005 y 2010, y, según las proyecciones, en 2035 
estará por debajo del 1 % anual para llegar a menos del 0,5 % en 2050. 
Este estancamiento poblacional puede llegar a una disminución de la 
población total colombiana, al mismo tiempo que la composición etaria 
va a tener cambios significativos al incrementarse la esperanza de vida, 
con el consiguiente aumento de la población mayor de sesenta años.

Otro fenómeno que se está presentando dentro de las aglomeraciones es 
la intensificación de las desigualdades. Mientras que las ciudades cen-
tro —en especial Bogotá, Cali, Medellín, Barranquilla y Bucaraman-
ga—, de manera permanente mejoran las condiciones de vida para sus  
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habitantes, las desigualdades con los entornos rurales se incrementan, 
al punto tal que las localidades más pobres de Bogotá se encuentran 
en mejores condiciones que las de los municipios vecinos.

En el indicador de pobreza extrema, Sibaté y Medina, cercanos a la 
capital, superan a la localidad de Ciudad Bolívar (que presenta mayores 
índices de pobreza extrema) con un 6,6 % y un 23,4 %, respectivamen-
te. “Otro indicador es que en el 90 por ciento de los hogares, tanto en 
los municipios de la Sabana como en los de cabecera del departamento, 
en uno o más días de la semana ningún miembro del hogar consume 
alguna de las tres comidas” (El Tiempo, 2015).

En cierta medida está sucediendo un proceso bastante perverso, en 
razón de que las ciudades centro: Bogotá, Bucaramanga, Medellín, 
Barranquilla y Cali, cada vez son más inteligentes, más innovadoras, 
más globales, pero sus entornos inmediatos se mantienen bastante 
rezagados de estas dinámicas modernizantes. En el caso de Bogotá, es 
notoria la desterritorialización que vive la ciudad, pues está cada vez más 
internacionalizada, dado que importa buena parte de sus alimentos y 
va dejando rezagados a los municipios vecinos. Por citar un ejemplo, 
internet llega a todas las ciudades de su aglomeración, pero el uso se 
encuentra totalmente diferenciado entre el centro y la periferia.

La ciudad colombiana del futuro

Los continuos sistemas de ciudades de Colombia que se han sucedido en 
estos cinco siglos de ordenamiento urbano, al igual que en el resto del 
mundo, se han formado al ritmo de la historia de la globalización. Sin em-
bargo, esto va a cambiar debido a que se está entrando en una nueva era 
del poscapitalismo como resultado de las TIC, las nuevas formas de trabajo 
y la economía de compartir. Hay nuevas dinámicas que han comenzado a 
remodelar la economía en torno a valores y comportamientos novedosos que 
están construyendo un nuevo tipo de ordenamiento social (Mason, 2015).

Llevamos un cuarto de siglo bajo el influjo creciente de las TIC, lo cual está 
creando una zona de sombra entre el trabajo y el tiempo libre, entre el 
salario y el trabajo. Se va a reducir la cantidad de trabajo en la producción, 
como efecto de la automatización. De igual manera, ahora no es solamente 
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el mercado el que regula los precios, también lo está logrando la circulación 
de la información. El uso libre de las ideas ya no es un principio que acom-
paña a la humanidad, pues han surgido empresas dedicadas a gestionar 
la información. La producción colaborativa, por fuera del mercado, está 
irrumpiendo, al igual que están surgiendo bancos paralelos y espacios au-
togestionados, con nuevas formas de propiedad y de préstamos. En fin, se 
acercan nuevas formas de vida en municipios donde la interacción social 
va a ser diferente a la que conocemos de la ciudad industrial.

Incluso, la destrucción creativa está siendo sustituida por la innovación 
disruptiva. Antes, una crisis económica impulsaba la innovación tecno-
lógica que beneficiaba a todos. La innovación no ha generado nuevas 
expansiones del capitalismo, como tampoco cambios revolucionarios, 
puesto que el gran avance tecnológico del siglo XXI no ha sucedido con 
nuevos objetos o nuevos procesos: son los mismos, pero más inteligentes. 
Ahora el contenido del conocimiento es más importante que el objeto.

Los productos de información son fácilmente reproducibles y están aso-
ciados a una paradoja: altos costos de producción con cero de reproduc-
ción. Esto pone en duda el mecanismo normal de los precios asociados 
al capitalismo. Hoy la fábrica puede estar en cualquier lugar, y esto 
produce una deslocalización de la industria. Con ello va a surgir un 
nuevo agente del cambio, como es el ciudadano educado y conectado.

Nos encontramos en el inicio de una nueva era que trasciende la sim-
ple transición económica, pues de lo que se trata es del surgimiento de 
nuevas formas de comportamiento humano, resultado de la gestión de 
la información; esto no lo registra la economía, y esta nueva fuerza ha 
comenzado a construir nuevos entornos humanos. Las transformaciones 
asociadas al agotamiento energético, el cambio climático, el envejeci-
miento de la población, la contracción demográfica y las migraciones es-
tán alterando profundamente al capitalismo tal como lo hemos conocido.

La gestión del territorio también está en proceso de transformación. Si el 
capitalismo estuvo asociado al surgimiento del liberalismo político, que se 
basaba en la igualdad de los ciudadanos, ahora es la democracia de los te-
rritorios la que la asegura. El acceso libre a la información, y la democracia 
del conocimiento, son las que garantizan la igualdad de los ciudadanos.
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Sin embargo, ante la ausencia en el Estado de una concepción glo-
bal del espacio nacional, las TIC pueden acentuar las desigualdades 
territoriales, como ya lo señalamos para el caso de Bogotá y parte 
de su aglomeración. De la misma manera, la aplicación del concepto 
de ciudad inteligente puede incrementar las desigualdades territoriales. 
Veamos algo de esto.

Al contrario de lo que está sucediendo en el país, cuando con entusias-
mo se emprenden diversas megaobras, hoy la construcción de nuevas 
infraestructuras —como autopistas, viaductos, metros, entre otras— 
no se ve como la única alternativa. Ahora surge la opción de construir 
infraestructuras invisibles para volver a las ciudades inteligentes, para 
hacerlas más eficientes, más igualitarias, menos contaminantes; en fin, 
para evitar el colapso que amenaza a las grandes urbes.

La ciudad inteligente hace referencia a un tipo de desarrollo urbano 
que busca la eficiencia de los recursos que tiene a su disposición para 
responder a las necesidades de las instituciones, las empresas, los urba-
nitas, en lo económico, lo social y lo ambiental. Un municipio es cata-
logado como inteligente cuando sus esfuerzos de inversión se orientan 
a fortalecer el capital y las políticas sociales, así como las infraestruc-
turas básicas de comunicaciones para construir una mejor calidad de 
vida de sus habitantes. Una ciudad inteligente es aquella en donde sus 
ciudadanos son inteligentes.

Así, en la ciudad del siglo XXI las infraestructuras físicas constituyen 
solo una parte; hoy, la disponibilidad y la calidad de las comunicacio-
nes, la transmisión del conocimiento y la dotación en infraestructuras 
sociales están surgiendo como el otro componente de la vida urbana. 
Así las cosas, lo que se está presentando en Colombia es la extensión 
de las TIC de una manera acelerada, pero sin un acompañamiento 
del aparato educativo que permita democratizar el conocimiento. La 
tendencia es que las ciudades centrales deriven a construir procesos 
innovadores y se conviertan en municipios inteligentes, pero sus en-
tornos estarán cada vez más atrasados.
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Luis Fernando González Escobar1

Introducción

Puestos en un escenario de posconflicto, después de la firma de los 
acuerdos de paz entre las Fuerzas Armadas Revolucionarias de Co-
lombia (Farc-EP) y el Gobierno colombiano, luego de las negociaciones 
de La Habana, a los que habría que sumar tal vez un difícil acuerdo 
con el Ejército de Liberación Nacional (ELN) —si se reiniciaran los 
diálogos y se llevaran a buen término—, tendríamos que preguntarnos 
de qué manera se afectarían el escenario citadino, la sociedad y la vida 
urbana, teniendo en cuenta que de lo negociado en poco o nada se ha 
tocado el tema urbano2.

La guerrilla de las Farc surgió como un movimiento campesino, se 
mantuvo y fortaleció como tal duramente mucho tiempo, y solo a par-
tir del año 2002 intentó la “urbanización del conflicto” con acciones 
armadas en Bogotá, Cali y Barranquilla, pese a que desde la séptima 

1	 Profesor asociado, director de la Escuela del Hábitat, Facultad de Arquitectura, Uni-
versidad Nacional de Colombia, Sede Medellín.

2	 Es necesario tener en cuenta que este texto fue presentado en un evento realizado en 
octubre de 2015. Desde entonces los acuerdos firmados con las Farc —el primero en 
Cartagena el 26 de septiembre de 2016 y el segundo en el Teatro Colón de Bogotá el 
24 de noviembre del mismo año—, han estado sometidos a las vicisitudes del incum-
plimiento, de retardos en su puesta en marcha, del olvido voluntario, de las trabas de 
los grupos opositores o el desdibujamiento de lo acordado. El escenario ha cambiado 
dramáticamente en muchos aspectos.

Capítulo 8

¿Hacia la redefinición de los sistemas urbano-rurales 
en Colombia? Una aproximación desde la  

experiencia de Medellín y el Área Metropolitana



170

Ciudades, territorio y posconflicto

Conferencia de 1982 se plantearon ocho años para la toma de Bogotá 
y, con ella, del Gobierno nacional. Es decir, que desde sus inicios en 
1964, solo después de 38 años y por unos pocos más, dejaron su lucha 
rural para intentar urbanizarla. Este hecho se refleja en las negocia-
ciones, al punto que los enfoques son agraristas, estableciendo como 
objetivo al cierre de la brecha entre el campo y la ciudad. Pero el tema 
urbano no aparece en ninguno de los tres documentos convenidos hasta 
ahora. Se habla de los ciudadanos y de la ciudadanía, pero no de la 
ciudad, y por ninguna parte se hace referencia siquiera a lo urbano o 
a la cultura urbana.

Sin embargo, tal desconocimiento no es óbice para insistir en que la 
ciudad refleja y manifiesta, para bien o para mal, lo que sucede en el 
campo colombiano. No es nada nuevo, y ya se ha demostrado hasta 
la saciedad que no se puede desconocer, desde ningún punto de vista, 
que cualquier cosa que suceda en ese mundo rural tiene repercusiones 
inmediatas en los centros urbanos. Es claro que ahora se puede hablar 
de un sistema urbano internacional discontinuo en términos geográ-
ficos, propio de la globalización, pero esto no invalida las dinámicas 
de interacción de los sistemas urbano-rurales, en un continuo geográ-
fico. Ya se trate de la migración forzada, como se demostró desde las 
guerras civiles del siglo XIX y, con mayor intensidad, en la violencia 
bipartidista de las décadas de 1940 y 1950, cuando los mayores índices 
de crecimiento demográfico de la historia colombiana urbanizaron a 
la fuerza miles de campesinos, o bien de los problemas ecológicos y 
ambientales, para lo cual se ha validado el concepto de huella ecológica, 
que valora los impactos sobre grandes territorios para satisfacer las 
demandas urbanas3. Entre el crecimiento inusitado, mayoritariamente 
informal, y los grandes impactos ecológicos y ambientales, casi siempre 
negativos, basculan otras variables de interdependencia, aunque en 

3	 Basta señalar que en el Estudio Nacional del Agua, entre otros aspectos, se plantea 
que: “La oferta disponible para abastecer las grandes concentraciones de demanda, 
especialmente las correspondientes a las principales ciudades (Bogotá, Cali y Mede-
llín), se basa en sistemas complejos de almacenamiento y transporte que, para satis-
facer las demandas crecientes, recurren a fuentes cada vez más lejanas, incluyendo 
en algunos casos trasvases a otras cuencas”. Instituto de Hidrología, Meteorología y 
Estudios Ambientales (Ideam)-Ministerio del Medio Ambiente (2015, p. 16).
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su mayoría con saldo favorable para la vida urbana, como lo demues-
tran los diferentes indicadores, brecha que se quiere acortar con las 
negociaciones.

A pesar de todo lo estudiado y demostrado, todavía muchos sectores 
sociales, económicos y políticos tienden a escindir de manera artificiosa 
esa relación claramente imbricada. De ahí que no por evidente deja de 
ser necesario insistir en el hecho de que cualquier acción de poscon-
flicto tiene que hacerse de manera sistemática, integral y encontrando 
los elementos de interacción, como han venido reclamando algunos 
académicos e investigadores.

Los ámbitos de actuación en el posconflicto

Un escenario de posconflicto plantea tres grandes ámbitos de actuación 
que deberían ser interdependientes (figura 1), no solo por la cuestión 
funcional señalada, sino como formulación política.

Figura 1. Ámbitos de intervención en el posconflicto
Fuente: elaboración propia.

Acerca del primer ámbito, la ruralidad, es sobre lo que más se ha tra-
bajado y planteado alternativas, al menos en lo poco conocido. Pero 
sería deseable que fuera desde una perspectiva de hábitat, entendiendo 
este hecho como una visión más integral y compleja en tanto involucra 
desde las formas de habitabilidad hasta las productivas, de tal manera 
que no se trata únicamente de la restitución del suelo y la vivienda 
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como hecho construido dentro de la parcela, sino tomado desde sus 
dimensiones simbólicas, de memoria, patrimoniales y, en general, como 
hecho cultural. Además, no entendida desde una ruralidad genérica 
sino desde una múltiple, como expresión de la diversidad etnocultural 
del país y también de la funcionalidad territorial, junto a lo cual se 
deben tener en cuenta los nuevos elementos aportados por los influjos 
e intercambios de las sociedades modernas y globales.

No se puede hablar de una misma ruralidad en los entornos metropoli-
tanos que en los remotos, pues son distintos elementos de comprensión 
y redefinición de la nueva ruralidad, por los influjos culturales urbanos 
y los cambios en las técnicas y formas productivas. Allí convergen los 
territorios colectivos de las comunidades negras, la definición de las en-
tidades territoriales indígenas y las futuras zonas de reserva campesina 
con el proceso de restitución de tierras y las propuestas agroindustriales 
como las denominadas zonas integrales para el desarrollo empresarial 
(Zides). Un panorama bastante complejo que implica repensar la habi-
tabilidad y el hábitat rural, no como un simple territorio por controlar.

El segundo ámbito es el sistema urbano-rural, en el que no solo se trata 
de saber cómo se ha ocupado el territorio sino cómo lo ocuparemos, 
teniendo en cuenta esa perspectiva histórica, sumada a una nueva polí-
tica territorial a partir de los fundamentos ambientales necesarios para 
lograr un sistema equilibrado, disminuyendo las presiones demográfi-
cas y densificadoras en los principales centros urbanos consolidados, y 
ampliando las fronteras urbanas de manera eficiente en el territorio, 
de acuerdo con nuestras realidades geográficas y ecológicas.

Ya hay trabajos elaborados con valiosos argumentos, como los pre-
sentados por Julio Carrizosa Umaña en Consideraciones ambientales para 
la construcción de una paz estable, duradera y sostenible en Colombia (2014), en 
donde se plantea una paz territorial desde dos retos: uno, conciliar 
las visiones a escala nacional y regional del ordenamiento territorial 
con la escala local; dos, reconocer el valor de la biodiversidad y sus 
servicios ecosistémicos en los procesos de ordenamiento territorial. 
En esa perspectiva se plantea de una nueva relación campo-ciudad:
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La construcción de paz en Colombia tiene que profundizar la inter-
dependencia entre lo urbano y lo rural; aspecto en el cual es funda-
mental el reconocimiento del valor —más allá del sentido moneta-
rio— de los servicios ecosistémicos públicos y gratuitos que ofrece 
la biodiversidad (provisión de alimentos y de medicinas, regulación 
hídrica —cantidad y calidad del agua—, y del clima, fertilidad de 
los suelos, carne de monte y pesca, etc.), los cuales en muchos casos 
son provistos por los espacios rurales. Esto da paso para cambiar la 
idea de la biodiversidad como objeto de gestión exclusivamente del 
sector ambiental y de responsabilidad de los habitantes rurales, por 
la de una gestión que promueva la corresponsabilidad social territo-
rial y sectorial. Lo anterior genera oportunidades excepcionales para 
ser desarrollada en el posacuerdo. (Carrizosa Umaña, 2014, p. 61)

En este ámbito está también la idea de la construcción de nuevas ciu-
dades, algo expuesto tanto en el IDU como por el profesor Carrizosa 
Umaña, iniciativa que plantea la creación de nuevos centros urbanos, 
estudiando las características locales (ecológicas, sociales, económicas, 
políticas y culturales), con lo cual se permita implementarlas y conso-
lidarlas de acuerdo con las particulares condiciones, y de una manera 
mucho más amable en su condición urbana, a la vez que establecer 
un sistema territorial más equilibrado que el existente, teniendo en 
cuenta esa compleja realidad ecosistémica plasmada en el Mapa de 
Ecosistemas Continentales, Costeros y Marinos de Colombia (2007), 
donde se definieron más de ocho mil ecosistemas específicos y 85 tipos 
de generales.

Nuevamente la pregunta obvia es: ¿cuánto se han tenido en cuenta 
esas particulares condiciones en la definición de los procesos de or-
denamiento territorial? Cabría también preguntarse por la manera 
como los centros urbanos han considerado esa realidad, tanto por los 
beneficios que les reporta como por las problemáticas que se derivan 
de que, por ejemplo, en los ecosistemas continentales el porcentaje 
de transformación es del 34 %, teniendo el caso del Quindío con un 
81 % de su territorio transformado, mientras que en Antioquia es del 
65 % y avanzando.
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Por último, está el tema del hábitat urbano, centrando la mirada en 
este caso no en las nuevas propuestas de ciudad sino en los escenarios 
urbanos consolidados. El tema ambiental vuelve a ser prioritario para 
lo urbano cuando la preocupación por el deterioro global llega incluso 
a instancias del Vaticano. Un ambiente humano amenazado por los 
“estilos de vida, los modelos de producción y consumo, las estructuras 
consolidadas de poder que rigen hoy la sociedad” (Papa Francisco, 
2015, p. 7). En la exhortación “a proteger nuestra casa común” y a un 
nuevo diálogo sobre la manera como se está construyendo el futuro del 
planeta, el llamado de atención sobre la contaminación y las basuras, 
por la cultura del descarte, del clima como un bien común, el cambio 
climático, el agotamiento de los recursos naturales, la calidad y escasez 
del agua (especialmente para los pobres), la acción inmediatista y la 
depredación de la biodiversidad por culpa de la acción también inme-
diatista de la economía, se incluye el tema de la ciudad y los efectos en 
la calidad de vida y la degradación social:

Hoy advertimos, por ejemplo, el crecimiento desmedido y desorde-
nado de muchas ciudades que se han hecho insalubres para vivir, 
debido no solamente a la contaminación originada por las emisiones 
tóxicas, sino también al caos urbano, a los problemas del transporte 
y a la contaminación visual y acústica. Muchas ciudades son grandes 
estructuras ineficientes que gastan energía y agua en exceso. Hay 
barrios que, aunque hayan sido construidos recientemente, están 
congestionados y desordenados, sin espacios verdes suficientes. No es 
propio de habitantes de este planeta vivir cada vez más inundados de 
cemento, asfalto, vidrio y metales, privados del contacto físico con la 
naturaleza. (Papa Francisco, 2015, p. 35)

La privatización de los espacios, la limitación de acceso a entornos 
de calidad —en especial, de espacios verdes—, la exclusión social, la 
inequidad de acceso a servicios, la fragmentación social, la migración 
rural y los precarios asentamientos urbanos, el patrimonio cultural 
como fundamento de una ciudad habitable, la integración y vivencia 
del barrio y la ciudad, la calidad espacial de los espacios habitados, la 
falta de vivienda, la integración a la ciudad de los barrios precarios, 
los sistemas de transporte y la calidad de vida, son muchos de los  
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aspectos tocados en esta encíclica para que desde la ecología humana 
se replantee la ciudad, y es algo sobre lo que volveré más adelante.

En el tema del hábitat urbano hay muchos otros elementos que se de-
rivarían directa o indirectamente de las negociaciones de La Habana. 
Uno de los principales es la relación conflicto armado-violencia urbana.  
Trabajos como el del profesor Jorge Giraldo Ramírez (2008), han 
señalado que dentro de la complejidad de la violencia urbana —por 
lo cual no habla de violencia sino de violencias—, el tema del “con-
flicto armado” es apenas uno de los componentes, pero no lo único, 
pues a este se deben sumar la violencia del crimen organizado, la 
violencia difusa, la violencia intrafamiliar y la misma violencia de las 
autoridades; no obstante, aquel conflicto repercute y tiene efectos en el 
incremento o disminución de los homicidios y en la seguridad. Incluso 
habría que añadir otras como la violencia estructural, la violencia 
simbólica, aun la violencia acústica —concepto acuñado desde 1996 por 
el Comité Interdisciplinario de Ecología y Ruido, reunido en Rosario 
(Argentina)—, algo de lo que tanto sufren nuestras ciudades, pero que 
poco o nada interesa.

Aparte de lo anterior, y de manera más específica, la experiencia urba-
na de la planeación, la definición e implementación del ordenamiento 
territorial, la concepción urbanística y de su arquitectura han sido 
determinantes en la desactivación o multiplicación de muchas de las 
problemáticas relacionadas con las violencias urbanas, como se podrá 
ver más adelante, partiendo de la experiencia urbana de la ciudad de 
Medellín, abordada desde la disputa por el territorio que se ha esce-
nificado de tiempo atrás, algo que claramente nos remite al tema de 
la “violencia espacial”.

El caso de Medellín y el Área Metropolitana

En ese sentido, el posacuerdo debe plantearnos de qué manera centros 
urbanos tan cruciales como la ciudad de Medellín y el Área Metropoli-
tana pueden superar la violencia y sus consecuencias, pese a que el con-
flicto armado esboza apenas un componente de su problemática, sobre 
todo pensando en configurar una nueva sociedad y cultura urbanas.
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Hace varios meses, a pesar de faltar varios más para finalizar el pe-
riodo del actual Gobierno local de Medellín, se ha iniciado una gran 
arremetida publicitaria bajo el eslogan de “Nuestra nueva Medellín”, 
destacando “100 hechos”. Uno de esos buscados y precisos hechos es el 
de la tasa de homicidios, que se presenta como la más baja de los últimos 
35 años. Según los datos, para 2014 se registraron 658 asesinatos en la 
ciudad, con lo cual la tasa de homicidio fue de 26,95 por 100 mil habi-
tantes. Sin duda que visto ese indicador hay un ostensible decrecimiento 
frente a lo sucedido en años y decenios anteriores. Pero dejando de lado 
quién aporta los datos y los evidentes subregistros, habría que señalar 
junto al antropólogo Aldo Cívico: “Los buenos resultados se dan, no 
precisamente porque el territorio está libre del dominio mafioso. Hay 
que mirar qué pasa detrás de esas cifras bonitas” (Colprensa, 2015).

Las cifras esconden realidades que no se quieren reconocer: la violencia 
disminuye en sus indicadores amparada en el denominado “pacto del 
fusil” entre los grupos que tienen verdaderamente el control territorial. 
El investigador Juan Diego Restrepo concluye un trabajo sobre la 
llamada Oficina de Envigado, planteando que si bien

esta empresa criminal ha demostrado a lo largo de su historia una 
gran capacidad para adecuarse a circunstancias adversas y conti-
nuar vigente en el mercado del narcotráfico, la seguridad y la violen-
cia, para finales de 2014 su situación es calificada por investigadores 
de la Policía Nacional como decadente, cada vez tiene menos poder 
en la ciudad. (Restrepo, 2015, p. 210)

No obstante, las noticias siguen sucediéndose en todo el año 2015 
sobre captura de cabecillas y miembros de la Oficina y sus distintos 
brazos armados, de funcionarios y policías que les suministraban o 
filtraban información, o de enfrentamientos entre combos por controles 
territoriales. De la llamada “donbernabilidad” de hace unos años, se 
pasó al reciente “pacto del fusil”, algo que de manera tímida y cauta 
reconoce hasta el programa Medellín Cómo Vamos:

La reducción de homicidios en los últimos años ha estado asociada a la 
respuesta de las autoridades, que han ideado estrategias en diversos ám-
bitos para controlar y reducir este tipo de violencia, pero también están 
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relacionadas “posiblemente al cese de enfrentamientos entre grupos en 
determinados territorios, ya sea porque uno de ellos termina hegemo-
nizando el poder territorial para la captura de rentas o porque se llega 
a coaliciones que reducen la violencia homicida”. (MCV, 2013)

Aparte de la disminución de los homicidios por el pacto —concertado 
para una paz territorial controlada y, si se quiere, ficticia—, en Mede-
llín se hace necesario tener en cuenta otro tipo de situaciones que no 
disminuyen sino que se incrementan, como los casos de la violencia 
sexual, la intrafamiliar, el desplazamiento intraurbano y las desapa-
riciones forzadas. El deseo y la concepción autoritaria de la sociedad 
frente al caso, un ser superior capaz de establecer orden, la justicia por 
mano propia o por los combos frente a la inoperancia de la oficial, la 
concepción machista —tanto de hombres como de mujeres— al actuar 
de manera violenta para imponer su punto de vista, la fascinación por 
las armas y los uniformes militares de cualquier bando, el clasismo, el 
racismo y el prejuicio por el otro inferior, son, por ejemplo, elementos 
culturales definitorios de violencias tanto simbólicas como físicas en 
el territorio, poco comprendidas y menos atendidas como debería ser. 
Lo propio ocurre con las condiciones de habitabilidad que se están 
imponiendo, como veremos más adelante.

Todo lo anterior nos lleva a la presunción, entre ingenua y mediática, 
de ciertos mandatarios locales, y con ellos algunos arquitectos, en erigir 
sus propuestas como factores determinantes en la disminución del nú-
mero de homicidios y de la violencia generalizada. ¿De qué manera los 
celebrados proyectos urbanísticos y arquitectónicos realmente inciden 
en la disminución de aquellos indicadores?

Hace algunos años en Buenos Aires un titular en la prensa de la capital 
argentina me llamó la atención: “El pacificador de Colombia”. Por 
curiosidad innata busqué el contenido que seguía al grandilocuente 
titular pensando encontrar bajo ese rótulo a uno de nuestros militares 
pacificadores, o al mismísimo presidente de aquel momento en todo su 
esplendor político, pero para mi sorpresa era un arquitecto de Mede-
llín quien recibía ese adjetivo calificativo, argumentando el periodista 
desde la entrada las razones para ello:
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El conjunto de parques y edificios públicos construidos por Felipe 
Uribe sorprende. Sus propuestas formales y urbanas transformaron 
la violenta ciudad de Medellín al promover la inclusión social y ge-
nerar lugares disfrutables. Renuevan los usos y estimulan la sensibi-
lidad del usuario con efectos arquitectónicos: el tratamiento de la luz, 
las proporciones, los cambios de escala sorpresivos, y un despliegue 
de colores y texturas que son, en conjunto, el resultado de elaborar 
una diversidad de referencias culturales. (Acuña, 2008)

Figura 2. El pacificador de Colombia.

Fuente: adaptado de Acuña (enero 29 de 2008).

No tengo manera de comprobar si fue una licencia literaria del pe-
riodista o si el arquitecto verdaderamente ha creído que esto fuera 
así. Obviamente no entraré en esa discusión. Lo cierto es que dentro 
de las narrativas oficiales y el marketing que se ha hecho en muchos 
escenarios, se ha considerado que las piezas urbanas y arquitectónicas 
construidas en Medellín en los últimos años fueron un factor deter-
minante para disminuir los indicadores de violencia y reducirlos a los 
porcentajes que hoy se publicitan como exitosos. Lastimosamente no 
hay un solo estudio que demuestre la relación de causalidad entre lo 
uno y lo otro, y de qué manera incide en o afecta la disminución de la 
violencia, o determine con certeza la inclusión social.
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Cabe tener en cuenta, de manera adicional, que la concentración de la 
violencia está en los sectores más marginados, con los peores indicado-
res de pobreza, calidad de vida y de desarrollo humano, donde precisa-
mente se han ejecutado algunas de las obras que han sido reconocidas 
y distinguidas con prestigiosos premios, aunque algunos de estos son 
solo parte orgánica de ese mercadeo global. Pero allí la violencia so-
terrada, el control territorial invisible, las fronteras implícitas, siguen 
siendo determinantes con su carga de violencia estructural, simbólica 
y cotidiana. Hay una realidad incuestionable: que los actores que con-
trolan el territorio se han replegado y es más estratégica su presencia.

Es cierto que algunas razones esgrimidas sobre los beneficios de las 
obras son importantes determinantes indirectos que coadyuvan a 
transformar esa realidad —la dotación de nuevos símbolos urbanos, 
de espacios de encuentro, de referentes culturales, de obras dignas 
y bellas que generarán orgullo y pertenencia, etc.—, pero no son el 
diseño o la proyectación ni la obra urbanística o arquitectónica en sí las 
razones únicas, como tantos arquitectos y urbanistas pacificadores lo 
han creído y lo han promovido. Habría que decir entonces que la in-
tervención urbanística y arquitectónica no es razón suficiente, pero sí 
necesaria. Algo que, incluso de manera general, también lo ha intuido 
la encíclica papal cuando señala:

Dada la interrelación entre el espacio y la conducta humana, quienes 
diseñan edificios, barrios, espacios públicos y ciudades necesitan del 
aporte de diversas disciplinas que permitan entender los procesos, el 
simbolismo y los comportamientos de las personas. No basta la bús-
queda de la belleza en el diseño, porque más valioso todavía es el ser-
vicio a otra belleza: la calidad de vida de las personas, su adaptación 
al ambiente, el encuentro y la ayuda mutua. También por eso es tan 
importante que las perspectivas de los pobladores siempre completen 
el análisis del planeamiento urbano. (Papa Francisco, 2015, p. 117)

La delectación y la gratuidad de la forma no es la única variable. 
Cómo ella se deriva de los procesos y las dinámicas socioculturales 
en el territorio, o cómo contribuye a la equidad y a la inclusión social, 
entre otras razones, son preguntas fundamentales. Eso implica valorar 
tanto la interdisciplinariedad como la participación real y efectiva de 
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las comunidades. Pero pese a la propaganda oficial, muchas de esas 
iniciativas que se comenzaron fueron importantes, pero paulatinamen-
te desmontadas o simplemente cooptadas, perdiendo su razón de ser.

Vemos, por ejemplo, cómo la capacidad técnica instalada en la ad-
ministración pública se ha dilapidado luego de exitosas experiencias. 
Medellín, desde décadas anteriores, ha venido experimentando con 
la rehabilitación de barrios, el mejoramiento e intervención en los 
sectores más vulnerables, y cómo articularse con esas comunidades 
y darle respuesta a sus demandas; proyectos y planes que han puesto 
conceptos y modelos de intervención, los cuales fueron la línea base, 
cuya clara genealogía se puede demostrar, sobre los que se cimentaron 
los denominados Planes Urbanos Integrales.

Esta metodología fue una de las razones para recibir premios como el 
Holcim Awards Gold 2008 para Latinoamérica (por el de la Comuna 
13) o el premio Verde Verónica Rudge en Diseño Urbano de Harvard 
en 2013 (en las comunas de la Nororiental). Pese a ello, los equipos 
técnicos fueron desmontados, en especial los sociales, que fueron los 
más golpeados. Al mismo tiempo que recibía el premio por esta me-
todología y en público lo elogiaba, la propia directora de la EDU la 
desmontaba, desconfiando de ella y atacando los equipos sociales que 
concebía innecesarios.

Mientras que la “participación comunitaria la arregló con un desa-
yuno” —afirman que decía—, establece un nuevo discurso de lo que 
considera participación comunitaria, dejando minimizadas aquellas de 
base territorial. Pareciera desconocer que a la par con la experimen-
tación tecnológica y social, la comunitaria ha sido uno de los pilares 
fundamentales de la renovación de Medellín. En los momentos más 
álgidos de la ciudad, las iniciativas civiles y la concertación entre los 
sectores empresariales y públicos con las comunidades fueron ejerci-
cios definitorios del norte a seguir para comenzar a salir de la encru-
cijada en la que se encontraba la ciudad; primero con los seminarios 
“Alternativas de futuro” auspiciados por la Consejería Presidencial 
de Medellín, y, segundo, con la concreción en el Plan Estratégico de 
Medellín y el Área Metropolitana 2015 (Pemam), que definió desde 
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aquellas cinco grandes líneas estratégicas que más o menos han seguido 
las administraciones desde entonces, con algunos maquillajes, cambios 
de nombre y la participación de urbanistas y arquitectos para darle 
forma a varios de los proyectos planteados allí.

La evidencia hoy es el desgaste de aquel modelo. Es notoria la disocia-
ción de las estrategias sociales y comunitarias de las estrategias políticas 
y económicas sobre el territorio; de ahí que la participación comunitaria 
cada vez ha perdido importancia como fuerza transformadora desde lo 
institucional, para ser convertida en asunto de burocracias y captura de 
recursos. Hoy se habla de una actividad laboral: ser líder comunitario, 
y las JAL son capturadas por quienes quieren llegar a la contratación. 
De esta forma, los presupuestos participativos, ejercicio con buen inicio 
pero con mal final, son repartidos incluso entre los actores armados 
que controlan el territorio. Adicionalmente, la participación es un he-
cho funcional y formalista: número de personas asistentes al evento de 
turno, con firma de planilla y refrigerio, para cumplir con los datos 
que se sacarán en los informes oficiales de cuántos eventos se hicieron 
y con cuántos participantes, no importa que fuera una socialización o 
un informe sobre lo ya determinado. Consultas previas no hay, pues 
a la participación deliberativa y afirmativa se le teme. Son comparsas 
clientelares en buena medida.

La disociación señalada se expresa en el territorio. Si entendemos la 
violencia no necesariamente como el enfrentamiento armado, sino 
como una de las acepciones que plantea el Diccionario de la Real 
Academia de la Lengua, esto es, la “oposición de una cosa con otra”, 
alerta Susana García Bujalance (2013):

Podríamos convenir que hoy se está produciendo una guerra entre 
el hombre y la mujer contemporáneos, y un conjunto de elementos 
heterogéneos en su naturaleza que generan una violencia que trata 
de someterlos a sus abstractos intereses y a una lógica ajena a su con-
dición humana (p. 38). [Para llegar a aseverar que] […] es posible 
que estemos asistiendo a la consolidación de un campo de batalla 
multiescalar en el que el territorio es el escenario de una violencia 
espacial que genera una profunda desincronización entre la natura-
leza humana y su entorno.
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Llevadas sus afirmaciones a otros ámbitos, bien vale la pena rescatar el 
carácter del territorio como constructo, por tanto, de tensiones, disputas 
y acciones por el control del mismo, que llevan a ejercer una violencia 
espacial en pos de “abstractos intereses”, ya sea, por ejemplo, rentas 
legales o ilegales, como viene ocurriendo en Medellín y en el Área 
Metropolitana. La violencia espacial entonces está determinada por 
las transformaciones territoriales y es multiescalar.

Vale la pena dar un rodeo para volver sobre los anteriores planteamien-
tos. El urbanismo social, promovido por la administración de Sergio Fajar-
do (2004-2007), fue “entendido de forma integral como el instrumento 
más poderoso para la equidad social” (Alcaldía de Medellín, 2004-2007, 
p. 97), pero nunca se definió qué era ni se caracterizó ni se indicó a 
qué modelo correspondía. Solo en la administración siguiente, en el 
Plan de Desarrollo 2008-2011, “Medellín es solidaria y competitiva”, 
de la administración de Alonso Salazar, se definió como un “modelo 
de intervención del territorio el enfoque de urbanismo social, el cual 
comprende simultáneamente la transformación física, la intervención 
social, la gestión institucional y la participación comunitaria”, como 
una estrategia para la inclusión social y la equidad territorial4.

Luego, de manera artificiosa y sirviendo a un artilugio publicitario, la 
actual administración —Aníbal Gaviria (2012-2015)— lo transformó 
en urbanismo cívico pedagógico y, ahora, simplemente se lo llama urba-
nismo pedagógico, sin razones fundamentales de peso para tal cambio 
denominativo, pero que define como su objetivo el de “fortalecer los 
procesos y herramientas de construcción de ciudadanía, como una 
práctica pública implementada por el Gobierno local para generar 
colectivamente desarrollo y transformación integral del territorio”. 
No se conoce una administración como la actual, más proclive al 
manejo amañado de conceptos, los cuales adopta y vuelve maleables 
para el uso publicitario. Ya sea ciudad sostenible, ya sea ciudad resiliente o 
cualquier otro término al uso derivado de las agendas internacionales, 

4	 “La acción del Estado en las zonas periféricas de la ciudad, las más vulnerables desde 
el punto de vista social, ambiental y político, donde se evidencian los menores índices 
de desarrollo humano y calidad de vida”. Concejo de Medellín, Acuerdo 16 del 30 de 
mayo de 2008, p. 9.
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de manera inmediata esas expresiones son incorporadas como hechos 
reales en la ciudad a partir de los eslóganes que ponen en circulación 
los publicistas contratados por la administración.

Es evidente que más allá de la manera como cada plan de gobierno 
denomine el enfoque de su programa urbanístico, la realidad es que 
las transformaciones territoriales de Medellín derivan de la manera 
como se ha concebido la ciudad desde los planes de ordenamiento 
territorial, ya sea en su primera formulación en 1999, la revisión de 
2006 y la última aprobada en noviembre de 2014, que rige el modelo 
de ciudad actualmente. Es justo allí donde se ejerce esa denominada 
violencia espacial, como muchos y en diferentes escenarios se ha venido 
planteando de tiempo atrás; por ejemplo:

	� La expulsión de poblaciones por la construcción de macropro-
yectos, desde viales (puente de la Madre Laura) hasta infraes-
tructuras simbólicas del urbanismo social, como la Biblioteca 
España, o incluso, de manera paradójica, la Casa de la Me-
moria dentro del Parque Bicentenario, que borró uno de los 
barrios periféricos históricos, como fue la antigua Parroquia 
de Quebrada Arriba, después conocido como el sector de La 
Toma.

	� Las dinámicas de gentrificación derivadas por proyectos de re-
novación urbana, algo que se presume se verá con mayor inten-
sidad en el futuro inmediato por el desarrollo del nuevo modelo 
urbanístico que se aprobó con el POT en noviembre de 2014, 
específicamente por los planes parciales y el desarrollo de los 
polígonos de renovación urbana en las denominadas áreas de 
intervención estratégica.

	� La cesión o no transferencia de las plusvalías, tema que se puso 
en discusión, y si bien fue incluido en el nuevo POT, no ha sido 
reglamentado ni definido de manera adecuada ni con la volun-
tad política suficiente, pese a que incluso en las evaluaciones 
de las experiencias urbanísticas desarrolladas se dice que, en 
el futuro, en el ámbito presupuestal se “debe considerar la pro-
yección de plusvalías en los proyectos [sic] como modelos eco-
nómicos equilibrados que permitan el retorno de las inversiones  
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y a su vez que permitan la generación de bienestar en los di-
ferentes actores económicos del proyecto” (EDU-Alcaldía de 
Medellín-BID, 2014). Sucedió con el Paseo Urbano Carabobo, 
volvió a ocurrir con los entornos del corredor del Tranvía de 
Ayacucho, ya en culminación de las obras, y volverá a pasar en 
obras como el Parque del Río.

	� El control sobre las rentas del suelo urbano y del desarrollo 
inmobiliario por un sector reducido del capital inmobiliario, 
constructor y financiero, beneficiado por las normas de orde-
namiento territorial y por las políticas económicas nacionales.

Si bien en Medellín se han disminuido, según los indicadores, la po-
breza monetaria y la extrema, se ha incrementado la desigualdad y 
hay una mayor concentración del ingreso, como lo muestra el índice 
de Gini para los últimos años (figura 3), siendo incluso el más alto de 
las principales ciudades de Colombia. Como reconoce el programa 
Medellín Cómo Vamos, la ciudad se ubicó en los últimos lugares de 
la reducción de desigualdad, apenas superando a Cartagena y retro-
cediendo aún más en los dos últimos años.

Figura 3. Índice de Gini en ciudades colombianas, 2008-2014
Fuente: DANE, adaptación propia.

2008 2009 2010 2011 2012 2013 2014
Colombia 0,566 0,557 0,560 0,548 0,539 0,539 0,538
13 Áreas Metropolitanas 0,527 0,522 0,528 0,517 0,499 0,505 0,504
Barranquilla 0,499 0,486 0,497 0,472 0,464 0,458 0,445
Bucaramanga 0,431 0,453 0,449 0,450 0,432 0,437 0,428
Bogotá 0,530 0,526 0,526 0,522 0,497 0,504 0,502
Medellín 0,542 0,534 0,538 0,507 0,500 0,506 0,526
Cali 0,518 0,499 0,529 0,504 0,515 0,505 0,487
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¿Cómo, entonces, se puede hablar de ciudad sostenible cuando esto no 
es posible si no hay equidad? ¿Tienen que ver algo en ello el modelo 
territorial y la violencia espacial de la que se ha venido hablando? 
Como dice el mismo informe Medellín Cómo Vamos (2015, p. 8), la varia-
ble ingresos no debe ser el único indicador para medir la desigualdad, 
como lo hace el indicador de Gini; por eso acude a analizar el índice 
multidimensional de condiciones de vida5.

Este índice, si bien muestra la reducción de la brecha entre las seis 
comunas con menor IMCV (Popular, Santa Cruz, Villa Hermosa, Man-
rique, San Javier y Doce de Octubre) y las tres de mayor IMCV (Poblado, 
Laureles, La América), hace evidentes las desigualdades territoriales 
que no se pueden esconder ni aun en este indicador, teniendo en cuenta 
las cinco variables o dimensiones de mayor peso: “la vulnerabilidad, 
el capital físico del hogar, el entorno y la calidad de la vivienda, la 
desescolarización y el acceso a los servicios públicos” (Medellín Cómo 
Vamos, 2015, p. 10). Y, precisamente, las que tienen mayor desigualdad 
hoy en la ciudad son tres: el entorno y la calidad de la vivienda, la 
vulnerabilidad y el capital físico del hogar, y las que menos avanzan 
de todas son la vulnerabilidad, con el -8,4 %, y el entorno y la calidad 
de la vivienda, con el -0,8 %.

La pregunta entonces por la calidad de la vivienda y el entorno —y por 
consiguiente, del hábitat urbano en la ciudad de Medellín—, es suma-
mente pertinente cuando se supone que se está enfatizando en el tema 
de espacio público, espacios verdes, paseos urbanos bulevares, etc., y 
en la construcción de viviendas, en un número mayor a lo realizado en 
años anteriores, cuando la actividad constructora ha generado un boom 

5	  “En el caso particular de Medellín, Planeación Municipal viene midiendo desde el 
año 2001 el índice de desarrollo humano, a partir de 2004 el índice de condiciones de 
vida y más recientemente el índice multidimensional de condiciones de vida (IMCV). 
El propósito fundamental de la construcción de estos índices es evidenciar las dife-
rencias en los niveles de desarrollo y de condiciones de vida en las comunas y corregi-
mientos, para realizar una inversión social focalizada y con progresividad, entendida 
esta última como una mayor inversión para aquellas comunas y corregimientos don-
de hay menores niveles de desarrollo. En otros términos, hay una intencionalidad de 
generar procesos de intervención que conduzcan a cerrar brechas en los niveles de 
vida de los habitantes de la ciudad” (IMCV, 2014; Medellín Cómo Vamos, 2015, p. 9).
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constructivo, pese a que se ha reducido el licenciamiento en los últimos 
tiempos y se ha trasladado a los municipios vecinos, y un desarrollo 
inmobiliario que ha trastocado el paisaje urbano, antes horizontal, 
y desde 2005 transformado, simbólicamente, en un paisaje vertical.

Con base en la premisa del agotamiento del suelo de expansión urbana 
y de la ciudad compacta, surgen cada vez más torres de apartamentos 
de una estética deplorable y con unas condiciones constructivas inade-
cuadas, con áreas reducidas —mayoritariamente entre 40 y 45 m2—, 
con mínimas condiciones habitacionales, eufemismos sobre espacios 
complementarios —solarium, club house, etc.—, y licencias poéticas y 
evocativas en los nombres dados a las supuestas urbanizaciones. Esto, 
sin contar con los problemas técnicos y estructurales.

Hoy las condiciones mínimas de los espacios habitacionales no solo han 
hecho desaparecer los convencionales espacios sociales y privados o han 
reducido a la mínima expresión el mensaje, sino que han determinado 
el aumento de la conflictividad social —de ahí un programa oficial de 
urgencia denominado “Vecinos y amigos”— y los efectos psicológicos 
sobre los habitantes, como ya lo han demostrado trabajos realizados 
en la Universidad de Antioquia. Pareciera necesario volver al bacula-
zo papal para entender el valor determinante de la arquitectura y los 
espacios arquitectónicos en sus habitantes:

También es cierto que la carencia extrema que se vive en algunos 
ambientes que no poseen armonía, amplitud y posibilidades de in-
tegración facilita la aparición de comportamientos inhumanos y la 
manipulación de las personas por parte de organizaciones crimina-
les. Para los habitantes de barrios muy precarios, el paso cotidiano 
del hacinamiento al anonimato social que se vive en las grandes ciu-
dades puede provocar una sensación de desarraigo que favorece las 
conductas antisociales y la violencia. (Papa Francisco, 2015, p. 116)

Sin duda que estamos hablando de temas gruesos sobre acceso al suelo 
urbano, el control de las rentas respecto al mismo y las plusvalías, las 
formas de reglamentarlo, entre otros aspectos generadores de tensiones 
y definiciones sobre los sistemas territoriales de los hábitats urbanos. 



187

¿Hacia la redefinición de los sistemas urbano-rurales en Colombia?

Allí hay un problema fundamental de violencia espacial no contem-
plado ni tenido en cuenta en los procesos de negociación. Es necesario 
poner en tela de juicio tal situación.

El escritor portugués José Saramago, al cuestionar la democracia, de-
cía: “Dejemos de considerar la democracia como un valor adquirido, 
definido de una vez por todas e intocable para siempre. En un mundo 
en que estamos acostumbrados a debatir todo, sólo persiste un tabú: la 
democracia” (Le Monde Diplomatique, 2004). Haciendo un símil, tal vez 
un poco forzado, hay cosas que también en nuestra sociedad parecieran 
ser tabú y no se pudieran tocar, como es el caso del suelo urbano, de 
la urbanización y de la política pública de vivienda.

Como lo he señalado con antelación en otros textos, los gremios de 
la construcción, inmobiliarios y financieros han determinado las po-
líticas de los Gobiernos en términos de la vivienda y la ciudad. No es 
nada nuevo. Desde la década de 1970 se habló de la imposibilidad de 
elaborar políticas públicas para solucionar los verdaderos problemas 
sociales urbanos, pues el poder de los gremios lo ha impedido o los 
tuercen para sus propios beneficios, ya por interpuestas personas, por 
las presiones y el lobby o directamente por funcionarios que han pasado 
del sector privado al sector público o del público al privado en lo que 
se ha llamado la “puerta giratoria”.

Hoy todavía menos, cuando la crisis económica mundial debida al 
bajón del precio del petróleo, la recesión económica de China, y por 
tanto, de la reducción de la demanda de las materias primas, han 
determinado que la política económica colombiana encuentre su sal-
vavidas en la construcción y, dentro de ella, los diferentes tipos de 
vivienda: vivienda de interés prioritaria (VIP), vivienda de interés social 
(VIS), vivienda de interés prioritaria para ahorradores (VIPA), vivienda 
gratuita, Mi Casa Ya, o los programas de subsidios a la tasa de interés 
denominados Frech I y Frech II.

Si por años, cuando el gremio de la construcción no era el principal 
motor de la economía, esgrimieron como arma para impedir acciones 
o reclamar decisiones la triada del aporte al empleo, a la disminución 
del déficit habitacional y al desarrollo económico, ahora con mayor 
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razón, cuando se calcula un crecimiento para el 2015 cercano al 9,7 %, 
y se señala que es después del comercio la segunda actividad que más 
jalonó la economía, con un 4,9 % anual. De manera que el gremio de 
la construcción exige y se comporta como en algún tiempo lo hizo el 
gremio cafetero o el gremio de la industria (ANDI).

De ahí las políticas que benefician la economía y a los gremios, pero 
que afectan la calidad de la vivienda, de las condiciones de vida y de los 
hábitats de los pobladores, como se ha puesto de manifiesto en progra-
mas de viviendas gratuitas por todo el país. Desde tiempo atrás se han 
definido desde el principio las políticas ceñidas a sus propios intereses 
económicos gremiales o han torcido las herramientas que buscaron 
otros objetivos más equitativos. Los planes de ordenamiento territo-
rial, por ejemplo, concebidos bajo los principios de la función social y 
ecológica de la propiedad, la prevalencia del interés general sobre el 
particular, la distribución equitativa de cargas y beneficios, además de 
la función pública del urbanismo y la participación democrática, han 
terminado por ser un coto de caza de los gremios interesados.

En el caso de Medellín y los municipios del Área Metropolitana es 
evidente, pese a ciertas disputas entre el gremio de la construcción 
que ha considerado que hay demasiadas exigencias normativas que 
impiden el desarrollo de los proyectos, que el crecimiento constructivo 
se ha manifestado con fuerza en municipios como Bello, Sabaneta, 
Itagüí, La Estrella y Caldas. No solo se puede argumentar la debilidad 
institucional de los otros municipios y la laxitud normativa de estos, 
sino que es de doble vía en tanto los constructores exigen e imponen. 

Mientras en Medellín se construyen edificios de diecisiete pisos, en 
Bello se permiten de treinta, con excepciones normativas que duran-
te mucho tiempo tuvo Medellín. Las problemáticas se extienden y 
multiplican por toda el Área Metropolitana. Las consecuencias en la 
habitabilidad son evidentes por la minimización de los espacios y la 
disminución de la calidad habitacional, el incremento de los déficits de 
espacios públicos y verdes, por las dificultades en la accesibilidad, las 
restricciones en la movilidad e, incluso, las grandes problemáticas en 
torno a la calidad de la vivienda, como se demostró con el desplome 
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del edificio Space6 y los problemas estructurales de los demás proyec-
tos del grupo Lérida CDO. Aparte del aprovechamiento de la laxitud 
de las normas para construir las denominadas falsas VIS, que lejos de 
servir al propósito de los sectores sociales a donde debieron ir dirigi-
dos, terminaron en manos de grupos de mayor capacidad adquisitiva 
o especuladores urbanos.

Con la formulación del nuevo POT para Medellín, aprobado en no-
viembre de 2014, podría pensarse que esto se había superado. Pero 
la habilitación de suelos en el ordenamiento territorial es uno de los 
mayores campos de disputa en el hábitat urbano, como se puso en 
evidencia en este proceso que de participativo y democrático tuvo 
poco —pese a lo que pregona la administración municipal—, pues 
fue más nominal e instrumental. De tal manera que el modelo de 
ciudad, con el modelo de ocupación territorial, las áreas de interven-
ción estratégica y los tipos de tratamiento del suelo que priorizaron 
los polígonos de renovación urbana, privilegian de nuevo y con mayor 
intensidad las rentas del suelo urbano para los grandes inversionistas, 
algo que se pone de manifiesto con los planes parciales en marcha y 
los formulados enfocados a los estratos altos. No es clara la probable 
mezcla social ni la promulgada protección a moradores. Así, se ciernen 
sobre el horizonte urbano los procesos de gentrificación y expulsión 
de población en algunos barrios populares de la ciudad, es decir, la 
planteada violencia espacial.

6	 Una de las torres del conjunto Space, ubicado en el exclusivo barrio El Poblado, 
colapsó el 12 de octubre de 2012, afectando las otras cinco torres del conjunto. Esto 
implicó que después de muchas controversias sobre repotenciar el edificio, se decidió 
implosionar la totalidad del proyecto, como efectivamente ocurrió el 23 de septiem-
bre de 2013. Esta situación afectó a 161 familias en este solo conjunto, pero también 
a otros conjuntos promovidos por la misma constructora, que debieron ser evacua-
dos de manera preventiva, como los casos de Continental Tower, Asensi, Colores de 
Calasanía, entre otros, hasta sumar once edificios ubicados tanto en Medellín como 
en Bello y Copacabana. Las consecuencias jurídicas están por definirse; algunos as-
pectos normativos se derivaron de allí, aunque no son suficientes, pero los éticos y de 
responsabilidad social se diluyen en el tiempo; no se debaten de la manera adecuada.
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De ahí la importancia que le hemos dado a la formulación y desarro-
llo del Centro de Pensamiento en Hábitat, Ciudad y Territorio hacia 
la paz y el post-acuerdo en Colombia, liderado desde la Escuela del 
Hábitat, de la Facultad de Arquitectura de la Universidad Nacional de 
Colombia, Sede Medellín, el cual fue aprobado para su primera fase 
(septiembre-diciembre de 2015) por la Vicerrectoría de Investigación 
y Extensión de la Universidad. Nos hemos planteado cinco temáticas 
orientadoras, que se describen a continuación.

	� Conocimiento y acción: reflexión sobre las relaciones entre los pro-
cesos de pensamiento, investigación, educación y diálogo de 
saberes con los procesos de transformación de mentalidades, 
materialidades, políticas y procesos políticos.

	� Equidad y desarrollo: aproximación cualificada desde los enfoques 
que buscan estructurar fundamentos para la superación y con-
solidación sociocultural, política y económica de los habitantes 
y territorios, a diferencia de aquellos que adoptan la equidad 
como distribución de excedentes, y bienes y servicios.

	� Participación y democracia territorial: indagación desde los enfoques 
que se basan en la construcción social y en la realización huma-
na desde la identificación de horizontes de sentido colectivos en 
torno al hábitat y al territorio, a diferencia de las limitaciones 
del enfoque fundado en el crecimiento y la innovación, y de los 
centrados sobre el crecimiento económico y la universalización 
civilizatoria.

	� Vida: comprehensiva, ampliada a la convivencia, seguridad y 
estabilidad requeridas para la realización de la vida humana 
y la cultural de los pueblos, superando su reducción a la vida 
biológica o al no morir.

	� Derecho al hábitat, a la ciudad y al territorio: abordando el derecho 
a los territorios, los hábitats y a la ciudad desde diferentes si-
tuaciones urbanas y rurales en todas las fronteras habitadas y 
habitables, ampliando su limitación al derecho al espacio, a la 
vivienda o a los atributos urbanos.
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1Fernando Viviescas Monsalve2

La innovación como necesidad contemporánea

En las últimas décadas se ha venido generalizando en el mundo la 
percepción de que las ciudades como centros de habitabilidad, espe-
cialmente las más grandes, han llegado a tal nivel de crisis en su fun-
cionamiento que se hace obligatorio intervenirlas de manera drástica 
si se pretende forjarles hacia el futuro una viabilidad democrática en 
lo político, económico y social, y hacerlas ambientalmente sostenibles 
y competitivas en el ámbito internacional, lo cual constituye un pro-
grama universal para los ámbitos de existencia ya definitivos para la 
especie humana: los grandes centros urbanos.

En Colombia es evidente que sin una actuación seria y sistemática so-
bre su estructura espacial, social, ambiental y económica, las grandes 
capitales no tienen posibilidades de atender los requerimientos que 
la vida ciudadana, contra viento y marea, ha venido configurando 
como espectros de reivindicación, los cuales sobrepasaron hace mucho 
los limitados marcos tradicionales de petición de la satisfacción de 
las “necesidades básicas insatisfechas” —que tampoco se ha logrado 
hasta hoy— para empezar a demandar la creación o ampliación de 

1	 Nota: Estas reflexiones fueron redactadas en agosto de 2015.
2	 Arquitecto urbanista. Profesor vinculado al Instituto de Estudios Urbanos (IEU) de la 

Universidad Nacional de Colombia.
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contextos nuevos de relacionamiento entre los hombres y mujeres —y 
de estos con la naturaleza y la imaginación— que ya no caben, de 
ninguna manera, en los regímenes tradicionales de dominación que 
todavía son hegemónicos en el país.

La demanda de innovación en los procedimientos y en las apuestas de 
administración, financiación, construcción, renovación y rehabilitación 
de nuestras metrópolis es cada día mayor, y la conciencia sobre la pe-
rentoriedad de su introducción ha alcanzado un consenso que empieza 
a mover las distintas instancias sociales y políticas en la perspectiva de 
formular y diseñar los horizontes y alcances de su desarrollo.

Para una proporción creciente de la población ahora es claro que se 
requiere un cambio drástico en las formas de gobierno urbano para 
darle respuesta tanto a las grandes problemáticas, que han sido rele-
gadas o han quedado aplazadas en nuestra trayectoria urbano-social, 
como a los nuevos parámetros reivindicativos que la mundialización de 
la economía y la cultura ya han instalado en los imaginarios individual 
y colectivo nacionales.

Este replanteamiento político-cultural no solo ha contribuido a instalar 
la mirada integral en la consideración de lo que deben ser los elemen-
tos con los cuales se piensan el entorno social y sus diversidades, sino 
que, a medida que extiende y profundiza su incidencia en los distintos 
sectores sociales y políticos —que cada vez son más conscientes del 
requerimiento histórico de asumir un compromiso con la formulación 
de un proyecto para nuestra sociedad—, ha empezado a dejar en claro 
las enormes limitaciones intelectuales y cognitivas de los parámetros 
con los cuales se ha configurado lo que aparece actualmente como las 
ciudades colombianas contemporáneas.

A medida que se han venido ampliando las áreas de incidencia y la 
capacidad de expresión del pensamiento crítico —que es lo que en 
realidad sostiene la transformación cultural que se ha descrito en es-
tas líneas, la cual, en gran medida es el resultado más tangible de la 
extensión de la cultura urbana y de la ampliación del alcance de los 
medios de comunicación y de las redes sociales sobre amplias capas de 
la población—, ha quedado de manifiesto que, además de estrechas, 
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son muchas y muy perversas las prácticas sobre las cuales (por acción 
o por omisión) se ha montado el violento perfil que nos caracteriza 
como sociedad contemporánea ante el mundo y ante nosotros mismos, 
y que nos impide construir una forma de vida para la calificación de 
la existencia cotidiana de todos los ciudadanos.

Entre esas prácticas es importante señalar dos que aparecen como las 
más perniciosas, si tenemos en cuenta su poder de obstrucción de esta 
tendencia innovadora ciudadana moderna, que se perfila para llenar 
el “vacío proyectual” (Bonsiepe, 1985) en el cual ha estado inmersa 
nuestra sociedad desde su fundación aldeana hasta nuestros días.

La una tiene que ver con el enorme poder de control territorial efectivo 
que han venido acumulando las bandas urbanas que pululan y ejercen 
en varias ciudades colombianas —derivado de la ausencia o de la debi-
lidad (conceptual, programática u operativa) que caracteriza al Estado 
colombiano—, pues su accionar hace muy difícil a la vez que arriesgada 
la posibilidad de formular y fortalecer aquellos proyectos tanto políticos 
como sociales que propenden por la profundización y extensión de la 
democracia junto con la autonomía ciudadana, es decir, por la libertad, 
el bienestar y la seguridad cotidiana, así como estratégica, de los hombres 
y mujeres que construyen, habitan y disfrutan la vida urbana moderna.

En la práctica, tales bandas ya instaladas en las áreas metropolitanas 
funcionan como el remanente más genuino de las prácticas ancestrales, 
especialmente reaccionarias de dominación del país, y como talanque-
ras militares que se oponen a cualquier intento de modernización de 
la vida ciudadana3.

La segunda limitación con la cual hay que afrontar esta apertura 
conceptual de la población colombiana, que también proviene de la 
absurda concepción de sociedad que ha sido dominante en nuestro 

3	 Para el caso de Medellín, existe un estudio llevado a cabo recientemente por el Instituto 
de Estudios Urbanos (IEU) de la Universidad Nacional de Colombia, Sede Bogotá, en el 
que se detalla esta situación. Pero sus efectos pueden aparecer cualquier día en los pe-
riódicos: “Las bandas han construido en Medellín durante casi tres décadas un soporte 
social espontáneo, irreflexivo en un comienzo y meditado más tarde, basado en las para-
dojas del miedo y la gratitud, de la amenaza y la generosidad” (Gaviria, 2015, p. 31).



196

Ciudades, territorio y posconflicto

país, es la ausencia de una relación positiva con el pensamiento crítico, 
que condujo a nuestras dirigencias a creer que se podía construir una 
sociedad sin ciencia, sin conocimiento y sin crítica.

Esta actitud, que todavía es dominante en muchos sectores que con-
trolan el poder, resulta fatal en una coyuntura como la actual, pues 
la innovación —que es de lo que se trata el mundo en la era del co-
nocimiento y con una perspectiva eminentemente urbana como es el 
actual— no es otra cosa que el resultado más genuino de las relaciones 
complementarias entre la ciencia, la tecnología y el diseño. Sin ellas 
no hay la menor posibilidad de innovar.

Aunque es posible demostrar que ambas están directamente relaciona-
das y afectan negativamente por igual la vida urbana, en este artículo 
nos referiremos sobre todo a la ignorancia congénita de la ciencia y la 
tecnología porque, en general, tiene menos tratamiento en los medios. 
En cambio, a nuestro parecer, su incidencia es estructural para la even-
tual instauración de nuevas formas de pensar la ciudad colombiana 
hacia el mañana.

Colombia: las consecuencias de una sociedad sin ciencia

Para empezar, somos uno de los países más cicateros en relación con 
la asignación de recursos para el saber (apenas invertimos el 0,2 % 
del PIB) y, por tanto, profundamente débiles para montar plataformas 
tecnológicas y proyectos mirando hacia el futuro.

Entrados en el siglo XXI, se ha puesto al desnudo el enorme atraso 
académico, metodológico y dotacional del recurso científico, técnico 
y cultural del país para acercarse a investigar e interpretar los nue-
vos movimientos y retos sociales, económicos, técnicos, científicos y 
culturales que plantea la consolidación consciente de la urbe contem-
poránea; para diagnosticar y, eventualmente, formular salidas ciertas 
así como eficaces a la cantidad de problemáticas físicas y funcionales 
de conurbaciones del tamaño y la trascendencia de Bogotá y de los 
demás centros urbanos colombianos.
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En el mundo contemporáneo, a cada momento es más nítido que para 
las grandes ciudades no es serio ni posible manejar y tratar con los 
dispositivos y visiones primitivas de las experiencias tradicionales —in-
conscientes o ingenuas y, por ello, más o menos irresponsables— ni con 
los problemas surgidos de la dimensión y complejidad de la movilidad 
de los millones y millones de personas y de mercancías que tienen que 
transportarse a diario dentro de sus distintos distritos.

Tampoco de todos los demás: la recolección y tratamiento ecológicos 
de los desechos sólidos, líquidos y gaseosos que producen sus habi-
tantes; la fluidez y permanencia de las comunicaciones a su interior 
y con el resto del mundo; la educación permanente y continuada de 
sus ciudadanos y ciudadanas; la prestación cualificada de la salud 
para estos; la dotación y calidad de los servicios públicos para todos 
y todas; la garantía del empleo para los hombres y mujeres en edad 
productiva; la vivienda digna para todos sus habitantes; la garantía del 
disfrute re-creativo universal del tiempo libre y del espacio público; la 
alimentación balanceada y nutritiva para sus millones de habitantes; 
mantener en funcionamiento y crecimiento el aparato productivo; la 
dotación de vivienda digna, etc.

En Colombia, además, todas las anteriores constataciones coinciden 
en el tiempo con otra aserción: el convencimiento generalizado y cre-
ciente de que sus principales ciudades, particularmente Bogotá, en este 
inicio del siglo XXI han alcanzado ya su nivel de saturación física, en 
la medida en que ya es evidente que, al menos en el territorio que han 
ocupado desde su fundación, no es posible su crecimiento indefinido, y 
que, por tanto, es indispensable intervenir sistemática y conscientemen-
te su ordenamiento, no solo para corregir los errores y las falencias que 
setenta años de urbanización espontánea e irregular han producido, 
sino, también, para forjar un desarrollo potente y sustentable y de mejor 
calidad de vida hacia el futuro. El advenimiento de la inminencia de 
abocar la construcción de la ciudad densa.
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Sin mencionar todavía aquellas problemáticas intangibles, culturales 
y psicológicas4, que hacen parte de la esencia de la ciudad contempo-
ránea —pues esta pone en relación conflictiva los mundos sociales, 
antropológicos y psicológicos de la imaginación, de las creencias y de 
las concepciones de la existencia, creados desde tiempos inmemoriales 
y desde espacios remotos por todos los hombres y mujeres que en el 
mundo han sido— las cuales, junto con las ya mencionadas tienen, 
ineludiblemente, que ser abocadas críticamente de manera inmediata e 
integral por las urbes en su vida cotidiana y, siempre, con proyecciones 
generacionales.

En estas circunstancias y con esa carencia de soporte científico y tec-
nológico, para la Colombia metropolitana de hoy se configura una 
bitácora programática, política y cultural sumamente compleja que, 
ya es evidente, excede las limitaciones de los marcos educativos y de 
formación de conocimientos que desde tiempos ancestrales se han 
perpetuado como los referentes de esta nación.

Los escenarios urbanos después de la guerra

La eventual finalización del conflicto armado que se discute actual-
mente en La Habana, de producirse, introduciría un nuevo escenario 
absolutamente inédito en nuestra historia urbana para la discusión de 
la problemática de la ciudad colombiana de cara a su gobierno, a su 
ordenamiento y a su construcción física para el futuro.

Un escenario que no estaría copado por las posiciones determinadas 
fundamentalmente por los sesgos ideológicos que entronizó —desde 
el inicio de la conformación contemporánea de nuestros centros urba-
nos, a mediados del siglo pasado— y mantuvo hasta hoy la presencia 

4	 “It is one thing to characterize the smoothly imprisoning wastes of modern estrange-
ment, quite another to track them. A different design on place-making is required to 
transform places of gathering into meeting places. Such a design can, perhaps, only 
emerge when the repressed spaces (of which agoraphobia is the symptom) are recog-
nized as relations, as movement-multiples, as cloud-like formations and deformations 
of groupings, and their well-beings as dependent on arrangements made uniquely for 
this occasion” (Carter, 2002, p. 10).
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permanente y dominante de la guerra, o por las limitaciones de los 
horizontes de proyección programáticas, impuestas por unos entornos 
presupuestales determinados fundamentalmente por el peso que tienen 
en ellos las preocupaciones militares de la seguridad.

Superados los agobios del conflicto armado, este escenario empezaría 
a dejar espacio para que las inquietudes que mencionábamos ocupen 
el tiempo y el pensamiento de la ciudadanía, al tiempo que activan y 
dinamizan tanto la capacidad creativa como propositiva de millones 
de hombres y mujeres con respecto a las condiciones determinantes de 
su existencia, que es lo que permite que las ciudades contemporáneas 
de otras latitudes hayan empezado a mostrar las enormes posibilidades 
de la vida urbana.

Un escenario, finalmente, en el que la argumentación empezará tam-
bién a exigir el afinamiento de los conceptos y la solidez de las aser-
ciones y propuestas por encima del simple enunciado de intenciones 
o intereses, pues la dimensión y complejidad de las problemáticas que 
hemos enunciado antes no permiten otro ámbito que el que dan la re-
flexión y la investigación sistemáticas y rigurosas para sustentar la jus-
teza de la interpretación y la pertinencia de las eventuales propuestas.

Frente a estas necesidades de conocimientos, de ciencia, de ingeniería, 
de arte, de tecnología y de diseño —ya irrenunciables, inaplazables 
e ineludibles, crecientemente asumidas de manera consciente por la 
población—, Colombia y, por ende, las ciudades, presentan un panora-
ma desolador: con un corpus científico-tecnológico pobre intelectual y 
académicamente considerado; desarticulado —hasta el aislacionismo 
individual— en su constitución interna; atrasado en el concierto de las 
naciones latinoamericanas (para no hablar del contexto mundial)5; sin 

5	 Este no es un problema exclusivamente de Colombia, aunque sí tiene en nuestro 
país unas connotaciones alarmantes: “En 1961-63 el ingreso per cápita de América 
Latina era unas 20 veces el de China y en 2003-2005 la brecha se había reducido a 
unas 2,7 veces. Pero no sólo aquí las tasas de crecimiento chino son muy superiores a 
las latinoamericanas. De 1996 a 2005 China duplicó holgadamente la participación 
del gasto en investigación de CyT, pasando de 0,6 % a 1,4 % del PIB, mientras que 
América Latina se mantuvo en un 0,55 %; Colombia bajó del 0,33 % en 1996 al 
0,17 y se conjetura que este año (2007) llegará al 0,5 %. Esta situación se refleja en la 



200

Ciudades, territorio y posconflicto

presupuesto y sin posibilidades de fundar un compromiso futuro con 
cualquier objeto de estudio, porque no alcanza a entrar en el espectro 
de intereses del Estado colombiano ni, mucho menos, en el del ámbito 
del capital privado que sigue siendo incapaz de asumir decididamen-
te el sentido de inversión que tienen el estudio, la investigación y la 
experimentación.

Pobreza argumental que se hace más aguda y profunda, y se univer-
saliza involucrando a las ciencias sociales, cuando la apuesta por la 
ciudad proviene, como en el caso colombiano, de una toma de conciencia 
crecientemente sistemática e ilustrada en la discusión ciudadana por formular 
un modelo de urbe —y de sociedad— eficiente, competitiva, equitativa, 
igualitaria, inclusiva, tolerante, respetuosa de la diferencia, civilista y 
ciudadana. Justo cuando el pensamiento y la reflexión se levantan no 
solo contra unas formas de dominación atrasadas, ensimismadas en 
su prepotencia, sino en medio de una coyuntura: las conversaciones de 
paz, que buscan la superación de la violencia como forma (“efectiva”) 
de alcanzar o de mantener el poder tanto en el ámbito local como en 
el nacional.

Una política para la ciencia y la tecnología

Todas las circunstancias anteriores —tomadas en conjunto y dimensio-
nada seriamente su significación para la construcción de una forma de 
existencia acorde con los parámetros que el mundo ha venido fijando 
como los estándares de referencia— crean unos escenarios de cuestio-
namiento, reivindicación y planeamiento que rebasan todo el marco 
tradicional de funcionamiento y despliegue de las formas de gobierno 
y administración de los municipios colombianos y, por supuesto, de las 
ciudades y metrópolis del país: allí no hay respuestas a las preguntas 
elaboradas en estos nuevos contextos de pensamiento.

publicación de artículos certificados internacionalmente. En 1981 China registraba 
el 0,32 % en el mundo y América Latina el 0,99 %. En 2001 esas participaciones eran 
del 3,06 % y del 2,34 %, respectivamente. En patentes de residentes las cifras com-
parativas son elocuentes. En el 2003 se registraron 4498 patentes en toda América 
Latina contra 56 769 en China. Aquel año no aparecen registros en Colombia, que 
en 2002 tuvo 52” (Palacios, 2007, p. 6).
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En realidad, más que a los Gobiernos y a los gobernantes, estos nuevos 
planteamientos y procesos de búsqueda están interrogando directa-
mente al mundo general de la política del país, porque todos ellos 
no solo surgen del cuestionamiento que se hacen los ciudadanos con 
respecto a la forma como se desarrolla la vida en la ciudad, sino que, 
en el ámbito propositivo, se expresan como perspectivas de vida social, 
como proyectos de ciudad y de sociedad. Se elaboran como propuestas 
alternativas a la manera como son tratados los asuntos del poder, esto 
es, de la política, y para que sean debatidos y dirimidos en el espacio 
público: en el ámbito donde se decide lo que nos determina a todos.

Solo que allí —en los enclaves del manejo y trasegar de las organizaciones 
políticas, de todas las tendencias— el silencio, si se quiere, es mucho más 
atronador que en los nichos gubernamentales donde al menos se oyen pro-
mesas. Ninguno de los partidos o demás tipos de agrupación del ejercicio 
de la política en Colombia (desde los más conservadores y reaccionarios 
hasta los más liberales), en tanto que tales, ha producido hasta ahora 
una teoría o alguna formulación programática con respecto al papel 
que juegan en su ideario o en la estructuración de sus planteamientos 
de actuación, de un lado, la ciencia y la tecnología, y del otro, la ciudad.

En el camino paralelo de la historia que han recorrido la ciudad con-
temporánea y la última versión de la guerra interna, que ha acom-
pañado la incapacidad de la dirigencia para fijar establemente un 
modelo de sociedad, todos los ímpetus de la política se los ha ganado 
la confrontación violenta, dejando relegadas a planos secundarios la 
reflexión, la indagación, la discusión y la crítica sobre la forma que van 
tomando la vida colectiva y los distintos elementos que la componen. 
Así, ni la ciudad ni mucho menos la ciencia y la tecnología encuentran 
un lugar en la agenda de los políticos.

Esta es la razón por la cual cuando sus dirigentes se enfrentan a la 
tarea de gobernar tampoco cuentan, por parte de los distintos grupos 
políticos, con elementos filosóficos ni técnicos con los cuales emprender 
una manera integral y coherente de tratamiento de la problemática 
urbana, y las grandes conglomeraciones poblacionales se continúan 
gobernando como si fueran, apenas, pueblos grandes.
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De cierta forma, por esa incapacidad de pensamiento y de campo 
visual que domina el entorno de la política, no se ha instalado en Co-
lombia una cultura de la reflexión y de la discusión civilizada sobre los 
elementos, procesos y dimensiones que van diversificando las múltiples 
expresiones que va tomando la existencia, en la medida en que se va 
conformando la dimensión urbana de esta.

Así, cuando llega la hora de las definiciones —que se reducen a las épo-
cas electorales—, las controversias no se dan con respecto a modelos 
o formas de concebir la ciudad como conjunto y de manera integral 
—en tanto que forma compleja y superior de existencia individual 
y colectiva—, sino que limitan todo el horizonte en referencia a la 
cantidad de lo que se ofrece, por parte de cada candidato (no de los 
partidos u organizaciones políticas) para “solucionar” los problemas 
que quedaron, siempre insuficientemente atendidos, de la anterior ad-
ministración. Más o menos casas gratuitas; más o menos carreteras; 
más o menos empleo; más o menos cupos escolares; claro: más o menos 
represión, etc.

En términos de “cambio ideológico”, solo se puede referenciar la fija-
ción esporádica de una actitud que ha venido a sintetizar la manera 
como el espectro político tradicional colombiano —sus partidos, or-
ganizaciones y movimientos— ha ocultado su incapacidad de pen-
samiento y de interpretación de la realidad enorme planteada por 
la urbanización y la consolidación de la ciudad contemporánea y, al 
mismo tiempo, eludido su responsabilidad de transformación para 
hacer frente a la evidencia creciente de la complejidad de su objeto de 
trabajo y de manejo del poder.

Se trata de la re-entronización anacrónica de un cierto “caudillismo 
ilustrado” como forma de ejercer el gobierno en las grandes ciudades, 
con lo cual toda la responsabilidad de los resultados del ejercicio del 
gobierno se concentra en una sola persona, mientras el usufructo del 
poder efectivo —particularmente, el que se deriva de la distribución 
y la asignación del presupuesto y los recursos fiscales de estos entes 
territoriales— sostiene las bases del clientelismo, sobre el cual se ancla 
todo el aparataje de tales organizaciones.
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En su versión “modernista”, esta práctica ha llegado a acuñar la idea, 
con gran éxito para los sectores más conservadores del espectro políti-
co, de que lo que necesitan las primeras magistraturas de las ciudades 
es la dirección de “técnicos” o, incluso, de “gerentes” que realicen 
“eficientemente sus gobiernos”: cuya priorización o jerarquización 
de realización siempre depende de lo que dispongan el alcalde y su 
círculo de funcionarios cuando lo plasman en el llamado “programa 
de gobierno”, de cuatro años.

La profundización de estas prácticas y su sistematización no solo desvir-
tuaron el espíritu de la (tardía) introducción de la elección popular de 
alcaldes en 1986 que, con la nueva Constitución de 1991 configuró lo 
más sensato que se ha aportado desde Colombia para perfeccionar la 
democracia, sino que ha desnaturalizado el sentido del gobierno de 
la ciudad hasta simplificarlo en una práctica que llevan a efecto los 
burgomaestres —y solo ellos— liberando de toda responsabilidad a 
las organizaciones políticas.

De momento, en la actual coyuntura de elecciones nos encontramos en 
lo que pudiéramos llamar “el carrusel de los avales”, con las llamadas 
dirigencias (todas ellas) atareadas en encontrar individuos que puedan 
garantizar, en cada coto, esto es, cada municipio, el mayor volumen de 
electores en la cacería de votos de las elecciones, que es como ellos (y 
ellas) conciben el desarrollo de la “democracia más estable de América 
Latina”.

En ese maremágnum, como es obvio, ocurre de todo. Por ejemplo, un 
dirigente “que se puso digno” tuvo que renunciar a la presidencia de su 
partido porque su organización avaló a alguien que él no consideraba 
decente: desde la provincia lo tumbaron. También surgió un candidato 
(que ya, con anterioridad, había ejercido “exitosamente” estos cargos) 
quien durante meses montó una campaña para que cualquier partido 
le diera su aval para cualquier alcaldía, y ahora es un candidato oficial 
para una de las ciudades más grandes del país. Hay otro “eminente 
exitoso” que se salió de su partido para, desde afuera, legitimar su can-
didatura “por firmas” y disputarle la representatividad al “candidato 
oficial” de esa misma colectividad.
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De esta manera se llegó a la personificación absoluta del Gobierno de la 
ciudad, en el cual no existe compromiso ni programático ni político con 
ninguna instancia distinta a aquella que permite la “clientelización” 
de la nómina. En efecto, una vez se logra la elección, con el programa 
ya mencionado, todo el compromiso político se juega en las relaciones 
que se establezcan con el concejo municipal (o distrital, en algunos 
casos específicos) y la capacidad de maniobra que logren establecer el 
alcalde y sus aliados. A eso se limita la acción política del Gobierno.

Como es apenas obvio, en esos escenarios de “inmediatismo” y aparente 
“eficientismo” —que se han tomado el entorno de la consideración del 
gobierno de las ciudades— no caben ni la creación de conocimiento 
científico ni la producción de desarrollos tecnológicos y de diseño —que 
por su propia naturaleza se extienden en el largo plazo— ni la atención 
seria, estructural y sistemática de las problemáticas de la urbe, que por 
su complejidad, magnitud y permanente crecimiento exigen del trabajo 
metódico y riguroso de la planeación y del mantenimiento constante. 
En realidad, no aparecen en los Gobiernos de la ciudad (ni de los mu-
nicipios, en general), simplemente porque no están contemplados ni 
programática ni filosóficamente en el entorno de pensamiento y consi-
deración de los partidos y organizaciones políticas. Muy posiblemente 
esa es una de las razones por las que, por ejemplo, en las conversaciones 
de La Habana tampoco aparezcan como objeto de discusión.

Las consecuencias fatales de la ignorancia de la CyT

Y con esto volvemos al principio de estos análisis pues, desgraciada-
mente, cuando se plantean estas cuestiones no se está hablando desde la 
abstracción. La desconexión entre la tarea de gobernar los asentamien-
tos humanos y el desarrollo del conocimiento, y la incapacidad para 
articular conscientemente la ciencia y la tecnología al ordenamiento 
de los territorios donde se desarrolla la vida cotidiana tienen efectos 
negativos fatales.

Y su ocurrencia no sucede únicamente en sitios que el común de los 
medios de comunicación califican como “alejados”, tratando de natu-
ralizar la desgracia, como ocurrió con respecto a la reciente avalancha 
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en Salgar (Antioquia) o la de Armero (Tolima) hace treinta años. Como 
se recordará, después de dos semanas de intenso trabajo y la remoción 
de toneladas de escombros, un grupo de socorristas halló los cadáveres 
de tres trabajadores víctimas del desplome de la torre 6 del edificio 
Space, que colapsó el 12 de octubre de 2013, en el barrio El Poblado 
de Medellín, el cual dejó en total once personas muertas y cientos de 
damnificados.

Cuando la fenomenología descrita anteriormente se proyecta a la es-
cala y al grado de determinación física que, por ejemplo, alcanza la 
industria de la construcción en las ciudades contemporáneas —por la 
dependencia del desarrollo de las funciones sociales del espacio cons-
truido y por la extensión de la ocupación del territorio que impone 
el conjunto de estas relaciones—, los marcos de consideración de su 
devenir y de sus responsabilidades superan los entornos meramente 
individuales y locales para interrogar las capacidades materiales, inte-
lectuales y éticas que la sociedad, como conjunto, ha desarrollado para 
sustentar el proceder de aquella actividad socioeconómica.

La innovación en el futuro posible

En esa dirección, el momento histórico que vive el país es propicio para 
plantear seriamente las condiciones para la superación de la falencia 
estructural que hemos estado describiendo a lo largo de estas líneas.

Lo que está por confluir, una vez se alcancen los acuerdos en La Ha-
bana, es la oportunidad de abocar la problemática urbana en condi-
ciones de paz —algo que no conoce nuestra ciudadanía citadina, que 
siempre ha tenido que plantearse su existencia en medio del fragor de 
la guerra— con la creciente conciencia ciudadana, académica y política 
del papel determinante del desarrollo de la ciencia, la tecnología y el 
diseño en la creación e innovación de las condiciones de existencia y 
de gobierno en los entes territoriales del país.

Porque, si bien la confrontación armada ha tenido sus más terribles 
manifestaciones mayormente en el campo, ha hecho sentir una reper-
cusión definitoria en las ciudades, pues estas, además de convertirse en 



206

Ciudades, territorio y posconflicto

el último refugio de las víctimas y los sobrevivientes de la utilización 
recurrente de las armas, resultan ser el producto más tangible por el 
enorme peso que el desplazamiento ha tenido en su configuración.

A pesar de que la dimensión de la tarea es enorme, debemos ser cons-
cientes de que no se parte de cero: en algunas ciudades existen ya, 
desde hace algunos años, elementos e iniciativas que potenciarán su 
incidencia cuando las instancias y los procesos estructurales para la 
innovación se activen de manera definitiva.

Algunas ciudades ya cuentan con políticas de ciencia y tecnología, y se 
han conformado alianzas público-privadas en las cuales las universida-
des y los empresarios se han unido al Estado para formular plataformas 
sobre las cuales se puede dar piso al futuro. Incluso se abre la perspectiva 
de construcción de parques científicos y tecnológicos (Guatiguará, en 
Santander) y empiezan a funcionar proyectos como Ruta N, en Me-
dellín. La administración actual de Bogotá está desarrollando, con la 
Universidad Nacional de Colombia, los estudios que permitirán adoptar 
la Operación Estratégica Anillo de Innovación (OEAI).

Hay, pues, una vanguardia: se trata, como en todo lo que se relaciona 
con la ciudad, de construir la voluntad política en los ámbitos aca-
démicos y políticos para que sustenten científica y políticamente los 
esfuerzos que hasta ahora ha hecho la sociedad civil en su búsqueda 
por modernizar la ciudad colombiana.
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Colombia ha registrado una de las tasas más altas de urbanización dentro de un acelerado 
proceso de cambio social. Sin embargo, esta transformación se ha realizado en una población 
que, por un lado, se urbaniza, mientras por el otro ha vivido un proceso de violencia con diversos 
componentes que van desde la violencia social hasta la criminal, resaltando grandes dificultades 
en la integración que demandan las sociedades contemporáneas.

En ese contexto, el presente compendio de trabajos académicos busca explicar qué pasa con la 
vida urbana en los procesos de posconflicto y reconciliación social a partir de diversos análisis 
que plantean la necesidad de repensar las ciudades en términos de identificación de problemáticas 
asociadas al gobierno del territorio, las tendencias hacia conflictos sociales crecientes y abiertos, 
el papel de los derechos humanos como clave de integración en nuevos contextos sociales, las 
relaciones entre el Estado y la ciudades, entre otros. 
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